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Presentación

Mauricio Merino

Toda decisión pública que no deja huella y no es sujeta a la rendición de cuentas se con-
vierte en una oportunidad de corrupción. Este número de RC recopila un conjunto de 
textos que evidencian —en distintos países de América Latina— que la captura institu-
cional, la opacidad, la simulación, las cadenas de silencio o la opacidad de las decisiones 
erosionan, siempre, el control democrático de la autoridad. 

Los esfuerzos que se hicieron durante las últimas décadas del siglo XX y los primeros años 
del siglo XXI para construir o consolidar democracias constitucionales en América Latina en-
frentan hoy un conjunto de amenazas derivadas de la captura política de las instituciones, en 
nombre de proyectos políticos y grupos de poder opuestos a la pluralidad y la rendición de cuen-
tas. En estas páginas de RC, nuestro lector podrá añadir evidencia para reconocer ese proceso: 
la pérdida de autonomía, la creación de élites, la desaparición de límites formales, las narrativas 
ideológicas y el uso faccioso de los presupuestos no son eventos aislados en ningún lugar del 
mundo, sino parte de un fenómeno cada vez más extendido.  

La transparencia ha pasado de ser una batalla social por el derecho a la verdad para conver-
tirse en un terreno de disputa en México o, incluso, en un pretexto para la configuración de élites 
en Argentina. La captura de presupuestos públicos mediante la reserva cada vez más amplia de 
la información es un asunto recurrente en casi toda América Latina, como se muestra en esta 
edición para el caso brasileño. O bien, los discursos «anticorrupción» y el abuso de las órdenes 
verbales, en vez de abrir espacios para afirmar la responsabilidad de quienes asumen un mandato 
público, se han degradado como prácticas que impiden la trazabilidad de las decisiones y la exi-
gencia de rendición de cuentas. 
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Decidimos abrir esta edición con el artículo de dos colegas de esta casa, la Universidad de 
Guadalajara: Paty Murrieta y Leonardo Gatica, quienes nos recuerdan la importancia de «La 
evidencia como bien público una matriz de gobernanza para la rendición de cuentas en políticas 
públicas». Evidencia formada por datos, archivos y documentos que no logran adquirir la cate-
goría de un bien público, sino hasta que se produce un sistema de gobernanza capaz de garanti-
zar la apertura, la inteligibilidad, la participación y la integridad de lo que se dice y se hace en el 
sector público. Desde ese mirador, nuestros autores proponen una matriz de evidencia para la 
clasificación de sistemas de evaluación de políticas públicas con cuatro tipologías, según el nivel 
de apertura y gobernanza que integran.

Por otra parte, Mariano Mosquera —reconocido profesor de la Universidad Católica de 
Córdoba, Argentina— estudia los compromisos de gobierno abierto de su país de 2013 a 2022. 
El doctor Mosquera advierte que Argentina ha priorizado la cantidad en lugar de la calidad de 
la información, así como el uso de herramientas tecnológicas para procesar esa información, 
aunque ésta no refuerce la rendición de cuentas efectiva sobre las decisiones gubernamentales. 
Advierte que esa desconexión entre medios y fines sustantivos ha ocasionado una paradoja: el 
surgimiento de una élite de «expertos» que funciona para legitimar las políticas oficiales de go-
bierno abierto, aunque éstas añadan poco a la fiscalización y el control de decisiones y compro-
misos públicos.

Desde la perspectiva brasileña, los profesores Silva, Texeira y Vargas estudian lo que ellos 
llaman el «presupuesto secreto» en Brasil, mediante el cual se distribuyen recursos públicos 
de manera discrecional y opaca. Como secuela de esas prácticas, advierten la creación de redes 
informales de clientelismo (pork barrel) y un creciente riesgo de corrupción. Las enmiendas par-
lamentarias que han ocurrido en ese país han afectado, nos dicen los autores, los instrumentos de 
transparencia y rendición de cuentas en el uso de recursos públicos. Con casos y miradas diferen-
tes sobre la situación actual del gigante sudamericano, los colegas brasileños nos revelan cómo se 
ha degradado el propósito original de la transparencia y la apertura, para favorecer la captura de 
los presupuestos y de las decisiones públicas.

Los dos últimos artículos de este número de RC, escritos por Teresita Rendón y José Santos 
Zavala, respectivamente, proponen dos nuevas aproximaciones al debate mexicano sobre la co-
rrupción. El primero, de Teresita Rendón —destacada profesora de la Universidad de Guanajua-
to y miembro de nuestro Consejo Editorial—, estudia el riesgo que representan las instrucciones 
verbales en la administración pública, que nunca llegan a ser documentadas, pero que influyen 



Presentación  | Mauricio Merino	 7

de manera sustantiva en el curso de las decisiones públicas. Aunque necesarias en contextos de 
emergencia o seguridad, reconoce la autora, las órdenes verbales generan «cadenas de silencio» 
que propician la corrupción sistémica, pues la responsabilidad de sus efectos recae en quien las 
ejecuta, no en quienes las giran. La doctora Rendón abre, con este artículo, una avenida completa 
para la investigación de nuestros temas: la del control político de la obediencia y la instrucción 
que nunca dejan huella. 

Finalmente, José Santos Zavala —uno de los investigadores emblemáticos de El Colegio de 
San Luis—, revisa «La construcción discursiva de la corrupción en México» durante las últimas 
cinco administraciones presidenciales del país. José Santos demuestra que, aunque durante trein-
ta años y tres alternancias partidarias en la jefatura del Estado se ha prometido siempre erradicar 
la corrupción, cada presidente ha puesto el énfasis en situaciones y rasgos diferentes de ese fe-
nómeno, lo que ha generado sendas modificaciones en la forma de enfrentarla y ha quebrado, en 
consecuencia, la posibilidad de consolidar una política pública sólida durante esas tres décadas. 
Una vez más, la palabra por encima de los resultados. 

En nuestra sección de conferencias, compartimos con orgullo la cátedra que la doctora 
Jacqueline Peschard impartió en nuestro xiv Seminario Internacional de Rendición de Cuen-
tas, titulado: «Democracia desde los mágenes». En ella, la muy conocida y reconocida doc-
tora Peschard documenta el desmantelamiento sistemático de los controles democráticos del 
poder en México durante los gobiernos de Andrés Manuel López Obrador y Claudia Sheinbaum 
Pardo. Destaca la colonización de instituciones como el Instituto Nacional Electoral (INE) o la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), la anulación del Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), así como la 
transformación del Poder Judicial con la reforma constitucional de 2024. Ese trayecto muestra, 
a juicio de la autora, una contradicción palmaria: la captura partidaria de las instituciones dise-
ñadas, en otro momento de la historia, para combatir la falta de rendición de cuentas desde la 
autonomía política.

Finalmente, Azucena Salcido reseña un libro reciente de Luis Téllez Arana que, desde el en-
foque de la sociología relacional y el análisis de redes, prueba que el éxito de los consejos ciuda-
danos convocados para combatir la corrupción no depende tanto de su diseño legal y normativo, 
cuanto de la calidad de los vínculos y las relaciones sociales que se tejen en torno a estas figuras. 

En suma, el conjunto de materiales que presentamos en esta edición advierten que la trans-
parencia y la rendición de cuentas no son meros ejercicios de publicación de información y que 
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el ataque a las instituciones democráticas o la desaparición de ellas revela el desmantelamiento 
de la democracia en los países de nuestra región. Con todo, nuestra revista sigue siendo un punto 
de encuentro privilegiado para una comunidad académica que, cada vez más y cada vez con me-
jores argumentos, apela a la conciencia para construir o reconstruir nuestras formas de analizar, 
entender y defender la democracia amenazada —o francamente vulnerada— de nuestros días. 
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Resumen. Este artículo examina en qué condiciones la evidencia puede operar como bien público, 
generando transparencia y rendición de cuentas. Sostenemos que la evidencia adquiere valor pú-
blico cuando su gobernanza garantiza apertura, inteligibilidad, participación, integridad y salva-
guardas de derechos. Con base en ello, proponemos un modelo de gobernanza de la evidencia que 
permite el uso de la evidencia como bien público. 

Palabras clave: evaluación, bienes públicos, gobernanza, participación, derechos humanos.

Evidence as a public good: 
a governance matrix for accountability in public policies

Abstract. This article examines the conditions under which evidence can operate as a public good, 
generating transparency and accountability. We argue that evidence acquires public value when 
its governance ensures openness, intelligibility, participation, integrity, and safeguards for rights. 
Based on this premise, we propose a model of evidence governance that enables the use of evidence 
as a public good. 

Keywords: evaluation, public goods, governance, participation, human rights.
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Introducción
¿Puede la producción de evidencia convertirse en un bien público que alimente la transpa-
rencia y participación ciudadana en torno a las políticas sociales dirigidas a las infancias? 
Aun con los cambios recientes en México y otros países de América Latina, podemos afir-
mar que la región ha avanzado en transparencia y consolidación de marcos normativos ro-
bustos para la rendición de cuentas y el acceso a la información. Sin embargo, como argu-
mentan Fung et al. (2007), no basta con esto. Si bien es un elemento esencial, el acceso a la 
información no garantiza por sí mismo un mayor control democrático ni la participación 
informada cuando la evidencia es difícil de entender, no considera la opinión de los grupos 
afectados o carece de autonomía respecto a las instituciones que evalúa. La información no 
garantiza la transparencia ni la rendición de cuentas (Fung et al., 2007; Fox, 2015).

Graizbord (2024) muestra que la «evidencia» no llega al espacio público como un 
insumo neutro; se construye mediante trabajo organizacional, negociaciones interinstitu-
cionales y la creación de fronteras entre lo «técnico» y lo «político». En tal sentido, el valor 
público de la evidencia depende de reglas de apertura y de las condiciones socioinstitucio-
nales que permiten producirla, interpretarla y disputarla en términos públicos.

En este artículo proponemos considerar la producción y el uso de la evidencia como 
un bien público cuya problematización tiene implicaciones distributivas. Como lo plantea 
Parkhurst (2017), consideramos que quién decide qué, cómo y para qué se mide afecta 
la legitimidad de las políticas sociales y la redistribución del poder y los recursos entre el 
Estado, la sociedad civil y las comunidades. Partimos de la idea de que la evidencia ad-
quiere valor público cuando no sólo es accesible, sino también comprensible, cuestionable 
y accionable por la ciudadanía, y planteamos que es necesario pasar de un enfoque de 
políticas basadas en evidencia (evidence-based policy, ebp) a uno de buena gobernanza de 
la evidencia; es decir, a la implementación de un conjunto de reglas, capacidades y salva-
guardas que garanticen la apertura, la participación de la comunidad y la integridad de las 
políticas. Nuestro argumento plantea que no basta con obtener evidencia e información 
de calidad, y que es necesaria una definición adecuada sobre qué evidencia cuenta, para 
quién y con qué consecuencias. 

Para desarrollar este argumento, hemos organizado el artículo de la manera siguien-
te. Una vez definido el concepto de bienes y valor públicos, y las razones que justifican 
la propuesta de la evidencia como un bien público, describimos brevemente la relación 
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y las diferencias entre transparencia, rendición de cuentas y evaluación. Posteriormente, 
enlistamos las condiciones que permiten que la evaluación cumpla su propósito públi-
co y argumentamos a favor de pasar de un presupuesto basado en resultados (pbr) a la 
gobernanza de la evidencia. A partir de lo anterior, elaboramos una tipología para clasi-
ficar los sistemas de evaluación y sus limitaciones. Finalmente, concluimos subrayando 
la necesidad de una gobernanza sólida y la mediación pública de resultados para evitar 
lecturas triunfalistas o instrumentalizaciones políticas de la evidencia. Los fines últimos 
de este trabajo son, en primer lugar, proponer un marco analítico que permita identificar 
de manera sistemática los casos en que las evaluaciones de programas sociales realmente 
funcionan como mecanismo de rendición de cuentas y mejora de la política social, y en 
segundo, argumentar a favor de avanzar del enfoque de la política basada en evidencia al 
de gobernanza de ella.  

La evidencia como bien público
En economía, el bien público es un bien que se caracteriza por ser no excluible —no se 
puede impedir su uso a nadie— y no rival —su uso por una persona no reduce la po-
sibilidad de que otra lo use—. La evidencia y el conocimiento se pueden compartir sin 
agotarse, por lo que son bienes no rivales. Sin embargo, puesto que son generados por 
individuos o instituciones específicas, se puede restringir su acceso. Por eso estos bienes 
no pueden mantener su condición como bien público por sí mismos; en los hechos sue-
len operar como bienes privados o, más precisamente, como bienes tipo club (excluibles, 
aunque no necesariamente rivales).

La información surge de la observación y el procesamiento individual, y su difusión 
depende de quien la produce. Por sí sola, no es pública por naturaleza; incluso cuando 
se vuelve accesible, ello no garantiza que sea comprensible para otros. Además, el uso de 
un lenguaje técnico o de formatos inaccesibles puede convertirla en un bien reservado 
incluso bajo esquemas formales de transparencia. Para que la evidencia funcione como 
bien público se requieren dos condiciones: no exclusión efectiva y usabilidad social. Esto 
implica no sólo disponibilidad abierta, sino también una presentación comprensible y 
orientada a distintos usuarios.

En suma, debido a que la información no es intrínsecamente no excluible ni usable, 
se requiere intervención institucional para dotarla de estas dos cualidades y convertirla en 
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un bien público en sentido funcional. Pero ¿por qué queremos que la información y la evi-
dencia tengan el carácter de un bien público? La literatura ofrece tres razones principales a 
favor de la evidencia como bien público, que sea democrática, instrumental y distributiva. 

Razón democrática o el derecho a saber
Cuando la evidencia es financiada con recursos públicos, existe la obligación de dar razo-
nes públicas sobre su uso y sus resultados. La recomendación sobre ciencia abierta de la 
Organización de la Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco, 
2021) propone un marco internacional para que el conocimiento financiado con fondos 
públicos sea abierto, accesible y reutilizable, bajo supervisión pública y con infraestructu-
ras abiertas. En América Latina, gracias a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(cidh), se consolidó el acceso a la información pública como parte de la libertad de ex-
presión (cidh, 2006; United Nations, 1989). Este fundamento respalda que la evidencia 
de programas sociales sea accesible a la ciudadanía. 

En México, el uso de la evidencia como bien público no es sólo deseable sino exigible. 
El artículo 6º constitucional garantiza el derecho al acceso a la información y establece el 
principio de máxima publicidad, el cual ordena divulgar información de interés público y 
justifica que la ciudadanía pueda escrutar, reutilizar y cuestionar la evidencia que respalda 
las decisiones de política social. Esto se explicita en la Ley General de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública (lgtaip), la cual ordena que la información produzca «co-
nocimiento público útil» y se publique en formatos accesibles, comprensibles y verificables 
(artículos 52 y 57), y hace obligatoria la divulgación de evaluaciones de programas, encues-
tas y estudios realizados con recursos públicos (artículo 65, fracciones xxxviii-xxxix), 
de manera responsable, con salvaguardas de privacidad y no revictimización.

Razón instrumental o la mejora en la toma de decisiones
Las personas pueden tomar mejores decisiones cuando tienen información adecuada; en 
tal sentido, ofrecer información clara y amplia mejora la calidad de vida de las personas. 
De ahí la importancia de presentar información diseñada para el usuario en general, es de-
cir, «dirigida» a un amplio grupo de lectores, sin formalismos ni tecnicismos que excluyan 
a grupos específicos, y con una divulgación amplia. Esto hace de la información un instru-
mento para la toma de decisiones que incentiva cambios y mejoras basadas en evidencia. 
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Se ha demostrado que un diseño correcto de la estrategia para divulgar la informa-
ción puede cambiar comportamientos sociales (oecd, 2017); pero si la información no 
es relevante o inteligible, los efectos se diluyen (Fox, 2015; Bovens, 2007). Por ello, la evi-
dencia debe ir de la mano con la claridad o accesibilidad cognitiva (inteligibilidad) y con 
un diseño orientado al usuario. Esto implica tomar en cuenta las barreras sociotécnicas 
(estándares, metadatos, formatos y capacidades, entre otras cosas) que impiden el uso y la 
reutilización de la información (Janssen et al., 2012; Zuiderwijk y Janssen, 2014).

De esta manera, podemos argumentar que cuando la evidencia se concibe como un 
bien público y facilita la inteligibilidad permite que se genere aprendizaje colectivo y me-
joren las decisiones de política pública. Como se ha demostrado en diversos países, el 
acceso a la evidencia y la información favorece la innovación y la construcción de cono-
cimiento, que a la vez mejora la eficiencia de las políticas públicas (oecd, 2015); el in-
tercambio de saberes genera externalidades positivas, que justifican políticas de apertura 
(Stiglitz, 1999; unesco, 2021).

En suma, la evidencia clara e inteligible facilita la observación de la gestión pública, 
el control social y el aprendizaje institucional, que son incentivos para una mejora guber-
namental.

 
Razón distributiva o la «política» de la evidencia
Decidir qué se mide, cómo se operacionaliza y para qué se usa la evidencia define la rea-
lidad pública de las políticas; fija problemas, parámetros de éxito y umbrales de interven-
ción, y con ello redistribuye poder entre el Estado, las contralorías sociales y las comuni-
dades. Como advierten la política de la evidencia y la coproducción entre conocimiento 
y orden político, los hechos públicos no «hablan solos», están configurados por reglas, 
capacidades e incentivos de gobernanza del saber; por eso la medición no es neutra, sino 
una tecnología del gobierno que puede legitimar o cuestionar decisiones (Parkhurst, 2017; 
Jasanoff, 2004; Porter, 1995). El caso mexicano muestra cómo estas decisiones de medi-
ción reconfiguran la «realidad» pública del problema; por ejemplo, controversias sobre si 
un programa combate el «hambre» o las «carencia por acceso a la alimentación» obligan a 
traducir lenguajes políticos a indicadores oficiales, lo que desplaza (o reencuadra) la dis-
cusión pública hacia categorías técnicas y umbrales específicos (Graizbord, 2024).

Esta redistribución es resultado de al menos tres mecanismos. El primero consiste 
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en visibilizar y construir la agenda pública; como argumentó Porter en un primer mo-
mento, y posteriormente Jasanoff, lo que se mide adquiere «existencia pública» y tiene 
acceso a recursos; lo que no se mide no se observa, queda fuera del radar, y por lo tanto 
es invisibilizado (Jasanoff, 2004; Porter, 1995). El segundo mecanismo tiene que ver con 
la posibilidad de hacer comparables y medibles cosas distintas. Al traducir realidades 
heterogéneas a métricas comparables se puede reducir la complejidad de los asuntos pú-
blicos y reordenar prioridades. Esta existencia de métricas también incide en el compor-
tamiento de los actores que quieren alcanzar correctamente la meta impuesta (Espeland 
y Sauder, 2007). 

Lo anterior también tiene que ver con el tercer mecanismo que opera en la redistri-
bución del poder asociado a la evidencia: la gobernanza por indicadores. Ésta aparece 
cuando un número diseñado para medir termina dirigiendo la acción pública; es decir, 
de ser una medida pasa a ser un objetivo, lo que genera comportamientos estratégicos o 
distorsiones, pues se optimiza el indicador en lugar de optimizar el bienestar. El resulta-
do suele tener efectos distributivos —cuando reciben recursos, prestigio o sanciones— y 
reputacionales —quién se muestra competente— en el sistema público (Campbell, 1976; 
Power, 1997).

En la práctica, quien diseña la métrica y fija el umbral decide qué cuenta como éxito y 
quién es prioritario y quién queda fuera de la prioridad. Una modificación en el indicador 
o sus ponderaciones puede mover flujos de recursos entre territorios o dependencias y 
redefinir qué aparece como «buen desempeño». Por ello, la política de la evidencia exige 
justificar públicamente qué, cómo y para qué se mide, lo que abre datos, métodos y toma 
de decisiones al escrutinio y la coproducción (Jasanoff, 2004; Porter, 1995); de lo contra-
rio, la medición funcionará como tecnología de gobierno y no como actividad neutra.

Límites y excepciones a la apertura total
Concebir la evidencia como bien público no equivale a una apertura irrestricta. En Méxi-
co, la apertura está regida por el principio de máxima publicidad (Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos [cpeum], artículo 6º) y, a la vez, por las pruebas de daño 
y de interés público, previstas en la lgtaip, que obligan a ponderar beneficios y riesgos 
antes de difundir información (cpeum, 2024; lgtaip, 2025). En términos operativos, 
ello supone someter la publicación de evidencia a una prueba de interés público versus 
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riesgo de daño, documentar razones públicas cuando existan exclusiones justificadas y 
temporales, y fijar plazos de reserva y desclasificación, con la intervención del comité 
de transparencia y la elaboración de versiones públicas cuando proceda (lgtaip, 2025; 
inai, 2021).  

Por definición, un bien público no se agota con el uso. Pero información divulga-
da sin salvaguardas puede perjudicar a personas o colectivos, causando discriminación, 
estigmatización territorial o reidentificación, por mencionar algunos efectos negativos. 
Por eso, en México el marco legal articula una apertura responsable con protección de 
datos personales y confidencialidad estadística. La Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados (lgpdppso, 2025) establece principios de 
licitud, finalidad, proporcionalidad, calidad y responsabilidad, medidas de seguridad y re-
glas reforzadas para datos sensibles. A su vez, la Ley del Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica (lsnieg, 2021, 2025) declara que son estrictamente confiden-
ciales los datos de informantes y habilita el acceso a microdatos anonimizados mediante 
controles y procedimientos de divulgación estadística. En la práctica esto se traduce en 
escalas de acceso y técnicas de anonimización, agregación y revisión de salidas, que se 
pueden complementar con buenas prácticas internacionales como el enfoque de «cinco 
seguros» o técnicas formales (por ejemplo, privacidad diferencial) cuando el riesgo es alto 
(Desai et al., 2016; Dwork y Roth, 2017). En un contexto de evaluación de programas 
sociales esto significa evitar desagregaciones que identifiquen comunidades pequeñas o 
situaciones sensibles, publicar versiones agregadas cuando proceda o establecer canales 
de acceso controlado para investigación legítima, con trazabilidad y compromisos de uso 
responsable (lgtaip, 2025; lgpdppso, 2025; inai, 2021).

Por lo tanto, la evidencia financiada con recursos públicos debe publicarse de forma 
inteligible y reutilizable. Pero su divulgación debe superar pruebas de necesidad y pro-
porcionalidad, incluir gestión de riesgos de daño y apoyarse en mecanismos técnicos y 
organizacionales que protejan a personas y colectivos, en especial a niños, niñas y adoles-
centes. Así, la evidencia conserva su carácter de bien público (no excluyente y socialmente 
utilizable) sin sacrificar derechos ni la seguridad.

Transparencia, rendición de cuentas y evaluación: relaciones y diferencias
Antes de analizar los pasos que se deben dar para lograr el propósito público de la evi-



16 		  RC | RENDICIÓN DE CUENTAS | Año 4, número 8, julio-diciembre de 2026 | Pp. 9-43

dencia es importante separar con claridad tres funciones: transparencia (disponibilidad y 
accesibilidad de información de interés público), rendición de cuentas (explicar y asumir 
la responsabilidad por decisiones y resultados ante instancias con capacidad de control y 
eventual sanción) y evaluación (mecanismo de aprendizaje y mejora de política, no un fin 
punitivo en sí mismo). Esta distinción continúa presente en la discusión académica nacio-
nal entre autores como Mauricio Merino, Sergio López Ayllón, Guillermo Cejudo, María 
del Carmen Pardo y José Antonio Caballero, entre otros; pero existe consenso en que la 
rendición de cuentas es un mecanismo de control que necesita articular normas, actores 
y procedimientos —información, justificación y consecuencias—, mientras que la trans-
parencia funciona como un engrane del mecanismo que sin el resto de su arquitectura no 
garantiza la rendición de cuentas (Merino et al., 2010).

Luis F. Aguilar ha mencionado que la evaluación forma parte del ciclo de política pú-
blica como un insumo para aprender y corregir, en tensión creativa con lo político; su va-
lor depende de que la evidencia sea inteligible y se use para mejorar la toma de decisiones, 
no sólo para «mostrar cumplimiento» (Aguilar, 2017). En la misma línea, Cabrero (2005) 
subraya que la acción pública y la gestión deben entenderse en clave de coproducción con 
la sociedad. En este contexto, evaluar es una herramienta para mejorar la calidad de esa 
acción, no un trámite para palomear lo que sí hemos cumplido. La información es insumo 
y resultado de la evaluación; el acceso a ella, la transparencia, es un elemento necesario 
que permite la evaluación y mejora la gestión y la acción pública. 

En México, la matriz de indicadores para resultados (mir) y el presupuesto basado en 
resultados (pbr) han profesionalizado la planeación, pero también han facilitado ritua-
les de cumplimiento (verificaciones o palomeos) que incentivan conductas defensivas en 
lugar de aprendizaje organizacional. Desde hace dos décadas, Arellano y Ramírez (2000) 
advirtieron los dilemas del gerencialismo al afirmar que cuando la métrica se vuelve meta 
se corre el riesgo de reducir la evaluación a un control formalista y de ignorar la incerti-
dumbre y ambigüedad inherentes a los resultados públicos. Estudios recientes también 
documentan limitantes normativas, técnicas e ideológicas para consolidar el pbr, que 
favorecen el «palomeo» sobre el uso sustantivo de los hallazgos (Silva, 2024).   

Graizbord (2024) documenta que, en la práctica, buena parte del esfuerzo evaluativo 
se concentra en «estandarizar» programas y narrativas para hacerlos medibles y compa-
rables. Esto puede fortalecer la rendición de cuentas, pero también producir ejercicios 
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de «evaluación en papel» si los incentivos institucionales privilegian la demostración de 
cumplimiento sobre el aprendizaje y la corrección adaptativa. Esto refuerza la necesidad 
de que la transparencia se acompañe de rutas de uso y de consecuencias verificables.

La propia metodología propuesta a nivel nacional reconoce que no pueden aislarse 
la evaluación de los resultados y el impacto del diseño y la implementación. Las evalua-
ciones de consistencia y resultados (ecyr) del extinto Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política de Desarrollo Social (Coneval) exigían revisar la lógica de intervención, la 
vinculación con la planeación y operación antes de juzgar el desempeño; y las guías de 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp) para la mir insisten en una teoría de 
cambio explícita y trazabilidad de indicadores (Coneval, s.f.; shcp, 2016). En términos 
de gobernanza, como plantea Cejudo (2013), la planeación es el puente entre evaluación 
y rendición de cuentas: sin claridad de fines e instrumentos, la evaluación se vuelve mero 
reporte.

Por lo tanto, la evaluación sólo coadyuva a la transparencia y rendición de cuentas 
cuando se plantea en un marco de reglas que aseguran apertura usable, independencia y 
uso efectivo de los hallazgos. Pero su fin propio es producir aprendizaje público y mejorar 
las políticas. En esta lógica, la gobernanza de la evidencia desplaza rituales de cumpli-
miento y reorienta instrumentos como la mir y el pbr/sed hacia la explicación causal, 
la corrección adaptativa y la legitimidad democrática de las decisiones, articulando así los 
componentes de la rendición de cuentas —información, justificación y consecuencias— 
que la literatura ha destacado (Merino et al., 2010; Aguilar, 2017; Arellano y Ramírez, 
2000; Cabrero, 2005). Así, gobernada con las salvaguardas correspondientes, la evalua-
ción deja de ser un trámite reservado y se aproxima al ideal de bien público de ser accesi-
ble, comprensible y útil para la ciudadanía.

Condiciones para que la evaluación cumpla su propósito público
Para garantizar que la evaluación sea un bien público, proponemos cuatro condiciones 
básicas: diseño desde el origen del programa, evaluación integral, rutas institucionales 
de uso de la evidencia y desarrollo de capacidades. Estas cuatro condiciones se derivan 
de dos fuentes: 1) la literatura sobre la evaluabilidad y el uso de la evaluación, la cual su-
braya que sin diseño, datos ni capacidad institucional la evidencia no se puede producir 
ni aprovechar, y 2) la perspectiva de gobernanza de la evidencia, que enfatiza reglas y 
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consecuencias para que el conocimiento no sea meramente simbólico. Son condiciones 
mínimas necesarias, pero no suficientes, para que la evaluación tenga valor público, es 
decir, que sea producida con trazabilidad, interpretada con criterios públicos y utilizada 
para decidir.

Diseño desde el origen del programa
Incorporar la evaluación desde que nace el programa implica construir y hacer explícita 
la teoría de cambio y la matriz de diseño que vincula necesidades, insumos, procesos y re-
sultados esperados antes de implementar el programa; establecer preguntas de evaluación 
y criterios de éxito ex ante, y asegurar que los sistemas de información y las líneas de base 
permitan medir aquello en lo que se busca incidir (Rossi et al., 2004; Funnell y Rogers, 
2011). Además, es importante que antes de hacer una evaluación de impacto se mida la 
evaluabilidad del programa. Esto ayuda a saber si está en condiciones de ser evaluado para 
no hacer evaluaciones costosas que no pueden responder preguntas relevantes (Wholey, 
2010). Incluir la evaluación desde el diseño también ayuda a especificar previamente in-
dicadores, métodos y umbrales de decisión, lo que reduce discrecionalidades y el riesgo 
de sesgos ex post.

Desde la perspectiva de la «evaluabilidad» como proceso institucional, no basta con-
tar con una teoría de cambio en abstracto, se requiere estabilizar definiciones operativas 
(población objetivo, criterios de elegibilidad, componentes, supuestos), producir docu-
mentos base (por ejemplo, notas conceptuales, reglas y manuales operativos) y acordar in-
dicadores coherentes con tales conceptos. De lo contrario, los evaluadores terminan «re-
construyendo» ex post la lógica del programa para medirlo, lo que abre espacio a disputas 
políticas sobre qué cuenta como problema y qué como éxito (Graizbord, 2024). Además, 
el diseño debe incluir una arquitectura mínima de datos: plan de gestión de datos, res-
ponsables, diccionarios de variables, metadatos y procedimientos de calidad. Graizbord 
(2024) considera que sin estos insumos la información suele llegar a los equipos evalua-
dores como bases «crudas» desorganizadas o, por el contrario, como datos ya procesados 
sin trazabilidad, lo que impide replicar resultados y vuelve inestable la evidencia pública.

Evaluación integral
Evaluar sólo resultados o impactos no es suficiente cuando los programas son comple-
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jos y sensibles al contexto. Se requieren evaluaciones integrales, que abarquen diseño, 
implementación (procesos y fidelidad), operación y resultados, y que tomen en cuenta 
distintos modelos de análisis, ya que de esta manera podemos ver la evidencia desde dis-
tintas perspectivas. Por ejemplo, modelos como contexto, insumos, procesos y productos 
(cipp) orientan a examinar éstos de manera sistemática (Stufflebeam y Coryn, 2014); la 
evaluación realista propone entender qué funciona, para quién, en qué contextos y por 
qué mediante relaciones de contexto-mecanismo-resultado (Pawson y Tilley, 1997); y la 
ciencia de la implementación ofrece marcos para analizar determinantes y resultados de 
implementación (por ejemplo, cfir) y outcomes específicos como aceptabilidad, adop-
ción o sostenibilidad. Todos estos modelos buscan comprender los procesos que permiten 
interpretar efectos, identificar cuellos de botella y evitar diagnósticos erróneos del tipo 
«no funcionó, quítese», cuando en realidad falló la ruta de implementación. En suma, una 
evaluación pública robusta no separa efectos de mecanismos y contextos.

En este punto es útil distinguir entre 1) evaluaciones que «hacen evaluable» el pro-
grama (diagnósticos de diseño, clarificación de indicadores, revisión de operación y coor-
dinación interinstitucional), y 2) evaluaciones que estiman efectos. La presión por de-
mostrar «impacto» puede generar una suerte de «impactomanía» —la idea de que sólo 
los métodos experimentales validan una política—; pero la evidencia etnográfica sugiere 
que en burocracias reales el cuello de botella suele estar en la operación, la disponibilidad 
de datos y la alineación de incentivos, por lo que las evaluaciones de proceso y de diseño 
con frecuencia son condiciones de posibilidad para cualquier evaluación de resultados 
(Graizbord, 2024).

Rutas institucionales de uso de la evidencia
La evaluación sólo genera valor público cuando se usa para decidir. La literatura distingue 
usos instrumentales (cambios concretos de diseño o presupuesto), conceptuales (apren-
dizaje y cambio de marcos mentales) y simbólicos (legitimación) (Henry y Mark, 2003). 
Para potenciar los dos primeros y evitar que el tercero sea el dominante, la evaluación 
debe diseñarse con un enfoque de uso: identificar desde el inicio quién decide qué, con 
qué evidencia mínima y en qué ventana temporal; producir paquetes de datos e informa-
ción que puedan reproducirse y comprenderse, y acompañar los hallazgos con planes de 
adopción que vinculen hallazgo‑acción‑responsable‑plazo y esquemas «cumplir o expli-
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car» cuando no se adopten recomendaciones (Patton, 2008; Nutley et al., 2007). Además, 
los sistemas públicos necesitan bucles de aprendizaje (revisiones a tres, seis y 12 meses, 
tableros de seguimiento, pruebas piloto) que conviertan la evidencia en mejora continua 
y eviten la «transparencia ritual», en la que se publican informes sin consecuencias (Bo-
vens, 2007).  

Desarrollo de capacidades
Para que lo anterior sea sostenible se requieren capacidades organizacionales y reglas cla-
ras. La evaluación como función debe contar con personal formado en métodos (mixtos), 
gestión de datos, ética y comunicación pública; protocolos y estándares (por ejemplo, cri-
terios oecd/dac de 2019, principios fair de datos, guías top de apertura reproduci-
ble), y rutas institucionales de uso que articulen la evaluación con planeación, presupuesto 
y regulación (Nosek, 2015; Wilkinson et al., 2016; oecd, 2019). La construcción de ca-
pacidad evaluativa —formación, acompañamiento, incentivos y gobernanza interna— es 
una condición para que la evidencia se genere con calidad y se utilice; la literatura muestra 
que las organizaciones que invierten deliberadamente en estas capacidades aumentan la 
probabilidad de uso y la calidad de las decisiones (Labin et al., 2012; Preskill y Boyle, 
2008). Finalmente, cuando es difícil la atribución directa, enfoques como el análisis de 
contribución ayudan a establecer cadenas causales plausibles útiles para decidir en entor-
nos complejos, lo que evita el dogmatismo y el escepticismo paralizante. 

En conjunto, estas condiciones permiten alinear la función evaluativa con su propó-
sito público: producir evidencia creíble, inteligible y utilizable para la rendición de cuentas 
y la mejora de la acción gubernamental. Sin ellas la evaluación corre el riesgo de conver-
tirse en costo hundido y ritual de cumplimiento, con ellas se integra a la gobernanza de la 
evidencia y contribuye a su tratamiento como bien público. Como argumenta Graizbord 
(2024), el «propósito público» de la evaluación depende de arreglos sociotécnicos que 
permiten: 1) producir datos y documentos confiables; 2) coordinar relaciones entre ope-
radores, técnicos y evaluadores externos, y 3) traducir hallazgos a un lenguaje público sin 
perder rigor, lo que evita el secretismo y la «transparencia ritual».

De las políticas basadas en evidencia a la gobernanza de ella
Como hemos argumentado, la información y los resultados de una evaluación no son 
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intrínsecamente bienes públicos, se requieren reglas que garanticen la no exclusión y un 
uso social efectivo. Por lo tanto, no basta la evidencia como base de la política; con esta 
lógica es necesario transitar a la gobernanza de la evidencia, entendida como el conjunto 
de reglas, capacidades y la independencia que aseguran que lo que cuenta como «eviden-
cia» sea representativo, verificable y utilizable, lo que habilita la rendición de cuentas y el 
aprendizaje público (Parkhurst, 2017; Fung et al., 2007; Fox, 2015). Desde este enfoque, la 
evaluación pasa de ser un proceso de «palomeo» a ser un mecanismo de aprendizaje, en 
el cual no caben veredictos binarios sobre lo que funciona y lo que no. Su función consiste 
en explicar por qué y cómo se producen los resultados observados, independientemen-
te de que se utilicen métodos cuantitativos, cualitativos o mixtos. Sólo entendiendo los 
procesos que determinan la relación de causalidad se pueden mejorar las decisiones y 
acciones públicas (Bovens, 2007).

Para aplicar el criterio de gobernanza de la evidencia se deben utilizar criterios públi-
cos para ordenar y definir qué se mide, cómo se produce y transparenta, quién participa 
en su definición e interpretación y cómo se usa para decidir. Nosotros proponemos los 
cuatro elementos básicos que se describen en los cuatro subapartados siguientes.

Apertura proactiva de información reproducible
No basta publicar informes inteligibles, una buena gobernanza requiere la publicación 
por defecto de toda la información utilizada para que los hallazgos puedan ser replica-
dos: datos (protegidos garantizando la confidencialidad), diccionarios de variables, me-
tadatos, códigos, protocolos de investigación, entrevistas, etcétera. Además de resúmenes 
ejecutivos, gráficas y todos aquellos elementos que permitan visualizar y leer fácilmente 
la información. Esto permite cumplir con los principales lineamientos de transparencia 
establecidos a nivel internacional y los principios fair, pues son fáciles de encontrar, 
accesibles para la mayoría de las personas, interoperables —es decir, que datos y resulta-
dos se puedan trabajar fácilmente con otros sistemas, herramientas y conjuntos de datos, 
lo cual implica que las bases de datos no son publicaciones pdf escaneadas o archivos 
con candados— y reutilizables (Wilkinson et al., 2016; Nosek, 2015). De esta manera la 
evidencia es verificable y susceptible de ser reutilizada socialmente. En todos los casos 
se requiere una apertura responsable, a partir de condiciones de acceso a los datos que 
permitan maximizar el valor y reducir al mínimo el riesgo de su publicación (Desai et al., 
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2016); no se pueden utilizar los mismos mecanismos de divulgación para todos los datos; 
en el caso de las infancias, como ya se mencionó, se requieren salvaguardas particulares, 
ya que los riesgos son mayores.  

Participación sustantiva de actores afectados 
Muchas veces se confunde socialización ex post con participación efectiva. La participa-
ción implica un poder compartido entre los distintos actores afectados para definir pre-
guntas, indicadores, supuestos e interpretación a lo largo del ciclo de producción de la 
evidencia. Incluir a comunidades y organizaciones mejora la pertinencia, legitimidad y 
probabilidad de uso. Esto implica apertura del proceso a las personas afectadas, la nego-
ciación para definir objetivos, métodos, interpretación, intercambio y difusión de resul-
tados, y la flexibilidad para adaptarse de manera constante al entorno y las necesidades 
que van surgiendo durante el propio proceso de investigación (unesco, 2010; Murrieta 
et al., 2014). 

Para que la generación de evidencia sea pertinente y de calidad es importante incluir 
en el proceso una diversidad de participantes, garantizar la presencia de grupos mino-
ritarios o con menor poder y facilitar las condiciones para que las relaciones de poder 
entre los participantes no inhiban la participación de algunos. El diálogo y la deliberación 
entre los grupos también requiere que se tomen en cuenta la motivación, el acceso a la 
información y la formación de los participantes. En muchos casos esto implica formar a 
las personas involucradas antes de iniciar el proceso participativo (Planas et al., 2014). En 
todos los casos el evaluador debe desempeñar un papel activo como facilitador y conocer 
el contexto en el que se realiza el proceso de evaluación o investigación. 

Integridad e independencia en el proceso de generación de información 
Asegurar la integridad e independencia en la generación de evidencia implica blindar el 
proceso ante posibles sesgos operativos, presiones políticas e incentivos editoriales. La 
integridad se ocupa de cómo se produce el conocimiento —esto es, de la transparencia 
metodológica y analítica—, mientras que la independencia se refiere a quién lo produce y 
quién es el árbitro en las controversias. En la práctica, esto exige reglas claras de conflicto 
de interés (declaración ex ante de financiamiento, relaciones, posibles variantes y su ges-
tión efectiva), así como el registro de protocolos y planes de análisis especificados previa-
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mente que señalen cuándo se trata de análisis exploratorio o de confirmación de hipótesis; 
que enlisten hipótesis, resultados esperados, subgrupos, poder estadístico y modelos pre-
vistos antes de analizar los datos. Cuando el curso del estudio exige cambios, un registro 
de desviaciones transparente preserva la trazabilidad y permite evaluar la robustez de los 
hallazgos (Nosek et al., 2015, 2018).

Para contrarrestar el sesgo de publicación y el «file-drawer problem» (problema del 
cajón), que conduce a la subrepresentación de resultados nulos o negativos (Rosenthal, 
1979; Franco et al., 2014), la gobernanza debe incorporar la obligación de divulgar este 
tipo de resultados, cuando sea posible mediante el modelo de registered reports o artí-
culos registrados, en que las revistas científicas evalúan y aceptan los estudios antes de 
conocer sus resultados con base en la solidez metodológica, lo que garantiza la publica-
ción de evidencia válida aunque los hallazgos sean nulos o negativos (Chambers, 2013). 
Cuando surgen controversias sobre diseño, análisis o interpretación, el arbitraje metodo-
lógico —paneles externos, revisión ciega, auditorías de código y datos, y dictámenes pú-
blicos— agrega garantías de imparcialidad y reproducibilidad. Finalmente, la separación 
funcional entre quienes operan programas y aquellos que evalúan, reforzada con comités 
metodológicos dotados de mandato público, criterios de idoneidad e incompatibilidades, 
reduce los incentivos a la captura y fortalece la credibilidad del sistema (Parkhurst, 2017). 
Con este andamiaje, la evidencia deja de depender de la autoridad de quien la produce y 
se legitima en la verificabilidad del proceso. 

Salvaguarda de derechos
La apertura responsable requiere acciones que maximicen el valor público sin producir 
daño. En todos los casos es fundamental respetar los principios de privacidad y no revicti-
mización, respetando el uso de consentimientos informados y manejando de manera ade-
cuada los microdatos. Antes de publicar microdatos o desagregaciones finas es imprescin-
dible hacer evaluaciones de impacto en derechos que ponderen riesgos de estigmatización 
territorial, reidentificación y exposición a violencia, y que definan medidas de mitigación 
y establezcan responsables. Cuando conviven el interés público y riesgos elevados —por 
ejemplo, en investigaciones en curso—, deben aplicarse exclusiones justificadas y tempo-
rales con razones públicas y horizontes de desclasificación explícitos ofreciendo, mientras 
tanto, versiones agregadas para preservar la utilidad social.
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Estas salvaguardas descansan en una combinación de técnicas y arreglos organiza-
cionales. Entre las primeras destacan el anonimato o uso de seudónimos, la agregación 
geográfica o temporal, la supresión de variables con información escasa, la codificación 
del participante y, cuando el riesgo lo justifica, mecanismos formales como la privaci-
dad diferencial; entre los segundos, el uso de entornos seguros de acceso y la revisión de 
salidas antes de su liberación pública, conforme al marco de los «cinco seguros» (pro-
yecto, personas, datos, entornos y salidas), que equilibra utilidad y protección (Desai et 
al., 2016). Además, un diseño comunicativo inclusivo —lenguaje y visualizaciones que 
eviten estigmas, materiales de lectura fácil, formatos culturalmente pertinentes y apoyo 
psicosocial cuando el trabajo de campo lo requiera— reduce el riesgo de daño simbólico 
y favorece el uso social de la evidencia (unicef, 2025).  

Por lo tanto, sin apertura proactiva e inteligibilidad, participación sustantiva, inte-
gridad e independencia y salvaguardas de derechos, la evidencia permanece excluible 
—reservada a quien paga, autoriza o controla— incluso en contextos con leyes de transpa-
rencia. Con estas condiciones, en cambio, la evidencia se aproxima a un estatus funcional 
de bien público: accesible, verificable, contestable y realmente usable para la rendición de 
cuentas y la mejora de las políticas.

Construcción de la evidencia como bien público
Hemos argumentado que la evidencia adquiere las propiedades de un bien público sólo 
cuando cumple simultáneamente con cuatro condiciones: no exclusión (apertura usable) y 
usabilidad social (inteligibilidad), gobernanza efectiva (reglas, capacidades e independen-
cia), participación de comunidades afectadas y salvaguardas de derechos. La construcción 
de esta evidencia requiere una arquitectura sustentada en cuatro elementos conceptuales. 

El primer elemento, los cimientos sobre los cuales se debe construir esta estructura, 
consiste en distinguir con claridad entre transparencia, rendición de cuentas y evaluación. 
La transparencia aporta información, la rendición de cuentas exige justificación y con-
secuencias, y la evaluación es un mecanismo de aprendizaje y mejora continua (Merino 
et al., 2010; Aguilar, 2017). Sin esta distinción conceptual no existen cimientos sólidos 
para un sistema evaluativo que genere valor público. El segundo elemento exige transitar 
de políticas basadas en evidencia a una gobernanza de la evidencia, entendida como el 
conjunto de reglas y capacidades que aseguran la integridad, la independencia y un uso 
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efectivo de la información generada. El tercer elemento reconoce que la apertura genera 
valor sólo si es usable y hace referencia a la «transparencia dirigida» y los principios fair; 
esto implica que la información debe ser accesible y publicarse en formatos comprensibles 
y reutilizables, de lo contrario la apertura se convierte en un gesto formal sin impacto 
social (Fung et al., 2007; Wilkinson et al., 2016; Zuiderwijk y Janssen, 2014). Finalmente, 
el cuarto elemento busca evitar el ritualismo de los indicadores, es decir, la tendencia a 
convertir los sistemas de monitoreo en fines en sí mismos, sin aprendizaje ni consecuen-
cias reales, lo cual hace que la medición degenere en «palomeo» burocrático y pierda 
legitimidad. 

A partir de estos fundamentos surge la pregunta clave: ¿qué tan cerca está un sistema 
de producir y usar evidencia con esas propiedades públicas? Para responderla, propo-
nemos una tipología analítica que permite clasificar los sistemas de evaluación no para 
sancionar, sino para orientar transformaciones que los acerquen al ideal de un bien públi-
co robusto: evidencia accesible, verificable, contestable y útil para la toma de decisiones, 
especialmente en el ámbito de las políticas para la infancia.

Matriz de gobernanza de la evidencia
Una vez establecidos los fundamentos conceptuales de la evidencia como bien público, 
la siguiente tarea consiste en operativizar tales condiciones en un esquema que permita 
distinguir distintos grados de desarrollo institucional. Para facilitar esta operativización 
desarrollamos una matriz de gobernanza de la evidencia (véase el esquema 1). Con ello 
buscamos ofrecer una herramienta analítica para ubicar los sistemas de evaluación según 
su capacidad de generar valor público. 

El diseño de la matriz de gobernanza de la evidencia parte de dos ejes principales. 
El eje horizontal (X) representa la apertura utilizable, entendida como la combinación de 
no exclusión e inteligibilidad de la información. Este eje abarca un continuo que va desde 
la publicación escasa o ritual hasta la apertura proactiva y reproducible, con informes 
comprensibles, microdatos, metadatos y código en formatos abiertos, entre otras cosas. El 
eje vertical (Y) mide la gobernanza para el uso, que combina integridad, independencia 
y adopción con consecuencias; incluye prácticas como el prerregistro, la gestión de con-
flictos de interés, la publicación de resultados negativos, el arbitraje metodológico y los 
mecanismos de cumplimiento o explicación.
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A partir de la interacción entre ambos ejes de la matriz del esquema 1, en este trabajo 
proponemos una tipología con cuatro categorías para clasificar sistemas de evidencia:
1.	 Bien público robusto (cuadrante AA, apertura y gobernanza altas). Apertura repro-

ducible e independencia con uso verificable. La evaluación se orienta al aprendizaje 
público y refuerza la legitimidad democrática.

2.	 Exposición de información (cuadrante AB, apertura alta y gobernanza baja). Abun-
dante publicación sin consecuencias. La transparencia se convierte en ritual y la evi-
dencia pierde capacidad de transformación.

3.	 Información de agencia (cuadrante BA, apertura baja y gobernanza alta). Uso inter-
no tecnocrático con poca apertura; es decir, información que genera u obtiene una 
institución y no comparte con el público en general u otras agencias (instituciones). 
Eficacia operativa, pero déficit de legitimidad social.

4.	 Club o caja negra (cuadrante BB, apertura y gobernanza bajas). Evidencia excluible, 
sin uso ni control. Es el extremo opuesto del bien público.
A lo largo de estos cuadrantes operan dos módulos transversales o condiciones habi-

litantes. El módulo A, de participación sustantiva, evalúa en qué medida comunidades y 
sociedad civil codefinen preguntas, indicadores e interpretación de resultados, en lugar de 

Esquema 1 | Matriz de gobernanza de la evidencia

Fuente: Elaboración propia.
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Bien público robusto

(apertura alta, gobernanza alta)
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Bien tipo club / caja negra

(apertura baja, gobernanza baja)
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Exposición de información
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Módulo B: salvaguardas de derechos Módulo A: participación sustantiva

APERTURA UTILIZABLE
(no exclusión + inteligibilidad)
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ser sólo informadas ex post. El módulo B, de salvaguardas de derechos, mide la existencia 
y efectividad de principios de privacidad, no daño y no revictimización, particularmente 
en la producción y difusión de evidencia sobre niñas, niños y adolescentes (cpeum, artí-
culo 6º; lgtaip; lgpdppso; Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes [lgdnna]). Ningún sistema puede considerarse un bien público en sentido pleno sin 
un nivel mínimo de protección en este módulo. 

En síntesis, esta tipología convierte los principios normativos de la evidencia como 
bien público en una herramienta práctica de diagnóstico. Permite reconocer posiciones 
intermedias, orientar trayectorias de mejora (por ejemplo, de «exposición de informa-
ción» a «bien público robusto») y ofrecer un lenguaje común para discutir la madurez de 
los sistemas de evaluación en términos de apertura, gobernanza, participación y derechos.

Proposiciones teóricas e implicaciones observables
Con la tipología ya definida, formulamos cinco proposiciones teóricas derivables que es-
pecifican mecanismos entre las dimensiones del modelo: apertura usable (X), gobernanza 
para el uso (Y), participación (A) y salvaguardas de derechos (B), y una serie de resulta-
dos intermedios esperados: uso social, legitimidad, pertinencia, usabilidad y confianza. 
Estas proposiciones no buscan anticipar impactos sustantivos de las políticas, sino poner 
a prueba si los arreglos institucionales que habilitan la evidencia como bien público gene-
ran los efectos intermedios que sugiere la literatura (por ejemplo, transparencia dirigida, 
gobernanza de la evidencia, participación sustantiva y apertura responsable) (Fung et al., 
2007; Fox, 2015; Parkhurst, 2017). Cada proposición es observable y falsable; se vincula 
con indicadores de los ejes y módulos (X, Y, A, B) y con criterios externos de verificación 
(adopción de recomendaciones, tiempos hallazgo-acción, litigios, reanálisis de datos), con 
lo que se prepara el terreno para la operacionalización de la matriz. A continuación, enun-
ciamos estas proposiciones, con algunas implicaciones observables.

P1 (exclusión → no uso). Cuando la evidencia se mantiene excluible (acceso restringi-
do, ausencia de microdatos/código) disminuye la probabilidad de que la usen actores no 
gubernamentales, y con ello la capacidad de control democrático, aun en contextos con 
leyes de transparencia. Por lo tanto, podemos esperar una relación positiva entre inteligi-
bilidad y usos sociales.

P2 (integridad → legitimidad). El prerregistro, la independencia y la publicación de 
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resultados (incluidos los nulos o negativos) aumentan la legitimidad de la evidencia por-
que hacen trazables las decisiones metodológicas, permiten la auditoría y reducen las sos-
pechas de sesgo o captura. Cuando existen riesgos de sesgo de selección o se observan 
efectos heterogéneos —algo frecuente en políticas complejas— estas prácticas ayudan a 
reportar supuestos, límites e incertidumbre con claridad y a sostener controversias en 
términos públicos. Mayor integridad se asocia con menor conflictividad (menos aclara-
ciones/fe de erratas, menor discrepancia entre dictámenes externos), mayor aceptación 
por órganos de control y mayor probabilidad de que los hallazgos sean reutilizados en 
decisiones públicas. 

P3 (participación → pertinencia). La participación sustantiva en el planteamiento de 
preguntas e indicadores mejora la pertinencia y aumenta la adopción de recomendacio-
nes. Cuando la participación es alta (codiseño y validación con trazabilidad de cambios) 
aumenta la probabilidad de adopción con consecuencias y disminuye el tiempo entre ge-
neración de hallazgos y cambios.

P4 (traducción → usabilidad). La mediación pública (inteligibilidad) transforma la 
evidencia técnica en insumo accionable, especialmente en políticas de infancia, en que la 
lectura fácil y las visualizaciones no estigmatizantes amplían la base de usuarios. La inteli-
gibilidad se asocia con un mayor número de decisiones formales vinculadas a la evidencia, 
más consultas ciudadanas sustantivas y una mayor cobertura mediática de calidad. 

P5 (salvaguardas → confianza). Las salvaguardas de privacidad y no daño aumentan 
la confianza social, lo que evita retraimientos de datos, recursos legales o bloqueos a la 
apertura. Unos niveles de salvaguardas altos se asocian con menos litigios o recursos de 
revisión, mayor estabilidad del calendario de publicación y más solicitudes de acceso por 
parte de la academia y de organizaciones de la sociedad civil. 

En conjunto, estas proposiciones delimitan una agenda de verificación empírica. 
Orientan la operacionalización en indicadores y escalas, y permiten contrastar, en distin-
tos contextos y períodos, si los sistemas avanzan hacia el ideal de bien público robusto o 
permanecen en arreglos de exposición ritual o caja negra.

De la tipología a la operacionalización
Para que la matriz de gobernanza sea útil en la práctica es necesario traducir sus dimensio-
nes en indicadores observables y escalas verificables. Buscamos generar una herramienta 
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que permita medir hasta qué punto los sistemas de evaluación reúnen los atributos de un 
bien público robusto. Con tal fin, convertimos los principios —apertura, inteligibilidad, 
integridad, independencia, participación y salvaguardas— en variables cuantificables que 
permiten comparar, monitorear avances y orientar intervenciones de mejora.

De esta forma, la matriz se transforma en un instrumento de diagnóstico dinámico 
que vincula la teoría con la práctica. Al asignar valores a cada dimensión y módulo se 
obtiene un mapa que no sólo posiciona los sistemas dentro de los cuadrantes ideales (bien 
público robusto, exposición de información, información de agencia, club/caja negra), 
sino que también identifica las palancas específicas de mejora para avanzar hacia una 
gobernanza de la evidencia más abierta, participativa y responsable. 

Operacionalización: indicadores y escalas
La operacionalización propuesta se basa en un conjunto de indicadores específicos que 
permiten medir de manera sistemática y comparable el grado de apertura usable (eje X), la 
gobernanza para el uso (eje Y) y los módulos transversales de participación sustantiva (A) 
y salvaguardas de derechos (B). Proponemos valorar cada indicador en una escala ordinal 
de 0 a 3, que refleja niveles de desarrollo institucional desde la ausencia de prácticas (0) 
hasta la adopción consolidada y verificada por terceros (3). Este enfoque combina el aná-
lisis normativo con la medición empírica, lo que permite situar los sistemas de evaluación 
dentro de los cuadrantes de la matriz y al mismo tiempo identificar brechas y trayectorias 
de mejora. Los indicadores que se presentan a continuación buscan capturar el equilibrio 
entre apertura y responsabilidad, y ofrecen una herramienta práctica para el monitoreo de 
la calidad democrática de los sistemas de evaluación, en especial de los relacionados con 
políticas de infancia y desarrollo social.

Eje X: apertura usable (no exclusión + inteligibilidad). El eje X mide el grado en que la 
información y la evidencia generadas por los sistemas de evaluación son públicamente ac-
cesibles, comprensibles y reutilizables. Este eje traduce la idea de no exclusión en criterios 
operativos: publicación proactiva y oportuna, disponibilidad de microdatos, metadatos y 
código reproducible, así como la inteligibilidad del contenido mediante resúmenes claros, 
visualizaciones y materiales adaptados a distintos públicos. Siguiendo la noción de trans-
parencia dirigida (Fung et al., 2007) y los principios fair (Wilkinson et al., 2016), se bus-
ca que la información pueda ser entendida y reutilizada por actores diversos, incluyendo 
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academia, sociedad civil y comunidades locales. Por ello, el eje X no se limita a medir la 
cantidad de información publicada, también mide la calidad comunicativa y técnica de su 
apertura, y distingue entre transparencia ritual (publicación sin uso) y apertura significa-
tiva que habilita escrutinio, aprendizaje y participación social.

Con base en la literatura, proponemos al menos cuatro indicadores para medir la 
apertura usable: 1) publicación proactiva (porcentaje de evaluaciones publicadas dentro 
de un rango determinado de días tras la conclusión de la misma); 2) reproducibilidad 
(porcentaje de estudios con paquetes replicables —microdatos y códigos— verificados 
por terceros); 3) inteligibilidad (índice de lectura/inclusión de resúmenes en lectura fácil, 
glosarios y guías de interpretación), y 4) adopción (porcentaje de evaluaciones que derivan 
en rediseños o ajustes presupuestarios formalmente documentados y aplicación del crite-
rio cumplimiento o explicación).

Eje Y: gobernanza para el uso (integridad + independencia + adopción con consecuen-
cias). Este eje evalúa la solidez institucional del proceso de generación y aplicación de evi-
dencia. Mientras que la apertura usable se centra en el acceso, el eje Y se enfoca en el modo 
en que la evidencia se produce, interpreta y utiliza en los sistemas públicos. La gobernan-
za efectiva exige integridad metodológica (transparencia en diseños, planes de análisis y 
manejo de conflictos de interés), independencia funcional (separación entre operación y 
evaluación, arbitraje técnico y revisión externa) y mecanismos que aseguren adopción con 
consecuencias, como decisiones formales derivadas de la evidencia o esquemas de cumpli-
miento o explicación. De esta forma, el eje Y distingue entre los sistemas que generan evi-
dencia como ejercicio burocrático y aquellos que la transforman en decisiones verificables 
y trazables, lo que cierra el ciclo de rendición de cuentas y aprendizaje público. 

Una manera de medir la integridad es la existencia de prerregistros, metodologías ri-
gurosas y la divulgación de resultados negativos, en un marco de reglas claras de respuesta 
ante cualquier resultado, lo que da lugar a cuatro variables: 1) prerregistro (porcentaje de 
evaluaciones con registro de protocolo y declaración de posibles conflictos de interés); 2) 
rigor metodológico (evaluaciones con objetivos, hipótesis y metodologías claras y bien ar-
ticuladas); 3) divulgación negativa (proporción de informes con resultados no favorables, 
publicados en tiempo), y 4) adopción con consecuencias (porcentaje de decisiones forma-
les tomadas a partir del cumplimiento o la justificación de los resultados).

Módulo A: participación sustantiva de actores afectados. El módulo de participación 
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sustantiva actúa como una dimensión transversal que examina el grado en que la eviden-
cia incorpora voz y agencia de los actores afectados, más allá de la socialización ex post de 
los resultados. Inspirado en la literatura sobre evaluación participativa, este módulo ana-
liza la presencia de mecanismos de codiseño de preguntas y criterios de éxito, validación 
pública de hallazgos y adopción de cambios sugeridos por los participantes.

La participación sustantiva no se reduce a consultas simbólicas, supone la negocia-
ción deliberativa del conocimiento y la incorporación de la diversidad de perspectivas. 
En términos normativos, este módulo introduce un principio de legitimidad epistémica: 
cuanto mayores son la participación y diversidad de actores, menor es el riesgo de captura 
tecnocrática y mayor el valor público de la evidencia. A partir de lo anterior, consideramos 
que deben incluirse al menos dos variables: 1) codiseño (porcentaje de evaluaciones con 
actas de consulta a grupos afectados y número de aportes incorporados), y 2) validación 
pública (número de audiencias/talleres de retroalimentación y evidencia de cambios deri-
vados de dichas reuniones, o justificación cuando no los haya).  

Módulo B: salvaguardas de derechos. El módulo de salvaguardas de derechos garan-
tiza que la apertura de información y la generación de evidencia no produzcan daño a 
personas o colectivos. Retoma los principios de privacidad, consentimiento informado y 
no revictimización previstos en la cpeum (artículos 4º y 6º) y en leyes mexicanas como la 
lgtaip, la lgpdppso y la lgdnna, así como en estándares internacionales de derechos 
de la niñez (United Nations, 1989; unicef, 2025). Este módulo evalúa la existencia y 
efectividad de mecanismos como pruebas de daño/interés público, evaluaciones de im-
pacto en derechos, anonimización y revisión de salidas, y canales de acceso controlado 
bajo el enfoque de los cinco seguros (Desai et al., 2016).

En este sentido, las salvaguardas no limitan la apertura, sino que la legitiman, al equi-
librar la utilidad social de la evidencia con la protección de las personas. Sin niveles míni-
mos en este módulo, un sistema no puede considerarse un bien público robusto, por más 
avanzada que sea su apertura o su gobernanza técnica. Por lo tanto, son al menos tres los 
indicadores que deben utilizarse para medir la existencia de salvaguardas de derechos: 
1) privacidad (existencia y cumplimiento de la evaluación de impacto en protección de 
datos); 2) riesgo de privacidad (tasa de reidentificación menor o igual a un umbral deter-
minado en auditorías), y 3) principio de no daño (resoluciones de no publicación temporal 
con plazos y justificación, bien argumentadas).
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Reglas de clasificación y ponderación
Una vez evaluados los indicadores de cada eje y cada módulo, es necesario establecer re-
glas de decisión coherentes que permitan sintetizar la información y clasificar los sistemas 
de evaluación en la matriz de gobernanza de la evidencia. La ponderación y los umbrales 
propuestos responden a un principio de equilibrio entre apertura y gobernanza: un siste-
ma no puede considerarse un bien público robusto únicamente por cumplir en uno de los 
ejes. Así, los puntajes obtenidos en las dimensiones X (apertura usable) y Y (gobernanza 
para el uso) se combinan mediante promedios ponderados para determinar su posición 
en los cuadrantes, mientras que los módulos transversales A (participación sustantiva) y B 
(salvaguardas de derechos) actúan como condiciones de suficiencia.

Puesto que la clasificación no busca jerarquizar ni sancionar, las reglas de pondera-
ción integran umbrales claros (por ejemplo, 1.5 para distinguir entre bajo y alto) y crite-
rios de ajuste que previenen falsas clasificaciones: un sistema con alta apertura, pero sin 
protección de derechos, o con independencia, pero sin participación, no puede ser con-
siderado plenamente público. En consecuencia, la combinación de ejes y módulos ofrece 
una lectura integral del grado en que un sistema materializa la evidencia como bien públi-
co, e identifica brechas y prioridades de acción.

Al asignar puntajes verificables a cada eje y cada módulo, los sistemas de evaluación 
pueden situarse en un mapa analítico que revela no sólo su nivel de apertura y gober-
nanza, sino también los déficits estructurales que limitan su valor público. Esta lectura 
comparativa ofrece evidencia accionable para decidir dónde invertir capacidades, ajustar 
reglas o fortalecer salvaguardas. Más que un instrumento de control, proponemos en este 
trabajo un instrumento que busca consolidar un aprendizaje institucional reflexivo, orien-
tado a transformar los sistemas de evaluación en verdaderos bienes públicos: accesibles, 
verificables, contestables y útiles para la toma de decisiones.

Buena parte de las prácticas actuales miden y publican, pero no siempre aseguran 
inteligibilidad, participación significativa, independencia ni uso con consecuencias, y a 
menudo derivan en transparencia mecánica o «palomeos». La matriz propone un cambio 
de lógica: de tener indicadores cumplidos a gobernar la evidencia como bien público, 
integrando reproducibilidad, integridad, adopción con consecuencias y protecciones por 
diseño para niñas, niños y adolescentes (United Nations, 1989; Wilkinson et al., 2016; 
Nosek et al., 2015). 
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Consideramos que los resultados del uso de esta herramienta permitirán identificar 
qué tipo de sistema tenemos (exposición de información, información de agencia, club/
caja negra o bien público robusto) y, sobre todo, qué palancas concretas pueden activarse 
para emigrar hacia un modelo de gobernanza de la evidencia que combine apertura res-
ponsable, independencia, participación y rendición de cuentas democrática. En el cuadro 
1 (p. 34) ilustramos estos cuadrantes por medio de ejemplos hipotéticos y recomendacio-
nes específicas para cada tipo de sistema. 

Limitaciones y validez del modelo propuesto
Es importante subrayar que la matriz que proponemos en este trabajo tiene como fin ser 
un instrumento analítico que permita clasificar sistemas de evaluación o generación de 
evidencia. Su propósito es orientar la mejora institucional, no medir desempeño sustan-
tivo. Como toda tipología, simplifica la realidad, por lo que sus resultados deben leerse 
como un mapa aproximado que ayuda a identificar fortalezas, brechas y posibles rutas de 
avance hacia una gobernanza más abierta y responsable de la evidencia. Esto plantea una 
serie de limitaciones, que enlistamos a continuación.
1.	 Conceptualizar la «evidencia como bien público» es complejo. Si no tomamos en 

cuenta esta complejidad y simplemente aplicamos el concepto sin anclar sus dimen-
siones corremos el riesgo de estirarlo a tal grado que pierda poder descriptivo. En 
este artículo sugerimos cuatro dimensiones: apertura usable, gobernanza para el uso, 
participación y salvaguardas. Al utilizarlas es importante hacer explícita la pondera-
ción y tomar en cuenta que los indicadores pueden no ser equivalentes entre contex-
tos institucionales. No es igual comparar sectores que estados o municipios, por lo 
que es fundamental documentar los supuestos y utilizar las herramientas estadísticas 
para validar la comparación. Esto se puede lograr partiendo de un marco conceptual 
sólido, de variables claramente definidas y haciendo explícitos los mecanismos ope-
rativos y los criterios de codificación.

2.	 Toda decisión sobre cómo se combinan los indicadores —por ejemplo, qué peso tie-
ne cada dimensión o qué valor se considera «alto» o «bajo»— implica cierto grado 
de arbitrariedad. Pequeñas variaciones en los criterios pueden modificar la posición 
final de un sistema en la matriz. Por eso es importante reconocer que los resultados 
no son absolutos, sino aproximaciones útiles. Para fortalecer su confiabilidad se reco-
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Cuadro 1. Ejemplos hipotéticos de uso de la matriz de gobernanza
Cuadrante / tipo Descripción sintética Puntajes 

típicos 

(X, Y,  A,  B)

Ejemplo ilustrativo 

hipotético (infancia)

Principales brechas Recomendaciones 

inmediatas (0–3 meses)

Recomendaciones 

estructurales (6–12 meses)

Indicadores de 

avance (seguimiento)

AA. Bien público 

robusto.

Apertura reprodu‑

cible más uso con 

consecuencias; alta 

legitimidad.

X≈2.6 

Y≈2.4

A≈1.8

B≈2.5

Sistema estatal de eva-

luación de vacunación y 

primera infancia: publica 

informes, microdatos y 

código; resoluciones de 

adopción con cumpli‑

miento o explicación.

Consolidar resultados 

negativos; fortalecer 

metaevaluación y 

participación de cui‑

dadores/niñas, niños y 

adolescentes.

• Publicar paquetes replicables 

auditados (datos más diccionarios 

más código).

• Acta de adopción por hallazgo 

(«hallazgo–acción–responsable–

plazo»).

• Calendario de audiencias públicas.

• Metaevaluación anual de calidad 

y uso.

• Pilotos de protocolos registrados 

con universidades.

• Comité ciudadano/técnico 

permanente.

• Porcentaje estudios con revisión 

externa.

• Tiempo para decisión desde 

publicación (días).

• Porcentaje de recomendaciones 

implementadas.

AB. Exposición 

de información.

Mucha publicación, 

poco uso; riesgo de 

«palomeo».

X≈2.4

Y≈1.2

A≈1.0

B≈2.3

Portal de becas escola-

res: páneles de control 

y PDF, pero sin cambios 

de diseño ni resolucio‑

nes formales.

Adopción y consecuen‑

cias; débil indepen‑

dencia; participación 

ex post.

• Instrucción de resolución de 

adopción por evaluación (formato 

«cumple o explica»).

• Comité metodológico para arbi‑

traje y COI.

• Talleres de validación pública 

(familias/escuelas).

• Amarre normativo: vincular 

hallazgos a presupuesto/progra‑

mación.

• Pre‑registro y publicación de 

negativos.

• Tablero de seguimiento 3–6–12 

meses.

• Porcentaje de evaluaciones con 

resolución formal.

• Número de ajustes de diseño 

presupuestal.

• Porcentaje de evaluaciones con 

pre‑registro/COI.

BA. Información 

de agencia.

Alto uso interno, opa‑

cidad externa; déficit 

de legitimidad.

X≈1.0

Y≈2.3

A≈0.5

B≈2.1

Unidad de evaluación 

del DIF estatal: informes 

internos para rediseñar 

atención temprana, no 

publicados.

Apertura e inteligibili‑

dad; participación casi 

nula.

• Publicar inventario, cronograma y 

versiones públicas de informes.

• Resúmenes en lectura fácil (cuida‑

dores/niños, niñas y adolescentes).

• Política FAIR mínima (metadatos, 

formatos abiertos).

• Apertura de microdatos anoni‑

mizados con cinco seguros.

• Capacitación en comunicación 

pública y visualización.

• Canal de acceso seguro para 

academia/OSC.

• Porcentaje de bases de datos 

abiertos/FAIR.

• Número de visitas/descargas y 

replicaciones externas.

• Porcentaje de informes con 

lectura fácil.

BB. Bien tipo 

club / caja 

negra.

Evidencia excluible 

y sin uso; captura y 

discrecionalidad.

X≈0.5

Y≈0.6

A≈0.3

B≈0.8

Programa municipal de 

infraestructura escolar: 

sin evaluaciones ni 

datos públicos.

Todas: no hay teoría 

de cambio, datos, ni 

reglas; alto riesgo para 

derechos.

• Levantamiento de inventario de 

datos y evaluaciones.

• Protocolo de evaluación con 

teoría de cambio.

• Prueba de daño/interés público y 

versiones públicas.

• Primeras evaluaciones piloto con 

preregistro.

• Comité de transparencia y arbi‑

traje externo.

• Plan trianual de capacidad 

evaluativa (perfiles, formación, 

presupuesto).

• Inventario y plan aprobados.

• Número de evaluaciones piloto 

con preregistro.

• Porcentaje de programas con 

teoría de cambio y línea base.

Fuente: Elaboración propia.
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Cuadro 1. Ejemplos hipotéticos de uso de la matriz de gobernanza
Cuadrante / tipo Descripción sintética Puntajes 

típicos 

(X, Y,  A,  B)

Ejemplo ilustrativo 

hipotético (infancia)

Principales brechas Recomendaciones 

inmediatas (0–3 meses)

Recomendaciones 

estructurales (6–12 meses)

Indicadores de 

avance (seguimiento)

AA. Bien público 

robusto.

Apertura reprodu‑

cible más uso con 

consecuencias; alta 

legitimidad.

X≈2.6 

Y≈2.4

A≈1.8

B≈2.5

Sistema estatal de eva-

luación de vacunación y 

primera infancia: publica 

informes, microdatos y 

código; resoluciones de 

adopción con cumpli‑

miento o explicación.

Consolidar resultados 

negativos; fortalecer 

metaevaluación y 

participación de cui‑

dadores/niñas, niños y 

adolescentes.

• Publicar paquetes replicables 

auditados (datos más diccionarios 

más código).

• Acta de adopción por hallazgo 

(«hallazgo–acción–responsable–

plazo»).

• Calendario de audiencias públicas.

• Metaevaluación anual de calidad 

y uso.

• Pilotos de protocolos registrados 

con universidades.

• Comité ciudadano/técnico 

permanente.

• Porcentaje estudios con revisión 

externa.

• Tiempo para decisión desde 

publicación (días).

• Porcentaje de recomendaciones 

implementadas.

AB. Exposición 

de información.

Mucha publicación, 

poco uso; riesgo de 

«palomeo».

X≈2.4

Y≈1.2

A≈1.0

B≈2.3

Portal de becas escola-

res: páneles de control 

y PDF, pero sin cambios 

de diseño ni resolucio‑

nes formales.

Adopción y consecuen‑

cias; débil indepen‑

dencia; participación 

ex post.

• Instrucción de resolución de 

adopción por evaluación (formato 

«cumple o explica»).

• Comité metodológico para arbi‑

traje y COI.

• Talleres de validación pública 

(familias/escuelas).

• Amarre normativo: vincular 

hallazgos a presupuesto/progra‑

mación.

• Pre‑registro y publicación de 

negativos.

• Tablero de seguimiento 3–6–12 

meses.

• Porcentaje de evaluaciones con 

resolución formal.

• Número de ajustes de diseño 

presupuestal.

• Porcentaje de evaluaciones con 

pre‑registro/COI.

BA. Información 

de agencia.

Alto uso interno, opa‑

cidad externa; déficit 

de legitimidad.

X≈1.0

Y≈2.3

A≈0.5

B≈2.1

Unidad de evaluación 

del DIF estatal: informes 

internos para rediseñar 

atención temprana, no 

publicados.

Apertura e inteligibili‑

dad; participación casi 

nula.

• Publicar inventario, cronograma y 

versiones públicas de informes.

• Resúmenes en lectura fácil (cuida‑

dores/niños, niñas y adolescentes).

• Política FAIR mínima (metadatos, 

formatos abiertos).

• Apertura de microdatos anoni‑

mizados con cinco seguros.

• Capacitación en comunicación 

pública y visualización.

• Canal de acceso seguro para 

academia/OSC.

• Porcentaje de bases de datos 

abiertos/FAIR.

• Número de visitas/descargas y 

replicaciones externas.

• Porcentaje de informes con 

lectura fácil.

BB. Bien tipo 

club / caja 

negra.

Evidencia excluible 

y sin uso; captura y 

discrecionalidad.

X≈0.5

Y≈0.6

A≈0.3

B≈0.8

Programa municipal de 

infraestructura escolar: 

sin evaluaciones ni 

datos públicos.

Todas: no hay teoría 

de cambio, datos, ni 

reglas; alto riesgo para 

derechos.

• Levantamiento de inventario de 

datos y evaluaciones.

• Protocolo de evaluación con 

teoría de cambio.

• Prueba de daño/interés público y 

versiones públicas.

• Primeras evaluaciones piloto con 

preregistro.

• Comité de transparencia y arbi‑

traje externo.

• Plan trianual de capacidad 

evaluativa (perfiles, formación, 

presupuesto).

• Inventario y plan aprobados.

• Número de evaluaciones piloto 

con preregistro.

• Porcentaje de programas con 

teoría de cambio y línea base.

Fuente: Elaboración propia.
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mienda probar distintas combinaciones de pesos y diferentes umbrales, documentar 
las decisiones tomadas y mostrar si los resultados se mantienen estables ante tales 
ajustes. Esta práctica, conocida como análisis de sensibilidad, permite transparentar 
los supuestos del modelo y fortalece su credibilidad ante la comunidad académica y 
los responsables de política.    

3.	 La validez de la matriz depende de la calidad de los datos disponibles y de la consis-
tencia con que se aplican los criterios de codificación. Como algunos indicadores, és-
tos requieren interpretación, por lo que es importante que la información sea revisa-
da por más de una persona y se midan los niveles de acuerdo entre quienes la revisen. 
Esto ayuda a reducir el sesgo individual y mejora la confiabilidad de los resultados. 
También es necesario definir cómo se tratarán los datos incompletos o ambiguos y 
documentar las decisiones tomadas. Además, se debe considerar que la publicación 
de resultados o clasificaciones puede tener efectos no deseados; por ejemplo, incen-
tivar que las instituciones busquen mejorar su posición sin cambiar de fondo sus 
prácticas de apertura y gobernanza. Para evitarlo es útil combinar indicadores menos 
manipulables, como auditorías externas o revisiones de código y datos, y mantener 
reglas claras de apertura y reproducibilidad. 

4.	 La matriz no mide causalidad ni eficacia, sino capacidades institucionales para pro-
ducir y usar evidencia con atributos de bien público. Su valor radica en mostrar pa-
trones de apertura, gobernanza y participación, no en demostrar si una política es 
exitosa o no. Por eso sus resultados deben interpretarse más como una base para 
el diálogo y la mejora que como un juicio. Para reforzar su validez se recomienda 
contrastar las puntuaciones obtenidas con criterios externos, como el porcentaje de 
recomendaciones adoptadas, los tiempos de respuesta o las decisiones presupuesta-
rias vinculadas a la evidencia. Asimismo, los análisis comparativos pueden comple-
mentarse con estudios de caso que ayuden a entender los procesos que hay detrás de 
las clasificaciones y con mediciones repetidas a lo largo del tiempo para identificar 
avances, retrocesos o aprendizajes institucionales.
Las estrategias de triangulación, verificación cruzada, mediciones repetidas y estu-

dios cualitativos fortalecen la validez y confiabilidad de la matriz. Más que como una 
clasificación, la matriz funciona como diagnóstico y herramienta de aprendizaje para 
orientar reformas que vuelvan la evidencia un bien público, es decir, que sea accesible, 
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verificable y útil. En políticas de infancia, además, explicita obligaciones y salvaguardas 
de derechos —acceso, participación, privacidad y no daño— como criterios operativos de 
apertura y uso (United Nations, 1989; Comité de los Derechos del Niño, 2021; cpeum, 
2024; lgdnna, 2024; lgtaip, 2025; lgpdppso, 2025).

Conclusiones
Este artículo parte de la tesis de que la evidencia no es en sí misma un bien público. Para 
que lo sea debe cumplir de manera simultánea con las condiciones de apertura usable (no 
exclusión e inteligibilidad), gobernanza para el uso (integridad, independencia y adopción 
con consecuencias), participación sustantiva y salvaguardas de derechos. Con base en ello, 
propusimos un marco conceptual y una matriz de gobernanza que traducen principios en 
criterios observables, y mostramos cómo esta arquitectura evita el «palomeo» y la transpa-
rencia ritual al orientar decisiones con trazabilidad pública. El aporte es doble: ofrece un 
marco analítico para identificar sistemáticamente cuándo las evaluaciones de programas 
sociales funcionan como mecanismos de rendición de cuentas y mejora, y argumenta a 
favor de transitar de una política basada en evidencia a la gobernanza de la evidencia. 

En términos de rendición de cuentas, la evidencia contribuye como bien público 
cuando cierra el circuito de información-justificación-consecuencias. Esto ocurre si: 1) 
la apertura es usable y la mediación pública vuelve comprensibles los hallazgos; 2) la evi-
dencia es verificable y contestable (trazabilidad de datos, métodos y decisiones); 3) su 
producción está protegida por integridad e independencia, y 4) existen rutas instituciona-
les de respuesta que obligan a traducir hallazgos en actos verificables (decisiones, ajustes, 
reasignaciones, correcciones) bajo esquemas de «cumplir o explicar», con responsables, 
plazos y seguimiento. En políticas de infancia, además, la apertura debe ser responsable: 
privacidad, no daño y no revictimización no restringen el acceso; lo legitiman y vuelven 
socialmente utilizable, con lo que se evitan lecturas triunfalistas o instrumentalizaciones.

La matriz propuesta convierte la idea de «evidencia como bien público» en una he-
rramienta práctica de diagnóstico. Permite ubicar sistemas en un mapa de apertura y 
gobernanza, identificar cuellos de botella y mover palancas para avanzar hacia el ideal 
de bien público robusto. Al asignar puntajes verificables a ejes y módulos, los sistemas 
pueden ver no sólo su nivel de apertura e integridad, sino también los déficits estructu-
rales que limitan su valor público. En esa medida, la matriz no es una clasificación, sino 
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un instrumento de aprendizaje institucional que ayuda a priorizar mejoras y balancear la 
utilidad social con la protección de personas.

También reconocemos las limitaciones. La matriz no prueba causalidad ni mide im-
pactos; clasifica capacidades. Su valor depende de que haya datos suficientes, reglas de 
codificación consistentes y se tomen decisiones de agregación transparentes. Por eso suge-
rimos prácticas de rigor sencillas: triangulación, doble codificación, mediciones repetidas 
y estudios de caso. De aquí en adelante, proponemos dos rutas. En investigación, poner 
a prueba las proposiciones P1–P5 con datos reales (uso social, legitimidad, pertinencia, 
inteligibilidad y confianza) y comparar trayectorias por estado y sector; en política públi-
ca, institucionalizar reglas simples y claras (prerregistro, manejo de conflictos de interés, 
publicación de resultados negativos, arbitraje externo y esquemas de «cumplir o expli-
car») para que la evidencia sea accesible, entendible, verificable y con consecuencias. Así, 
la evidencia deja de ser un bien reservado y se vuelve un bien público que fortalece la 
rendición de cuentas. 
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Resumen. El gobierno abierto, con sus tres pilares: transparencia, colaboración y participación, 
ha tenido un auge importante en los últimos quince años. Dos modelos predominantes de go-
bierno abierto han marcado el rumbo. Uno centrado en la rendición de cuentas de decisiones del 
gobierno en foros específicos de ciudadanía y otro centrado en la disponibilidad y accesibilidad 
de información que pudiera ser usada por individuos o empresas. El problema es que cuando 
ambos modelos se combinan de manera imperfecta se crea la denominada paradoja de la trans-
parencia. La lógica de la disponibilidad y accesibilidad reduce la transparencia de rendición de 
cuentas, genera una falsa confianza ciudadana en el gobierno y desarrolla élites de transparencia 
como expertos generalistas. Esta combinación se encuentra presente como modelo híbrido en los 
cinco compromisos de gobierno abierto de la Argentina ante el Open Government Partnership 
(ogp). Además, como hallazgo emergente, la investigación identificó que un tipo particular de 
compromiso procedimental de accountability es funcional a la paradoja de la transparencia y a la 
constitución de élites.
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Transparency paradox and elite: 
a study of Argentina’s open government commitments

Abstract. Open government, with its three pillars of transparency, collaboration, and participation, 
has experienced significant growth over the past fifteen years. Two predominant models of open 
government have set the course. One focuses on government accountability through specific cit-
izen forums, while the other centers on the availability and accessibility of information that can 
be used by individuals or companies. The problem arises when these two models are combined 
imperfectly, creating what is known as the transparency paradox. The logic of availability and ac-
cessibility tends to reduce accountability transparency, generating a false sense of public trust in 
government and fostering the emergence of «transparency elites», who act as generalist experts. 
This hybrid model is present in Argentina’s five open government commitments to the Open Gov-
ernment Partnership (ogp). Furthermore, as an emerging finding, the research identified that a 
particular type of procedural accountability commitment reinforces both the transparency para-
dox and the formation of transparency elites.

Keywords: open government, transparency, elite, Argentina.

Introducción
El gobierno abierto ha sido muy estudiado en los últimos quince años. En general, la prác-
tica política y la reflexión académica se han centrado en sus tres elementos constitutivos: 
transparencia, colaboración y participación. Con modificaciones mínimas, el gobierno 
abierto adopta estos tres componentes. Esto puede observarse en los trabajos de Gil-Gar-
cía et al. (2023) y Ramírez-Alujas y Cruz-Rubio (2025), que sistematizan el estado del arte 
en materia de gobierno abierto.

En el presente trabajo consideramos, como otros autores, que el gobierno abierto 
sólo tiene sentido asociado a ciertos principios (Floridi, 2004, 2006). Por esto, partimos 
de una visión crítica que diferencia tres modelos de gobierno abierto: uno centrado 
en la rendición de cuentas (accountability), otro basado en la creación de valor «exter-
no» y un tercer modelo híbrido que combina pragmáticamente los dos primeros y que 
resulta particularmente problemático, ya que fomenta la denominada paradoja de la 
transparencia y la creación de élites de transparencia. Los dos primeros modelos son 
«puros» desde el punto de vista teórico, mientras que el tercero se nutre de la praxis en 
la materia.
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En este artículo se contrastan estos modelos con los compromisos de la República 
Argentina en materia de gobierno abierto y en el marco de la Alianza para el Gobierno 
Abierto (Open Government Partnership, ogp). Argentina adoptó cinco planes de com-
promisos, en los años 2013, 2015, 2017, 2019 y 2022. A partir de un análisis semántico de 
los compromisos, se clasifican éstos y se responde la siguiente pregunta de investigación: 
¿qué modelo predomina en los compromisos de gobierno abierto de Argentina? Nuestra 
hipótesis es que Argentina adopta el modelo híbrido y, en consecuencia, sus efectos pro-
blemáticos.

El artículo se centra, en un primer momento, en una reflexión sobre los dos modelos 
teóricos de gobierno abierto. Luego se presenta el modelo híbrido, con sus problemáticas 
asociadas. En un siguiente apartado se describe la metodología para la clasificación de los 
compromisos de gobierno abierto de la Argentina en los tres modelos, y a continuación 
se presentan los resultados alcanzados. Finalmente, se desarrollan conclusiones centradas 
en los desafíos de la denominada paradoja de la transparencia y los problemas de la élite 
de transparencia para el caso argentino.

Modelo de accountability
El primer modelo de gobierno abierto basado en rendición de cuentas, el de accountabili-
ty, se ancla en la teoría principal-agente y en la teoría de la decisión.

La teoría principal-agente nos permite resaltar la asimetría de información entre un 
agente con más y mejor información (Jensen y Meckling, 1976) (un gobierno o un ad-
ministrador) y un principal (la ciudadanía o los accionistas de una empresa) con menos 
y peor información (Harsanyi, 1968). Por especialidad y recursos (capacidad), el agente 
se encarga de los asuntos del principal. En el contexto de nuestro objeto de estudio, el 
gobierno se encarga del beneficio colectivo o de crear valor público en el marco de un 
contrato con la ciudadanía (Williamson, 2000; Gailmard, 2009). El agente aparece más 
claramente como un actor homogéneo (aunque no lo sea) y se diferencia de un principal 
colectivo y heterogéneo, compuesto por diversos grupos en competencia y cooperación 
al mismo tiempo (Ostrom, 1990). El problema es que el agente gubernamental debe tener 
incentivos adecuados y eficaces para tomar decisiones a favor del beneficio colectivo. En 
este modelo, la rendición de cuentas basada en transparencia de la información y aplicada 
a foros específicos es la respuesta a este problema. 
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Por su parte, la teoría de la decisión (Friedman, 1990) nos dice que todo proceso de 
toma de decisiones requiere un conjunto de alternativas disponibles y criterios de selec-
ción (Simon, 1955). La contingencia, incertidumbre y, en definitiva, el riesgo asociado son 
parte inherente de la decisión y su finitud (Manski, 2013).1

En tal sentido, este primer modelo de gobierno abierto se centra en describir la trans-
parencia como condición para la toma de decisiones en un marco de rendición de cuentas 
(Bazerman y Chugh, 2006). Esto significa que la trasparencia no implica una definición 
absoluta de ningún tipo, sino que el alcance de su «forma» depende de las decisiones 
discrecionales del agente (Gailmard y Patty, 2007). La transparencia le permite al agente 
rendir cuentas al principal. O, al revés, permite al principal recibir la rendición de cuen-
tas del agente, para premiar o castigar a este último según procesos y resultados de las 
decisiones (Bovens, 2007). Entonces, la transparencia cumple dos funciones: 1) desde el 
agente, es una obligación o un incentivo para formular una decisión a favor del principal, 
y 2) desde el principal, sirve para la interpretación evaluativa de la decisión del agente. 
Es importante distinguir los puntos 1 y 2. El punto 1 es un condicionante coercitivo o un 
incentivo para el agente que debe rendir cuentas (normas con sanciones o herramientas 
de transparencia disponibles). El punto 2 es la base para la retroalimentación del prin-
cipal (Gil-García et al., 2023). En ambos casos la rendición de cuentas se apoya en otro 
principio, el de beneficio colectivo o valor público. Éste es la regla que mide los puntos 
1 y 2. Obsérvese que lo que se formula o evalúa no es la transparencia, sino el beneficio 
colectivo o valor público. La transparencia permite esta formulación y evaluación. Por tal 
motivo, y si bien están conectados, es muy importante saber distinguir, en este modelo, 
entre la decisión del agente y la transparencia de la información. Una es contenido y fon-
do, la otra es forma.

Es relevante destacar que el agente tiene un alto nivel de discreción política en el 
marco general del contrato con el principal (Tummers y Bekkers, 2014). El contrato prin-
cipal-agente justamente es un contrato para que el agente, según su especialidad y sus 
recursos (capacidad), decida qué es lo mejor para el beneficio del principal (North, 1990). 
Esta discreción de contenido o de fondo debe ser evaluada por el principal bajo condi-

1 Gran parte de los estudios de ética pública (ética de la virtud y ética de la responsabilidad) se 
relacionan con la priorización de decisiones y los riesgos vinculados a las jerarquías entre éstas.
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ciones de transparencia como forma. Esto puede darse con diferentes niveles de alcance, 
aceptados por el agente y el principal (Bovens, 1998, 2010). Pero, sobre todo, evitando dos 
extremos: por una parte, un exceso de justificación y control contraproducente en térmi-
nos de costos y, por otra, que la discreción sea arbitrariedad por falta de especificidad.2

Entonces, desde este enfoque, la transparencia es un género narrativo de forma. Se 
trata de un estilo propio con una finalidad precisa asociada a la rendición de cuentas de 
decisiones del gobierno a la sociedad. Si bien la transparencia y su alcance dependerán 
de cada caso, existen ciertos elementos de forma (Christensen y Cheney, 2015). Es de-
cir, la información construida por el agente debe contener algunos criterios mínimos de 
calidad. Como en las máximas del lenguaje pragmático de Grice (1975), se espera que la 
información sea veraz (o, mejor dicho, que no se comunique lo que se cree que es falso) y 
que ofrezca pruebas, sea relevante y completa (esto define la cantidad apropiada de infor-
mación) y tenga una estructura clara de comunicación hacia el principal. Las restricciones 
(por racionalidad o recursos limitados, o por intereses u objetivos en conflicto)3  deben 
declararse como elemento constitutivo de la forma. En este modelo la transparencia gu-
bernamental es un proceso de producción argumentativa, coherente y comunicable, basa-
do en la posible estructura básica de forma en la decisión del esquema 1.

El esquema 1 incluye, como base central, una narrativa teleológica (pero no lineal) y 
una histórica (como riesgos y capacidades, con restricciones y oportunidades incremen-

Esquema 1 | Posible estructura base de la decisión gubernamental

Fuente: Elaboración propia.

Oportunidad
Capacidad

Problema SoluciónRiesgo

2 La arbitrariedad es una orientación hacia el beneficio particular (intencional o no) por falta de 
obligación o incentivo de transparencia justificativa.
3 Objetivos en conflicto como privacidad personal o secretos de mercado que tienen relación 
con el factor competitivo de la sociedad.
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tales), voluntad política y tiempo como estructura base. Además, el patrón problema-so-
lución es el predominante en políticas públicas (Hoey, 1983; Winter, 1986).

Sumando complejidad, agregamos que un proceso de construcción semántica trata 
de producir cierta universalidad a partir de articular discursos ya universales o de trans-
formar la experiencia de lo particular en universal. Es, en definitiva, una articulación en-
tre policy y data. Por esto, se debe destacar que el problema, la oportunidad, la capacidad 
y el riesgo en la estructura de decisión incluyen dos narrativas complejas en un continuum 
(Toulmin, 2003) entre: (A) la autoridad (señales) y lo científico (evidencia y linealidad4) y 
(B) la perspectiva del agente y la expectativa del principal.

Respecto al punto (A) se puede mencionar que la transparencia como forma es un 
equilibrio entre dotar un elemento de una argumentación de evidencia explícita siguiendo 
la racionalidad científica5 y, al mismo tiempo, ofrecer señales de autoridad que generen 
confianza. Este equilibrio evita un exceso de justificación (transparencia justificativa) y 
control, contraproducente en términos de costos, e información sin especificidad que fa-
vorezca la arbitrariedad (Moe, 1985; Rothstein, 2009). Justificación y autoridad en equili-
brio desde el lado del agente, control y percepción en equilibrio desde el lado del principal. 
La teoría principal-agente nos dice que si la racionalidad (científica) es muy costosa para 
el agente éste tendrá incentivos para presentar información falsa o incompleta, o desarro-
llar «visibilidad».6 También, desde el lado del principal es muy costoso el control sobre la 
justificación específica, salvo que se trate sólo de casos especiales.7

4 La linealidad del proceso de decisión sirve para evitar dos problemas específicos: cherry-picking 
y sesgo positivo (Flores-Kanter y Mosquera, 2023). La orientación del policy (solución potencial)
como expresión exploratoria deriva en un estado del arte científico que, a su vez, determina la 
cantidad y calidad de data.
5 La explicitación se puede hacer por recursos de autoridad directos (citas de métodos o 
conclusiones de investigaciones científicas). Destaca en este punto el paradigma de políticas pú-
blicas basadas en evidencia.
6 Por el contrario, con menos control la teoría dice que el agente obtiene más renta (menos costo) 
por su trabajo, lo cual lo hace incluso más efectivo para el principal.
7 Si los reportes técnicos de justificación no son efectivamente evaluados por el principal, éstos 
actúan como señales. Esto genera un alto costo para el agente y un bajo costo para el principal.
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La teoría sobre las señales nos indica que la generalidad de éstas (por opuesto a espe-
cificidad) puede ser muy efectiva y barata (cheap-talk). La información de señales implica 
que se comunica, de forma general, que el agente está decidiendo a favor del principal 
(Austen-Smith, 1990). Por ejemplo, si existe información de un parlamento compuesto de 
forma plural, que se encuentra operando la separación de poderes y que recurrentemen-
te hay procesos de capacitación de los agentes públicos, entonces la ciudadanía supone 
(percibe) que existe una mayor cercanía de la decisión del agente con la pluralidad del 
principal, menos posibilidades de arbitrariedad (Rose-Ackerman, 2016)8 y que hay profe-
sionalidad en la forma de las decisiones del agente.9

Respecto al punto (B), se puede tratar, en un primer nivel (nivel 1), de que el agente 
anticipe (con base en información general, secundaria o muestral del continuum A) la 
denominada agenda social, compuesta por las perspectivas de todos los sectores socia-
les relevantes en un tema en particular.10 Algunos autores (Peters, 2022) han señalado el 
peligro de centrarse únicamente en la expectativa del principal para activar el sesgo de 
confirmación de éste. Por el contrario, este modelo supone que la perspectiva del agente 
se reconoce en la estructura y el continuum A.

Pero también, en un segundo nivel de profundidad, el punto (B) se puede tratar de 
la apertura al principal, y en el contexto particular, a fin de ratificar o rectificar esa anti-
cipación. Incluir la expectativa del principal situada no implica anular la perspectiva del 
agente basada en su capacidad. Es decir, el premio o castigo del principal se incluye en el 
continuum B. Este segundo nivel es la rendición de cuentas propiamente en un marco de 
foros específicos, y no debe incluirse como género de transparencia desde el punto de vista 
de la construcción argumentativa del agente.

Sin embargo, para que la apertura sea efectiva, el agente debe orientar la forma de la 

8 Las señales anticorrupción son muy comunes en gobierno abierto.
9 Las señales implican un costo bajo para el agente porque sólo requieren una «prejustificación» 
(estructuración mínima y de reserva de la información de las decisiones específicas) y las señales 
propiamente. Por ejemplo, información de señales de compras públicas o de presupuestos impli-
ca que el agente posee o puede reconstruir la información original de las decisiones específicas, 
aunque sólo difunde presupuestos y listas generales de compras públicas (Aumann y Hart, 2003).
10 La particularidad es importante por una alta conciencia del principal sobre la misma.
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11 Por ejemplo, la sociedad puede utilizar información del transporte público y cuestionar la po-
lítica pública en la materia. 
12 También como targeted transparency (Fung et al., 2007; Villoria, 2021).
13 Ecosistemas no plurales, si se combinan con participación amplia, permiten lograr que una 
propuesta desde la parcialidad adquiera el principio democrático de mayoría.
14 (Re)preguntar es un mecanismo específico basado en conocimiento y para solicitar una mayor

Esquema 2. Género de transparencia como forma de decisión gubernamental
1. Estructura base.

2. Continuum A .

3. Continuum B (nivel 1) y orientación al interés práctico del foro.
Fuente: Elaboración propia.

transparencia al interés práctico del foro específico (con información de uso11 o «amiga-
ble» a la praxis). La vinculación entre la información del continuum A y la información 
amigable debe ser coherente. En resumen, la construcción de la transparencia como géne-
ro narrativo del agente se observa en el esquema 2.

Esta construcción de la forma de transparencia debe verse en su totalidad y completa, 
como principio que protege al agente de críticas parciales del principal.

Ahora bien, la transparencia del gobierno abierto como rendición de cuentas de 
decisiones se juega en foros específicos. Un foro específico es una articulación compleja 
entre participación y colaboración, combinando lo mejor de los dos mundos (extensión 
y conocimiento crítico) y evitando lo peor de ambos (desorganización y falta de repre-
sentación). La discusión sobre los foros específicos ha sido ampliamente debatida en la 
literatura.12Desde esta perspectiva, se trata de una combinación entre la participación 
amplia (Wolfsfeld et al., 2015; Wirtz et al., 2017) en un tema particular y principios de 
tipo colaborativo (Janssen et al., 2012; Waardenburg et al., 2020). Esto último dada una 
orientación necesaria a la crítica con conocimiento y la propuesta de alternativas. La co-
laboración destaca por problemas de pluralidad (e independencia) en la representación 
de los actores.13 Nuestro esquema de retroalimentación de la rendición de cuentas es el 3.

En este marco, el foro específico accede, por medio del interés práctico, a premiar o 
castigar al agente (Schillemans, 2013). En caso de castigo, se puede (re)preguntar14 o rein-
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Esquema 4. Retroalimentación desde el foro específico (2)
1. Ágora (participación cooperativa).

2. Foro (colaboración).

3. Bazar (participación competitiva).
Fuente: Elaboración propia con base en O´Kelly y Dubnick (2023). 

Esquema 3. Retroalimentación desde el foro específico (1)
1. Estructura base.

2. Continuum A .

3. Continuum B (nivel 2).
Fuente: Elaboración propia.

terpretar15 información del continuum A (para una nueva decisión de castigo de mayor 
profundidad o para rectificar y premiar). Finalmente, en caso de un castigo de profundi-
dad, el foro deconstruye y completa las categorías conceptuales de la estructura base como 
propuestas de alternativas (Falco y Kleinhans, 2018). Uno de los desarrollos académicos 
más importantes que discuten los foros específicos es el de O´Kelly y Dubnick (2023). El 
foro, en realidad, como concepto rígido en el marco del contrato entre principal y agente, 
destaca por la jerarquía, ser punitivo, centrarse en las razones (no en actores) y buscar la 
desviación del deber ser estandarizado. Ante la rigidez de la definición del foro, es impor-
tante considerar que éste incluya el ágora, el propio foro y el bazar (O´Kelly y Dubnick, 
2023). El primero más cooperativo (Dutta y Ray, 1989), el último más competitivo. En este 
sentido, otra forma de ver el esquema anterior es la del esquema 4.

El bazar es el espacio que reconoce la competencia y el intercambio basado en inte-
reses. Es aquí donde se pone en juego el primer nivel de premio o castigo al agente, según 

justificación del continuum A. Al tratarse de un derecho individual, posee el problema de no re-
presentación.
15 Reinterpretación sobre la evidencia, el estado del arte científico o la autoridad de la señal. El 
paradigma de open data (Maxat, 2017; Schnell, 2020) y de métodos abiertos (Schnell y Jo, 2019), el
marco teórico y su anclaje en antecedentes (Bannister y Connolly, 2011; Janssen, 2012) se encuen-
tran en este eje.
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los intereses del sector específico del principal. Además, este nivel puede tener el proble-
ma de los beneficios intermedios que se consiguen en condiciones de asimetría.16 El foro, 
como espacio rígido, es el ámbito de la reinterpretación sobre la autoridad, la evidencia o 
el estado del arte científico. Se discuten razones y se invisibilizan actores. El foro se basa 
en una disputa de conocimiento (Ansell y Gash, 2008). La información para la reinterpre-
tación puede estar incluida o no estarlo en el género construido por el agente. Se trata de 
una crítica más interna.17 Finalmente, el ágora es el espacio de construcción compartida 
de significación, basada en el juego repetido de la interacción de actores en un contexto 
particular. Se supone que el ágora puede considerar la (re)pregunta y la reinterpretación 
(no representativa) del foro y transformarla en cooperación.

Como conclusión, la complejidad del proceso de decisión requiere un género de 
transparencia exigente por parte del agente que rinde cuentas. Además, el foro específico 
implica actores situados, con intereses y capacidad crítica y cooperativa.

Modelo de valor
El segundo modelo se encuentra vinculado directamente a la (re)evolución tecnológica. 
Es decir, la cultura tecnológica (Fountain, 2001) determina una especie de zeitgeist de la 
transparencia con este modelo. Internet posibilitó la diseminación de información a una 
escala gigantesca y con unos costos extremadamente bajos. En tal contexto, este modelo 
de gobierno abierto se centra en tres ejes: disponibilidad, accesibilidad y evaluaciones de 
usabilidad de la información producida o en poder del gobierno. Pero lo más importante 
es que el modelo se enfoca en información útil para el usuario, que la recibe en tres nive-
les posibles: calidad de vida individual, decisiones de mercado (inversiones, creación de 
servicios con fines comerciales, fortalecimiento de posición competitiva y posibilitación 
de contratos privados) o mejoramiento del debate público. Sólo este último nivel parece 
tener una vinculación indirecta con el modelo precedente. En general, este tipo de go-

16 Beneficios (de capital social o de prestigio, entre otros) adquiridos en el bazar por ciertos actores 
y, en general, con opacidad (Sorensen y Torfing, 2011). 
17 Toda orientación crítica del principal (en el bazar, el foro y el ágora) supone framing preexis-
tente (agenda ciudadana), aunque su expresión en el foro adopta mayormente forma de crítica 
interna.
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bierno abierto tiene el objetivo de crear valor de uso, como un valor externo a la relación 
contractual entre el principal y el agente.

La (re)evolución tecnológica posibilita visibilidad, pero este término se encuentra 
asociado a condiciones empíricas (ver) y no tiene el nivel de significación de la transpa-
rencia en nuestra cultura política. Por esto, ciertos autores (Fountain, 2001) han relaciona-
do este modelo más con el concepto de visibilidad que con el de transparencia. En nuestro 
caso, para incluir el modelo en el marco del paradigma de gobierno abierto, podemos 
decir que la visibilidad se trata de una transparencia de uso. Es decir, la información se 
visibiliza para ser usada por el usuario. O, de otra forma, el usuario puede usar la informa-
ción porque es transparente. La transparencia de uso tiene dos componentes principales 
desde el lado del gobierno: disponibilidad y accesibilidad. Es decir, el gobierno asegura 
estos dos componentes centrales.

El primero se relaciona con el registro del dato o la información y con su archiva-
miento. El dato debe ser capturado o documentado y luego archivado en diversos medios 
pertinentes. La disponibilidad también tiene un componente legal o cultural, que se rela-
ciona con los límites de la información pública. No sólo se pone a disposición informa-
ción que puede ser registrada y archivada, sino también información de interés de uso y 
que respeta la privacidad, no pone en riesgo la seguridad nacional o no afecta el secreto 
empresarial o los derechos de propiedad (copyright), entre otras posibilidades.

La accesibilidad (Fox, 2007; Mabillard y Zumofen, 2017), por su parte, se relaciona, 
primero, con asegurar la encontrabilidad de la información (Wilkinson et al., 2016). Di-
rectorios y catálogos son fundamentales para informar que el dato existe y está clasificado. 
La accesibilidad también se vincula con garantizar que el usuario deba realizar el mínimo 
esfuerzo para acceder a la información. Ejemplos de registros ciudadanos o software espe-
cífico se encuentran en las antípodas de reducir el esfuerzo del usuario.

Ahora bien, este modelo se basa primordialmente en la disponibilidad y accesibili-
dad. Esto solo, de por sí, ya es visibilidad o transparencia de uso. El modelo supone que 
por defecto la apertura es positiva, y que los usuarios encontrarán cómo usar la informa-
ción. Incluso aunque ésta no se utilice, eso no quita que en el futuro los usuarios puedan 
encontrar formas de utilizarla. Se supone que el gobierno no conoce exactamente cómo 
pueden usarse los datos y que debe predominar su apertura. La carga del uso recae en el 
usuario, no en el gobierno.
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La única herramienta que el gobierno puede utilizar para vincularse de manera muy 
«tímida» con las expectativas del usuario es realizar evaluaciones de usabilidad. Esto im-
plica conocer si la información visible está siendo efectivamente usada o no por los po-
tenciales usuarios, sobre todo, para detectar y corregir problemas de accesibilidad más 
que intereses no correspondidos de los usuarios (corregir disponibilidad). El esquema 5 
resume el modelo desde el lado del gobierno.

En resumen, este modelo se enfoca (como lógica predominante) en una apertura por 
defecto, grandes cantidades de información disponible, su tendencia a la no estructura-
ción y en criterios técnicos de accesibilidad como los de encontrabilidad, interoperabili-
dad y actualidad, sin necesidad de registros ciudadanos o licencias explícitas, entre otros.

Modelo híbrido: paradoja y élite
El modelo de accountability requiere de las condiciones técnicas de disponibilidad y acce-
sibilidad del modelo de valor, pero sólo para los fines de cumplir su objetivo de rendición 
de cuentas. Por ejemplo, el paradigma de open data puede estar claramente vinculado a 
decisiones de gobierno. Por su parte, el modelo de valor actúa sin el de accountability. 
Ambos modelos pueden ser justificados y crear valor a su manera. Sin embargo, el proble-
ma se presenta cuando los componentes lógicos del modelo de valor se «disfrazan» con 
principios del modelo de accountability. En general, este modelo híbrido es problemático 
porque conduce a la denominada paradoja de la transparencia (Stohl et al., 2016) y la 
conformación de élites de transparencia.

La paradoja de la transparencia nos dice que más visibilidad genera menos transpa-
rencia de rendición de cuentas. Dicho de otra forma, más transparencia de uso del modelo 
de valor genera menos transparencia del modelo de accountability.18 Es decir, la paradoja 

Esquema 5. Visibilidad de información del gobierno
1. Disponibilidad.

2. Accesibilidad.

3. Evaluaciones de usabilidad.
Fuente: Elaboración propia.

18 No debe confundirse con un problema de accesibilidad del modelo de valor.
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se centra en cómo el alto flujo de información y los datos no estructurados como lógica 
del modelo de valor impiden, por sobreinformación, cualquier tipo de interpretación del 
principal sobre decisiones del agente. Información importante de rendición de cuentas 
oculta a simple vista. En este modelo híbrido predomina la lógica de datos no estructu-
rados, abiertos por defecto y en cantidad, con datos de uso que ocultan las decisiones del 
gobierno que están presentes en el mismo flujo. En general, la transparencia se presenta 
en el modelo híbrido como sistemas de información que combinan información de uso y 
suponen información de decisiones con estructuración mínima.19

Además, el énfasis del modelo de valor en los usuarios hace que el modelo híbrido 
destaque por lo que se denomina macro-targeting (Stohl et al., 2016). Esto implica una 
audiencia masiva que se moviliza por intereses de uso, lo cual se distancia del concepto 
de foro específico de la rendición de cuentas.20 El direccionamiento del modelo de valor 
impide centrarse en sectores específicos del principal. De esta forma, el modelo híbrido 
puede llevar al problema de una falsa percepción de transparencia (Florini, 2007), es decir, 
a crear confianza masiva en el desempeño del agente por el simple hecho de desarrollar 
visibilidad. Esto ha sido referenciado en la literatura académica sobre el paradigma de 
gobierno abierto (Grimmelikkhuijsen, 2009), y especialmente para la región de América 
Latina (Dassen y Cruz, 2023).

La paradoja de la transparencia ha sido estudiada en los últimos años, no así su efec-
to sobre el desarrollo de las élites de transparencia. La paradoja genera un vacío de acto-
res identificables al no requerir foros específicos para rendir cuentas. En este escenario 
surge la necesidad, por parte de los gobiernos, de constituir élites de expertos para dar 
visibilidad a la política de gobierno abierto con actores concretos como fuente de legiti-
midad. La élite se caracteriza por una fuerte orientación técnica y teórica, generalmente 
no temática, y por la ausencia de representación plural. Esta élite generalista se expresa, 
sobre todo, en el nivel de accesibilidad o disponibilidad de información, combinando 
aspectos técnicos-tecnológicos con principios generales de ética pública, sin identificar 

19 Por ejemplo, sistemas de información en compras públicas vinculan información de uso para 
proveedores, y al mismo tiempo dan señales anticorrupción en las decisiones del agente. 
20 Desde el lado del principal, el ciudadano es un consumidor de datos de mercado en lugar de un 
sujeto político que audita decisiones.
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o auditar decisiones particulares, e interpretando las expectativas de la sociedad como 
un todo.

En resumen, el modelo híbrido se caracteriza por una problemática combinación 
entre información de uso y decisiones (ocultas), un destinatario de audiencia masiva y la 
constitución de una élite de expertos generalistas para dotar de legitimidad la política de 
gobierno abierto.

Metodología
Los textos de planificación de los compromisos de la República Argentina ante la ogp 
representan de manera directa las prácticas gubernamentales desarrolladas en el marco de 
la política de gobierno abierto del país. Esto es así porque el ogp goza de una importante 
legitimidad internacional que impulsa a los gobiernos a cumplir con los compromisos 
asumidos y a competir por los resultados de avance. Los textos completos de los compro-
misos de la Argentina pueden encontrarse en el siguiente enlace: https://www.opengo-
vpartnership.org/es/members/argentina/ 

Se analizaron los documentos de los compromisos presentados en 2013, 2015, 2017, 
2019 y 2022, para una adecuada evaluación temporal. Argentina debió presentar su sex-
ta planificación de compromisos en 2024; sin embargo, el documento no se encuentra 
disponible en ogp. Para el análisis de los documentos se utilizó el método de análisis 
semántico (Krippendorff, 1990; Kolbe y Burnett, 1991; Coulthart, 1996), trabajando sobre 
criterios clave que permitieran clasificar los compromisos en los tres modelos desarrolla-
dos en este artículo. Los criterios centrales de clasificación se presentan en el cuadro 1.   

A partir del cuadro 1 se procedió al desarrollo de los protocolos para la clasificación 
de los compromisos de la Argentina en la materia.

Por otra parte, respecto a la constitución de la élite generalista, la investigación pro-
curó identificar las organizaciones que actúan en cada compromiso de gobierno abierto. 
Estas organizaciones pueden actuar como actores específicos en el modelo de accoun-
tability o como expertos del modelo híbrido. Se buscó identificar la repetición de estas 
organizaciones actuando en múltiples temas de alta diversidad, para poder caracterizarlas 
como generalistas. Además, se realizó un control intersubjetivo de codificación mediante 
doble codificación independiente (Lombard et al., 2002) sobre una muestra aleatoria del 
25% del corpus. Se obtuvo un acuerdo perfecto entre codificadores.
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La clasificación de los compromisos, los criterios utilizados en su orden de aparición 
en los textos y los resultados cuantitativos del análisis semántico, en un formato crudo, 
pueden encontrarse en el repositorio abierto. De la misma forma, el relevamiento de or-
ganizaciones para caracterizar a la élite generalista se encuentra en el repositorio abierto. 

Resultados
Se analizaron 82 compromisos en total, de los que unos 19 corresponden a 2013 y seis a 
2015. En 2017 la cantidad de compromisos alcanza su máximo con 33. Luego, en 2019 
se presentaron 17 y, finalmente, en 2022 hubo siete compromisos de la Argentina ante 
la ogp. En realidad, la cantidad de compromisos presentados por Argentina entre 2013 
y 2022 a ogp fue de 83; pero en nuestro criterio de clasificación un programa de 2019 
se consideró que no representaba los criterios mínimos de gobierno abierto por tratarse 
de una política de capacitación interna en diferentes órdenes del Estado. La cantidad de 
compromisos en 2013 y 2019 es similar (19 y 17, respectivamente), mientras que las can-
tidades más bajas también son similares (seis en 2015 y siete en 2022). En 2017 la cantidad 
de compromisos es muy alta y el formato del informe cambia radicalmente. También los 
resultados de este año son muy diferentes de los otros cuatro planes de compromisos.

En 2013 destaca la irrupción como novedad del modelo de valor, aunque ya se co-

Cuadro 1. Criterios clave para la clasificación de compromisos ante la ogp
Dimensión Modelo de 

accountability

Modelo de valor Modelo híbrido

Transparencia –Procesos de decisión.

–Open data como reinter‑

pretación.

–Énfasis tecnológico.

–Información de uso.

–Disponibilidad en can‑

tidad.

–Accesibilidad.

–Sistemas de informa‑

ción combinados.

Colaboración y 

participación

–Retroalimentación crítica.

–Actores específicos.

–Sectores sociales especí‑

ficos interesados.

–Evaluaciones de usabi‑

lidad.

–Usuarios.

–Expertos generalistas.

–Audiencia masiva.

Fuente: Elaboración propia.
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mienza a observar la importancia del modelo híbrido, que en 2015 se presenta ya con la 
mayor cantidad de compromisos. Tanto en 2013 como en 2015, el modelo de accoun-
tability aparece como minoritario. Este patrón se repite en los compromisos de 2019 y 
2022, con predominio del modelo híbrido. Este modelo se expresa como una combina-
ción imperfecta de información de decisiones e información de uso en portales de datos 
abiertos, matrices de datos, eventos (congresos, hackathones), grupos de trabajo y diseño 
de regulaciones y planes, entre otros. El brusco cambio de 2017, orientado al modelo de 
accountability, se corresponde con la agenda anticorrupción del gobierno del presidente 
Mauricio Macri. En la gráfica 1 se presenta un resumen.

Respecto a la constitución de la élite de expertos generalistas, el relevamiento identificó 
unas 284 organizaciones que actúan en los diversos compromisos de gobierno abierto. La 
distribución temporal es la siguiente: 36 organizaciones en el plan de 2015, 163 en 2017, 
69 en 2019 y, finalmente, 16 organizaciones de la sociedad civil en el plan de 2022. En el 
informe de compromisos de 2013 no se mencionan organizaciones particulares. La investi-
gación permitió identificar un número muy bajo de organizaciones que no se repiten entre 

Gráfica 1 | Cantidad de compromisos de gobierno abierto de la Argentina por modelo

Fuente: Elaboración propia.
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Gráfica 2 | Cantidad de organizaciones total y de organizaciones «únicas» 
por informe de compromisos de la Argentina

Fuente: Elaboración propia.
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compromisos. Las organizaciones «únicas», consideradas como aquellas vinculadas especí-
ficamente a un solo compromiso, representan menos del 20% del total de organizaciones en 
todos los informes de compromisos. En las gráficas 2 y 3 presentamos la cantidad y el por-
centaje de organizaciones, en la primera cantidades absolutas y en la segunda porcentajes.

Cabe mencionar que la élite de expertos se trata de organizaciones que actúan en el 
modelo híbrido en muy diversos temas; pero son las mismas que fungen como actor espe-
cífico en el modelo de rendición de cuentas, sobre todo cuando se trata de compromisos 
procedimentales. Incluso, estas mismas organizaciones pueden aparecer como evaluado-
ras de usabilidad en el modelo de valor. Finalmente, como ejemplo para visualizar la pro-
blemática de la constitución de la élite, se puede mencionar que una organización estuvo 
presente en 36 de los 82 compromisos de la República Argentina entre 2013 y 2022. Es 
decir, esta organización actuó en casi el 45% de los compromisos.

La presente investigación esperaba sólo poder clasificar los compromisos de la Ar-
gentina en los tres modelos y caracterizar la élite generalista. Sin embargo, como hallaz-
go emergente, la investigación detectó la importancia de clasificar en dos subtipos en el 
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interior del modelo de accountability. Esto se debe a que muchos compromisos adoptan 
la forma de compromisos procedimentales en materia de rendición de cuentas. Este tipo 
procedimental se aleja del equilibrio teórico sugerido en el modelo de accountability y se 
concentra en una orientación hacia procesos de decisión generales (sin hacer referencia 
a las decisiones específicas) y en señales, para favorecer la percepción ciudadana de que 
las decisiones tienden al beneficio colectivo (en muchos casos como señales anticorrup-
ción). Se trata de un (des)equilibrio con respecto a la transparencia justificativa. En este 
sentido, los actores específicos adoptan la forma de expertos generalistas, y al no exis-
tir foros específicos, el destinatario es una audiencia masiva. En resumen, este subtipo 
de modelo de accountability adquiere características importantes del modelo híbrido. 
Se detectó que el 59% de los compromisos del modelo de accountability son del subtipo 
procedimental.  

Gráfica 3 | Porcentaje de organizaciones «únicas» por informe de compromisos de la Argentina

Fuente: Elaboración propia.
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Conclusiones
La presente investigación partió del desarrollo teórico de dos modelos puros y un modelo 
híbrido. El modelo híbrido para asociarlo a dos problemáticas detectadas en los últimos 
años en materia de gobierno abierto: la paradoja de la transparencia y la constitución de 
élites de transparencia como efecto de la primera.

Nuestra hipótesis de que Argentina adopta el modelo híbrido ha sido confirmada; 
pero esto se refuerza por un hallazgo emergente en el proceso de investigación: la apa-
rición de un subtipo procedimental en el modelo de accountability que complementa el 
modelo híbrido. La cantidad de compromisos de este subtipo, sumada a los compromisos 
del modelo híbrido, es superior a la de cualquier otro modelo.

En cuanto a la evolución temporal, los compromisos de la Argentina surgen en el zeit-
geist del modelo de valor; pero rápidamente giran hacia el modelo híbrido, que se vuelve 
preponderante salvo en 2017. Esto se debe al contexto político del país: el informe de 2017 
es presentado por la administración del presidente Mauricio Macri, quien impulsa una 
amplia agenda anticorrupción contra la administración del gobierno anterior, de la presi-
denta Cristina Fernández de Kirchner. Los informes presentados en 2019 y 2022 retoman 
la lógica previa a la presidencia de Macri por tratarse de compromisos presentados por la 
administración del presidente Alberto Fernández, del mismo signo político que Cristina 
Fernández de Kirchner (quien fue vicepresidenta de Alberto Fernández).

De esta forma, la presente investigación comprueba la existencia de un modelo hí-
brido como condición para que exista la paradoja e inferir la existencia de ésta. Además, 
se caracteriza a uno de sus efectos, la élite. Aunque el modelo híbrido supone también 
un efecto de creación de falsa confianza sobre la audiencia masiva, esto no se comprueba 
en el presente trabajo. Finalmente, el subtipo procedimental del modelo de rendición de 
cuentas complementa el esquema de inferencia (véase el esquema 6).

En el esquema 6 pueden observarse, en color gris, los componentes que permiten 
inferir la existencia de la paradoja, e incluso el efecto negativo de generar falsa confianza.

La paradoja, como tal, sólo puede comprobarse a partir de un análisis de implemen-
tación de políticas particulares o de relevar la percepción de la audiencia masiva, cuestio-
nes que esta investigación no ha abordado. Sin embargo, nuestra visión macro permite 
inferir la paradoja con una alta probabilidad y, sobre todo, identifica los inputs para su 
desarrollo y un output (la élite) que sólo es posible en presencia de dicha paradoja. Ade-
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más, obsérvese que la descripción teórica de la élite en el modelo híbrido mencionaba 
con énfasis que ésta comenta sobre ética pública y elementos «generales» de rendición de 
cuentas. Esto adquiere mayor sentido con el hallazgo emergente del subtipo procedimen-
tal de rendición de cuentas, que complementa el modelo híbrido.

Como discusión para futuras agendas de investigación en la materia, el presente tra-
bajo marca una base para comprender el fenómeno de la paradoja de la transparencia y 
la conformación de élites de transparencia. Estos problemas no son generados necesaria-
mente de forma intencional, sino que malas y negligentes decisiones pueden derivar en 
ellos. Los compromisos analizados en la Argentina favorecen estos problemas por una 
combinación negativa entre modelos de gobierno abierto, que pueden parecer atractivos 
para el agente gubernamental, pero esconden serios riesgos. Nuevas agendas de investiga-
ción deben corroborar la paradoja en la implementación particular de casos de políticas 
de gobierno abierto o en la percepción ciudadana (confianza sin accountability). También, 
nuevas agendas deben prestar atención a las élites de transparencia como un riesgo que 
afecta la colaboración y la participación de rendición de cuentas.
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Resumen. En Brasil, entre 2019 y 2025, se produjeron cambios significativos en la forma en la que 
se utilizaban las enmiendas presupuestarias parlamentarias. Estos cambios afectaron negativamen-
te la transparencia y la rendición de cuentas. El objetivo de este artículo es demostrar la lógica 
detrás de esta pérdida de transparencia y regresión institucional. Para ello, primero se proporciona 
una descripción histórica e institucional del proceso que opacó el presupuesto y puso en peligro 
los valores republicanos. Segundo, se explica cómo el presidencialismo de coalición y su versión 
degradada, la cooptación, funcionan para comprender la captura del presupuesto por parte de los 
parlamentarios. La conclusión es que este proceso siguió una lógica estratégica, dictada por incen-
tivos institucionales creados deliberadamente para fomentar la política clientelar (pork barrel), y 
que sus consecuencias fueron un mayor riesgo de corrupción, pérdida de transparencia y la regre-
sión de los valores republicanos y democráticos.

Palabras clave: Brasil, presupuesto público, transparencia presupuestaria, presidencialismo de 
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Reaction and counterreaction: political economy, institutional recon-
figuration and reconstruction of transparency in the Brazilian feder-
al budget, 2019-2025

Abstract. In Brazil, between 2019 and 2025, significant changes occurred in the way parliamentary 
budget amendments were used. These changes negatively affected transparency and accountabil-
ity. The objective of this article is to demonstrate the logic behind this loss of transparency and 
institutional regression. To this end, it first provides a historical and institutional description of 
the process that obscured the budget and endangered republican values. Second, it explains how 
coalition presidentialism and its degraded version, cooptation, work to understand budget capture 
by parliamentarians. The conclusion is that this process followed a strategic logic, dictated by delib-
erately created institutional incentives to foster pork barrel politics, and that its consequences were 
increased corruption risk, reduced transparency, and the regression of republican and democratic 
values.

Keywords: Brazil, public budget, budget transparency, coalition presidentialism, corruption.

Introducción: regresión institucional, cooptación presupuestaria, 
pérdida de transparencia y riesgo de corrupción presupuestaria en Brasil
En Brasil, entre 2019 y 2025, se incrementó el uso de enmiendas de relatoría presupues-
taria en la legislatura federal, conocidas como el «presupuesto secreto». Estas enmiendas 
se declararían inconstitucionales en 2022 por razones que explicaremos más adelante. 
Sin embargo, en relación con este desarrollo se produjo la proliferación de transferencias 
especiales, las «enmiendas pix» (emendas pix), creadas por una enmienda constitucional 
de 2019. Estos cambios reconfiguraron el proceso de toma de decisiones para la asigna-
ción de recursos federales a los gobiernos locales, lo que afectó la transparencia, rendición 
de cuentas y coordinación de políticas.

Este proceso se explica por dos razones. Primera, porque los incentivos para el uso 
de fondos comunes (common pool) siempre estarán presentes en cualquier proceso pre-
supuestario. Segunda, porque los incentivos derivados del proceso político y los cambios 
institucionales en el proceso presupuestario del país han creado incentivos para equili-
brios similares a la tragedia de los comunes, en los que los políticos asignan recursos de 
forma racional y estratégica de manera opaca.
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Este escenario generó oportunidades de corrupción y riesgos para los representantes 
involucrados en el proceso, incluso si no estaban directamente vinculados a tramas de 
corrupción. También se crearon incentivos para la asignación ineficiente de recursos, aun 
si eran legales.

Este artículo busca explicar las causas de este proceso de captura presupuestaria. En 
primer lugar, definimos una perspectiva analítica del proceso presupuestario basada en 
las teorías tradicionales de economía política. A continuación, hacemos una descripción 
histórica, legal e institucional del proceso que condujo al uso de enmiendas opacas y la 
falta de control sobre las cuentas públicas. Posteriormente, analizamos cómo la evolución 
de las instituciones políticas brasileñas ha incentivado el uso no transparente ni contro-
lado de una parte del presupuesto federal. Para ello es necesario explicar la naturaleza del 
presidencialismo brasileño y su evolución, en particular entre 2017 y 2025.

Cabe destacar que este artículo amplía el análisis realizado en Silva y Teixeira (2022), 
donde, mediante la descripción de los cambios en el proceso presupuestario federal, se 
explica la pérdida de capacidad de la administración de Jair Bolsonaro (2019-2022) para 
arbitrar conflictos distributivos y gobernar.

Sugerimos que la racionalidad del proceso se asimila a una interacción estratégica del 
tipo de uso de fondos comunes (common pool) y a la tragedia de los comunes.

Las instituciones crearon incentivos para una interacción estratégica que favoreció la 
opacidad, pérdida de control y eficiencia del gasto presupuestario, pero que habría maxi-
mizado el retorno político para los representantes, aunque no sin costos, con una alta 
carga asociada a la posible ocurrencia de corrupción. Este riesgo, sumado a las auditorías 
e investigaciones ordenadas por el Supremo Tribunal Federal (stf) en 2024, llevó a los 
representantes a proponer en 2025 una enmienda constitucional destinada a restringir la 
posibilidad de procesamiento y la responsabilidad penal. Sin embargo, la propuesta fue 
derrotada en el Senado Federal debido a la presión pública.

En la discusión y conclusión de este artículo intentamos responder a cuatro propo-
siciones que planteamos en la sección siguiente por medio de lo que se describirá en el 
artículo y de experimentos mentales. Brevemente, proponen que: 1) cuanto mayor sea el 
conflicto distributivo incorporado al presupuesto, sin mediación de reglas que impliquen 
control y transparencia, mayor será la tendencia a la presupuestación clientelista (pork 
barrel); 2) cuanto mayor sea la fragmentación de las políticas públicas debido al uso indis-
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criminado de enmiendas, mayor será la propensión a la tragedia de los comunes (un caso 
específico de common pool); 3) las instituciones de gobernanza fiscal (reglas transparentes 
y objetivas) pueden alinear incentivos y modificar el equilibrio de la tragedia de los co-
munes, y 4) una amplia transparencia reduce las asimetrías de información y el compor-
tamiento oportunista (algo aparentemente obvio, pero que el caso brasileño refuerza).1

Con base en estas proposiciones, sugerimos agendas de investigación empírica para 
futuros trabajos.

Ante todo, sin embargo, debe hacerse una breve nota metodológica. El análisis del 
proceso presupuestario brasileño realizado aquí tiene como fuentes documentos oficia-
les, registros de ejecución presupuestaria y análisis de organizaciones de la sociedad civil. 
Toda la documentación es pública y está disponible en línea. Las referencias a este ma-
terial se presentan a lo largo del texto, se refieren en las notas al pie 3 y 4 y figuran, por 
supuesto, en las referencias.

Economía política del presupuesto: conflicto distributivo, tragedia de los comunes, 
fondo común y transparencia
Como ya se mencionó, el objetivo de este artículo es demostrar cómo el Poder Legislativo 
organiza la captura del presupuesto federal brasileño, su lógica y sus consecuencias para la 
transparencia, el control, la eficiencia y la corrupción.

Para comprender cómo los cambios en los incentivos de las instituciones presupues-
tarias promovidos por el Poder Legislativo, ante un sistema presidencial debilitado, gene-
ran este escenario, necesitamos una perspectiva, no tanto una teoría, que ayude a racio-
nalizar este proceso.

Sin embargo, describimos la economía política y la política del presupuesto público 
brasileño en los últimos tiempos con base en cuatro conceptos analíticos interconectados: 

1 Optamos por mantener los términos técnicos derivados del inglés en su idioma original para 
evitar confusiones con su uso habitual. Sin embargo, a veces usamos términos en español, pero es 
importante destacar que tienen una precisión técnica que puede perderse en la traducción; esta es 
la razón de esta observación. Common pool puede traducirse como «recursos comunes» o «fondo 
común», y pork barrel, como «clientelismo» o «favoritismo». Por lo tanto, cuando estas palabras 
aparecen ocasionalmente en español su significado es técnico, no ordinario.
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conflicto distributivo, tragedia de los comunes, problema de los bienes o fondos comunes 
(common pool) y transparencia presupuestaria.

La perspectiva adoptada en este artículo para racionalizar el proceso de captura pre-
supuestaria por parte del Poder Legislativo brasileño, que conlleva pérdida de transpa-
rencia y riesgo de corrupción, se basa en los siguientes principios: 1) los conflictos dis-
tributivos, los incentivos de recursos comunes y de la tragedia de los bienes comunes 
tienden a presionar el gasto, reducir la eficacia de las políticas públicas y generar opacidad 
presupuestaria; 2) las normas de gobernanza fiscal y los mecanismos de transparencia, si 
están bien diseñados y son coherentes con el funcionamiento de facto del sistema políti-
co, tenderían a minimizar los problemas de asignación relacionados con la eficiencia y 
eficacia del gasto público, lo que minimiza el favoritismo (pork barrel), y 3) implicarían la 
resolución de los desequilibrios organizacionales mediante la disciplina, la rendición de 
cuentas pública y el control de la corrupción.

La formulación y ejecución del presupuesto público son procesos políticos, permea-
dos por disputas distributivas y asimetrías informativas. Las estrategias adoptadas por 
agentes como los representantes federales están condicionadas por incentivos derivados 
de las reglas del juego y las instituciones presupuestarias, fiscales y políticas.

La literatura de economía política sobre el proceso presupuestario tradicionalmente 
considera que éste a menudo implica: 1) conflicto distributivo entre grupos de interés y 
coaliciones políticas; 2) competencia por recursos presupuestarios compartidos, metafó-
ricamente descritos como una tragedia de los comunes, y 3) el problema del common pool, 
que describe cómo los responsables de la toma de decisiones descentralizadas internalizan 
beneficios localizados y socializan costos generales: una visión de los grupos de presión en 
la acción colectiva, en contraposición a los grupos latentes.

La literatura normativa, de larga data y basada en la evidencia, generalmente reco-
mienda ampliar los mecanismos de transparencia, que reducen las asimetrías de informa-
ción, fortalecen los controles y modifican los incentivos que enfrentan políticos y burócra-
tas y, por lo tanto, sus estrategias (véanse, por ejemplo, oecd, 2014; Kopits y Graig, 1998).

La economía política del conflicto distributivo presupuestario radica en la competen-
cia por los recursos fiscales, siempre limitados, y la composición del gasto, influenciada 
por los incentivos derivados de la estructura de partidos, las reglas electorales y las insti-
tuciones presupuestarias.
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La literatura clásica sobre este tema ya está bien establecida. Alesina y Perotti (1996) 
indican que las reglas presupuestarias impactan la disciplina fiscal y la composición del 
presupuesto, con arreglos jerárquicos (mayor poder para el Ministerio de Hacienda) a 
veces asociados con un mayor control fiscal.

Persson y Tabellini (2000, 2002) muestran cómo diferentes instituciones políticas 
pueden crear incentivos distorsionados, con impactos distributivos e incentivos para el 
gasto clientelista o favoritismo (pork barrel). Sin embargo, esta literatura se centra más 
en los aspectos macroeconómicos del conflicto distributivo, sus impactos en el presu-
puesto y sus consecuencias para la política fiscal y monetaria, en lo cual no se enfoca 
este artículo.

Es importante señalar el conflicto sobre la distribución que está presente en el pro-
ceso presupuestario. La tragedia de los comunes puede aplicarse metafóricamente al con-
flicto distributivo que se materializa en dicho proceso. La idea inicial de Hardin (1968) 
con la tragedia de los comunes fue mostrar cómo los agentes que interactúan estratégi-
camente en el uso de recursos comunes compartidos adoptarían estrategias dominantes 
que darían como resultado el agotamiento de los recursos naturales. Dada la estructura 
de incentivos en ausencia de gobernanza de los recursos comunes, el equilibrio de Nash 
resultante (y la estrategia dominante) implicaría que con la internalización sistemática de 
beneficios y la externalización igualmente sistemática de perjuicios los recursos comunes 
se disiparían.

La externalización de perjuicios e internalización de beneficios pueden aplicarse al 
presupuesto: los políticos tenderían a maximizar los beneficios individuales (electorales) 
transfiriendo recursos a sus bases (gasto, exenciones, excepciones) sin internalizar com-
pletamente los costos sociales (ineficiencia, baja calidad de la inversión, falta de transpa-
rencia, corrupción), especialmente cuando la disciplina presupuestaria es débil por diseño 
o por captura legislativa. Como se describirá más adelante, este es el caso de Brasil.

Weingast et al., (1981) formalizan el problema del fondo común de la siguiente ma-
nera: los proyectos con beneficios concentrados y costos difusos tienden a aprobarse en 
paquetes (ómnibus), por encima de la escala eficiente, ya que cada representante internali-
za los beneficios locales y comparte los costos con todos. En gobernanza fiscal, Hallerberg 
et al. (2009) muestran que los acuerdos presupuestarios institucionales que centralizan la 
autoridad (en el Ejecutivo) o vinculan compromisos contractuales entre las partes (mo-
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delo de delegación y contrato) mitigan el common pool, mientras que los acuerdos des-
centralizados favorecen la expansión del gasto. Además, estos acuerdos descentralizados 
pueden implicar una pérdida de eficiencia y transparencia en la asignación de recursos. 

En este contexto, es necesario establecer una distinción sutil pero importante entre 
las interacciones estratégicas de common pool y las interacciones estratégicas de tragedia 
de los comunes. Este hecho será fundamental en la discusión final de este artículo. En el 
caso de las interacciones estratégicas de uso común, los juegos se utilizan en la economía 
política de las políticas públicas para estudiar cómo los individuos comparten recursos 
limitados (como el agua, la pesca, los pastos, los bienes comunes en general, y los recursos 
presupuestarios, por analogía). Los jugadores deciden cuánto usar de un common pool, 
y el resultado depende de las decisiones de todos. Dichas interacciones pueden implicar 
cooperación o competencia, e incluir mecanismos regulatorios como sanciones o incen-
tivos, y los posibles equilibrios no conducen a menudo a la degradación de los recursos.

Al aplicar este tipo de análisis al presupuesto se puede inferir la importancia norma-
tiva de la regulación, con el fin de crear incentivos para evitar la degradación o disipación 
de los recursos tributarios (uso ineficaz).   

En el caso de la interacción estratégica descrita por una tragedia de los comunes, los 
individuos actúan racionalmente en beneficio propio, explotando un recurso común al 
máximo, lo que lleva a su sobreexplotación y el consiguiente colapso de sus reservas. Por 
lo tanto, la tragedia de los comunes describe un resultado negativo específico de un jue-
go de recursos comunes que, de hecho, se describiría mejor en un juego con repetición. 
Presupone la ausencia de regulación (o una regulación que fomenta la degradación de los 
recursos) o una cooperación efectiva.

Por lo tanto, la tragedia de los comunes es una consecuencia posible de una interac-
ción entre el bien común y la encuesta. Pero no es inevitable; un juego de common pool 
puede conducir a la tragedia de los comunes, pero no todos los juegos dan necesariamente 
como resultado este equilibrio. En última instancia, la tragedia de los comunes es un tipo 
de resultado dentro del conjunto de posibilidades de estos juegos.

Podemos resumir analíticamente lo anterior con dos juegos simples, con variaciones 
de un juego de common pool entre dos políticos. En este juego existe un fuerte incentivo 
para el oportunismo, donde existen dos estrategias: agotar los recursos fiscales (A) y no 
agotarlos (N).
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En la matriz de pagos 1 el jugador que agota los recursos mientras el otro coopera 
recibe una recompensa (payoff) mucho más grande, lo que fomenta un comportamiento 
oportunista en ambos lados. La matriz de pagos muestra las recompensas que cada juga-
dor recibe según las estrategias elegidas.

Matriz de pagos 1. Fomento del oportunismo
A N

A (5, 5) (6, 2)

N (2, 6) (3, 3)

El equilibrio de Nash y de estrategia dominante de este juego es (A, A o 5, 5), y existe 
un fuerte incentivo para traicionar la cooperación. Incluso asumiendo un juego con repe-
tición, el equilibrio cooperativo sería inestable.2

En la matriz de pagos 2 la cooperación unilateral tiene una mayor penalización. En 
este caso, quienes intentan cooperar reciben una compensación baja, lo que genera un alto 
riesgo para quienes intentan preservar los recursos.

Matriz de pagos 2. Sanción para quienes intenten cooperar
A N

A (4, 4) (5, 0)

N (0, 5) (3, 3)

2 No entraremos en detalles técnicos aquí; pero, intuitivamente, si surge cooperación en una inte-
racción que se repite en el tiempo siempre habrá un incentivo para hacer trampa y, experimental-
mente, la evidencia apunta a esto (véase, por ejemplo, Dal-Bó y Fréchette, 2009).

El equilibrio de Nash del juego es (4, 4), que sigue siendo la estrategia dominante, 
pero en este caso es aún más robusto.

Retomaremos estas reflexiones analíticas en la sección de discusión y conclusiones de 
este artículo para racionalizar las proposiciones que se exponen a continuación, las cuales 
intentaremos justificar analíticamente.

Dado lo anterior, proponemos un enfoque analítico integrado para analizar el caso 
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brasileño: las instituciones políticas y presupuestarias (incluidas las leyes) generan incen-
tivos que implican posibles equilibrios presupuestarios o statu quo, asociados o no con la 
transparencia, el control de la corrupción y la eficacia del gasto (instituciones → incentivos 
→ equilibrios → transparencia, control de la corrupción y eficacia del gasto).

En este artículo buscaremos recopilar evidencia que respalde las proposiciones deri-
vadas de la perspectiva presentada.
Proposición 1. Cuanto mayor sea el conflicto distributivo incorporado al presupuesto, sin 

la mediación de reglas que impliquen control y transparencia, mayor será la tenden-
cia a la presupuestación clientelista (pork barrel).

Proposición 2. Cuanto más fragmentada sea la toma de decisiones, mayor será la pro-
pensión a la tragedia de los comunes y a que se desvíen incentivos del fondo común 
(common pool).

Proposición 3. Las instituciones de gobernanza fiscal (reglas transparentes y objetivas) 
pueden alinear incentivos, desviar el equilibrio de la tragedia de los comunes y frenar 
los incentivos distorsionados del tipo de juego de common pool.

Proposición 4. La transparencia integral mejora la supervisión regulatoria y pública del 
presupuesto (organismos de control, organizaciones no gubernamentales [ong] fis-
cales y de supervisión, prensa), reduce las asimetrías de información y limita el com-
portamiento oportunista.
Esta es nuestra hoja de ruta. Sin embargo, comencemos describiendo los hechos que 

llevaron a la apropiación oportunista del presupuesto federal de Brasil.

2019-2022: auge de las enmiendas del relator del presupuesto federal (rp9) 
y «presupuesto secreto»
En esta sección describimos, desde una perspectiva histórica e institucional, el auge de las 
enmiendas del relator (Emendas do Relator, rp9) en el presupuesto federal brasileño entre 
2019 y 2022. Estas enmiendas se conocieron como el presupuesto secreto porque no iden-
tificaban claramente a los parlamentarios beneficiados, lo que dificultaba su fiscalización.3

3 El relator general del Presupuesto Federal es el parlamentario elegido por la Comisión Mixta de 
Presupuesto (cmo); hace el análisis del Proyecto de Ley de Presupuesto Anual en el Congreso. 
Después de hacerlo, organiza los trabajos, define reglas para evaluar enmiendas, coordina a los
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Así, la sociedad y los organismos de control comenzaron a utilizar el término «secre-
to» debido a la opacidad de su implementación, así como a sus efectos en la gobernanza 
presupuestaria, la transparencia y la rendición de cuentas.

Con base en documentos oficiales, registros de ejecución presupuestaria y análisis de 
organizaciones de la sociedad civil, describimos el origen de las rp9 en la Ley de Direc-
trices Presupuestarias 2020 (Lei de Diretrizes Orçamentárias, ldo), la ampliación de sus 
usos en 2020 y 2021, la judicialización en 2021 y la sentencia de fondo de la Corte Supre-
ma de Brasil (Supremo Tribunal Federal, stf), que por cierto en diciembre de 2022 de-
claró inconstitucional el modelo, restringiendo así las enmiendas del ponente a sólo una 
de las hipótesis constitucionales válidas para las enmiendas en general: la corrección de 
errores y omisiones definidos en el artículo 166, § 3°, iii, «a», de la Constitución Federal 
de Brasil (Constituição Federal do Brasil, cf).4

relatores sectoriales y presenta un informe final que se vota primero en la cmo y luego en el Pleno 
del Congreso.
4 Hemos incluido fuentes técnicas en este pie de página para facilitar la lectura del texto principal y 
contener información específica sobre leyes y normativas. Las fuentes utilizadas para elaborar este 
historial reciente son: stf (2021), Supremo Tribunal Federal, Ministra Rosa Weber atende pedido 
do Congresso e autoriza execução de emendas do relator, https://noticias.stf.jus.br/postsnoticias/
ministra-rosa-weber-atende-pedido-do-congresso-e-autoriza-execucao-de-emendas-do-relator/ 
(stf, 2021); Brasil (2025), Governo do Brasil, Portal da Transparência, https://portaldatransparen-
cia.gov.br/emendas/consulta?ordenarPor=autor&direcao=asc (Brasil, 2025); Transparência Brasil 
(2024), Transparência Brasil: opacidade nas emendas perpetua o orçamento secreto, https://www.
transparencia.org.br/downloads/publicacoes/continuidadedoorcamentosecreto.pdf (Transparên-
cia Brasil, 2024); stf (2022), Supremo Tribunal Federal, stf julga orçamento secreto inconstitu-
cional: a decisão limita o uso de emendas de relator do tipo rp-9 a erros e omissões, https://noticias.
stf.jus.br/postsnoticias/stf-julga-orcamento-secreto-inconstitucional/ (stf, 2022); Câmara dos 
Deputados (2023), Nota explicativa sobre emendas individuais após a Emenda Constitucional nº 
126/22, https://www2.camara.leg.br/atividade-legislativa/comissoes/comissoes-mistas/cmo/noti-
cias/nota-explicativa-sobre-emendas-individuais-apos-a-emenda-constitucional-no-126-22 (Câ-
mara dos Deputados, 2023); Agência Brasil (2021), Ministra do stf libera execução das emendas 
do relator. https://agenciabrasil.ebc.com.br/justica/noticia/2021-12/ministra-do-stf-libera-execu-
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Finalmente, anticipamos brevemente una cuestión que se abordará con más profun-
didad en la sección de discusión y conclusiones de este artículo, después de una explica-
ción de lo que es el presidencialismo de coalición y la cooptación por parte del Legislativo 
del Presupuesto Federal brasileño, definido como Ley Anual de Presupuesto (Lei Orça-
mentária Anual, loa). El presidencialismo de coalición y su degeneración explican el 
cambio en el sistema de incentivos que amplificó los efectos distributivos en el presupues-
to del tipo common pool, dando como resultado una tragedia de los comunes.

Las enmiendas del relator presupuestario, clasificadas con el identificador rp9, sur-
gieron como un indicador contable que distinguía, a partir de 2020, los gastos añadi-
dos por el relator en la Carta de Acuerdos de otros programas discrecionales del Poder 
Ejecutivo. A diferencia de las enmiendas individuales (Emendas Individuais, rp6) y las 
enmiendas de bancada (Emendas de Bancada, rp7), las rp9 no identificaban al parla-
mentario solicitante por su nombre, lo que implicaba opacidad.

En diciembre de 2022, el stf declaró inconstitucional el uso sistemático de la rp9, 
limitando así las enmiendas del relator a la corrección de errores y omisiones y ordenando 
su amplia publicidad entre 2020 y 2022.

Los orígenes institucionales de las rp9 datan de 2019 a 2020. Las rp9 se inauguraron 
en la Ley de Directrices Presupuestarias de 2020 (ldo) y se incorporaron a la loa de 
2020, tras un proceso legislativo que añadió el marcador rp9 (identificador del tipo de 
enmienda) a lo largo del proceso legislativo. 

cao-das-emendas-do-relator (Agência Brasil, 2021); Agência Brasil (2022), stf considera orça-
mento secreto inconstitucional. https://agenciabrasil.ebc.com.br/justica/noticia/2022-12/stf-consi-
dera-orcamento-secreto-inconstitucional (Agência Brasil, 2022); cgu (2024), Controladoria Geral 
da União, Emendas de bancada, de comissões e individuais. https://www.gov.br/cgu/pt-br/assuntos/
auditoria-e-fiscalizacao/relatorio-de-emendas/emendas-de-bancada-de-comissoes-e-individuais 
(cgu, 2024); Senado Federal, Nota Técnica 151/2022: Histórico do rp9. https://www12.senado.
leg.br/orcamento/documentos/estudos/tipos-de-estudos/notas-tecnicas-e-informativos/nota-tec-
nica-151-2022-historico-dos-dispositivos-relacionados-ao-identificador-de-resultado-prima-
rio-rp-9-como-classificador-das-emendas-de-relator-geral (Senado Federal, 2024), y Transparência 
Brasil (2022), Orçamento secreto em creches e escolas (fnde, 2020–2021). https://www.transparen-
cia.org.br/downloads/publicacoes/orcamento_secreto_creches_escolas_20202021.pdf.



82 		  RC | RENDICIÓN DE CUENTAS | Año 4, número 8, julio-diciembre de 2026 | Pp. 71-106

En 2020, la ejecución a través de las rp9 alcanzó los 21 900 millones de reales (de 
2020), con 21 490 millones de reales comprometidos y 8 350 millones de reales pagados, 
lo que demuestra que hubo un uso significativo del instrumento en su primer año con su 
propia asignación presupuestaria. Dicho año, las enmiendas del relator ya representaban 
el 51.89% del monto total comprometido para enmiendas parlamentarias.

En 2021, el porcentaje se mantuvo alto: 50.06%. La asignación de recursos se dirigió a 
los municipios, con una concentración inusualmente alta de fondos en unos pocos. Estos 
hechos, sumados a las acciones de otras agencias gubernamentales que utilizan fondos 
presupuestarios, levantaron sospechas de corrupción en las contrataciones públicas y las 
obras públicas de los gobiernos locales.

Desde una perspectiva de gobernanza, el Tribunal de Cuentas de la Unión (Tribu-
nal de Contas da União, tcu) determinó que las rp9 no estaba relacionadas con erro-
res y omisiones, requisito constitucional que justificaría las enmiendas del relator, y que 
la inclusión de nuevos programas a través de las rp9 presionó la cancelación de gastos 
obligatorios, comprometiendo así la planificación, transparencia y rendición de cuentas. 
Además, se evidenciaron desajustes financieros de los gastos planificados y asimetrías evi-
dentes en las asignaciones regionales y municipales entre 2020 y 2021.  

La opacidad de las rp9 dio lugar a los procedimientos judiciales en 2021. La jueza 
Rosa Weber, de la Corte Suprema, suspendió de manera preliminar la ejecución de las 
rp9 debido a la falta de transparencia, criterios técnicos y trazabilidad, y la decisión fue 
confirmada por la mayoría de la Corte Suprema. Se exigió la publicación de la asignación 
de fondos en una plataforma centralizada, incluyendo los documentos que respaldaron la 
distribución en 2020 y 2021, y el registro de futuras demandas.

La decisión de la Corte Suprema demostró la existencia de una tensión entre la exi-
gencia de transparencia y la continuidad de las políticas públicas (especialmente en salud), 
y reconoció que la opacidad inicial de las rp9 enmascaró a los verdaderos solicitantes, lo 
que imposibilitó la supervisión pública.

A finales de 2022, el stf declaró inconstitucional el llamado presupuesto secreto, lo 
que limitó las enmiendas del relator exclusivamente a la corrección de errores y omisio-
nes, y ordenó a todos los organismos públicos la publicación, en un plazo de 90 días, de 
los datos del período 2020-2022 (servicios, obras, compras, identificación de solicitantes 
y beneficiarios).
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El stf declaró que las rp9 violaban los principios de publicidad, imparcialidad, mo-
ralidad y transparencia. La decisión también estableció que las rp9 no pueden generar 
nuevos gastos ni ampliar los programas de la loa.

Las rp9 tuvieron efectos distributivos y de rendición de cuentas, lo que creó asime-
trías y riesgos para la planificación. Existieron desigualdades en la distribución de recur-
sos entre las entidades federativas y los partidos políticos, con falta de información, como 
la falta de indicación de qué representante federal era responsable de cada gasto, lo que 
puso de manifiesto los incentivos intrínsecos de las rp9 para la opacidad. Para compren-
der el surgimiento de las rp9 y su fundamento es necesario explicar el presidencialismo 
de coalición en Brasil y su impacto en la gobernabilidad, tema que abordaremos con ma-
yor detalle, como ya se mencionó, en una sección posterior de este ensayo.

Sin embargo, es necesario anticipar una parte de esa discusión. La expansión de las 
rp9 debe entenderse como una consecuencia racional de los incentivos derivados del 
llamado presidencialismo de coalición en Brasil (Abranches, 1988). A nivel federal, los 
gobiernos minoritarios o multipartidistas se basan en la negociación con los líderes le-
gislativos para mantener sus agendas y votos, como en una especie de presidencialismo 
híbrido con parlamentarismo, pero en que el poder legislativo no rinde cuentas.  

El stf indicaría con precisión que el uso de las rp9 subvirtió la distribución de re-
cursos y despojó al Poder Ejecutivo de la discreción esencial para la gobernabilidad, a la 
vez que obstaculizó la supervisión pública transparente y responsable de los encargados 
políticos de las asignaciones.  

Entre 2019 y 2022, las rp9 se convirtieron en un eje central del poder presupuestario 
en la legislatura; operaron con opacidad, violaron principios constitucionales y opacaron 
la gobernanza presupuestaria.

El stf, al declarar inconstitucional el presupuesto secreto y limitar el uso de las rp9 
a errores y omisiones, habría reposicionado los principios de la gestión pública, a saber, 
publicidad, imparcialidad y moralidad, exigiendo transparencia sobre quién asignó qué, a 
dónde y con qué resultados. 

Sin embargo, los incentivos derivados de las instituciones políticas seguían presentes; 
por lo tanto, no habría razón para que los agentes políticos alteraran sus estrategias y no 
cabría esperar ningún cambio en los posibles equilibrios derivados de ellas. Esto es lo que 
se verá en la siguiente sección.
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2023-2025: la respuesta de la Corte Suprema y el fortalecimiento de la transparencia
Como se describió en la sección anterior, se produjo una reacción institucional contra 
el presupuesto secreto. A continuación, detallaremos este proceso con más detalle. Se ha 
expuesto que dicha reacción institucional se articuló en torno a la Suprema Corte de Brasil 
(stf) entre 2023 y 2025, con el propósito de erradicar las prácticas asociadas al deno-
minado «presupuesto secreto» y restablecer la trazabilidad, publicidad, transparencia y 
rendición de cuentas en la ejecución de las enmiendas parlamentarias.  

Desde finales de 2022, el modelo rp9 se declaró inconstitucional. Pero en 2023 se 
produjo un período de adaptación regulatoria, durante el cual se excluyeron las rp9 de la 
loa e implementaron marcos de transparencia legal, de acuerdo con lo que establece la 
Constitución.

En orden cronológico, en 2024 hubo un período de aplicación de facto de la ley, 
marcado por audiencias, órdenes de auditoría y suspensiones de la aplicación hasta la 
promulgación de las normas establecidas. Finalmente, en 2025 el proceso se formalizó e 
institucionalizó debidamente, con la aprobación unánime de un plan de trabajo de trans-
parencia y la aprobación de una resolución legislativa, aunque la autoría de las enmiendas 
colectivas seguía siendo incierta. En cualquier caso, se promulgó una ley para establecer 
un nuevo aparato de supervisión institucional.

Explicaremos a continuación con un poco más de detalle cómo se produjo esta evo-
lución y abordaremos algunas actuaciones inspectoras más recientes para poner de relieve 
las consecuencias contrafácticas del presupuesto secreto.5

5 Una vez más, hemos incluido fuentes técnicas en esta nota a pie de página para facilitar la lec-
tura del texto principal y contener información específica sobre leyes y contenido normativo. Las 
fuentes utilizadas para elaborar esta historia reciente son: Brasil cgu (2025), Emendas de ban-
cada, de comissões e individuais, https://www.gov.br/cgu/pt-br/assuntos/auditoria-e-fiscalizacao/
relatorio-de-emendas/emendas-de-bancada-de-comissoes-e-individuais; stf (2022), stf julga 
orçamento secreto inconstitucional; decisão limita o uso de emendas de relator do tipo rp-9 a erros 
e omissões; Brasil Transferegov (2024), Instrução normativa – tcu, número 93, 17 de janeiro de 
2024, https://www.gov.br/transferegov/pt-br/legislacao/instrucoes-normativas/instrucao-normati-
va-tcu-no-93-de-17-de-janeiro-de-2024; Brasil Presidência da República (2024), https://www.pla-
nalto.gov.br/ccivil_03/leis/lcp/lcp210.htm, Lei complementar n 210, 25 de novembro de 2024; stf
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A finales de diciembre de 2022, la Corte Suprema declaró inconstitucional el sistema 
de enmiendas de relatoría (rp9), exigió transparencia activa (con identificación de so-
licitantes y beneficiarios) y limitó las rp9 a la corrección de errores y omisiones. El stf 
ordenó la publicación de datos sobre el presupuesto secreto de 2020 a 2022 y prohibió la 
continuación de la opacidad que lo caracterizaba.

Esta decisión del stf definió el marco regulatorio e institucional que prevalecería a 
partir de 2023, lo que, a su vez, restauraría todo el proceso presupuestario a los principios 
de transparencia e imparcialidad.

En 2023, la loa dejó de incluir las rp9, mientras que persistían los pagos pendien-
tes de esta partida y aumentaba la preocupación por la migración de opacidades a otras 
partidas (en particular, las rp8). El Contralor General de la Unión (Controladoria-Geral 
da União, cgu) comenzó a ofrecer resúmenes claros y concisos, para evitar malas inter-
pretaciones, del sistema de identificadores (rp6, rp7, rp8 y rp9) y registró que las rp9 
se eliminaron del Presupuesto 2023 como resultado de la decisión del stf.6

(2024a), stf realiza audiência de conciliação e define regras de transparência para o fim do orçamen-
to secreto, https://noticias.stf.jus.br/postsnoticias/stf-realiza-audiencia-de-conciliacao-e-define-re-
gras-de-transparencia-para-o-fim-do-orcamento-secreto/; stf (2024b), stf suspende emendas 
impositivas até que Congresso crie regras de transparência, https://noticias.stf.jus.br/postsnoti-
cias/stf-suspende-emendas-impositivas-ate-que-congresso-crie-regras-de-transparencia/; stf 
(2025a), Relator homologa plano para dar transparência a emendas ao Orçamento da União, ht-
tps://noticias.stf.jus.br/postsnoticias/relator-homologa-plano-para-dar-transparencia-a-emen-
das-ao-orcamento-da-uniao/; stf (2025b), stf homologa plano que dá transparência às emendas 
ao Orçamento da União, https://noticias.stf.jus.br/postsnoticias/stf-tem-maioria-para-homolo-
gar-plano-que-da-transparencia-as-emendas-ao-orcamento-da-uniao/; Brasil Senado Federal 
(2025), Novas regras para emendas parlamentares já estão em vigor, https://www12.senado.leg.
br/noticias/materias/2025/03/17/novas-regras-para-emendas-parlamentares-ja-estao-em-vigor.
6 Las rp6 son enmiendas individuales presentadas por representantes federales. Son conocidas 
como enmiendas obligatorias y son identificables. Las rp7 son enmiendas de bancada (de grupos 
de partidos en el Congreso), presentadas por bancadas estatales. Son obligatorias según las reglas 
de la ley de presupuesto y son identificables. Las rp8 son enmiendas de comité presentadas por 
comisiones permanentes del Congreso, vinculadas a temas específicos y son identificables. Fina-
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La adaptación a la nueva normativa y el establecimiento de la transparencia se llevaron 
a cabo de la siguiente manera. A finales de 2023 y principios de 2024, dos cambios institu-
cionales contribuyeron a la auditoría de las transferencias implícitas a las enmiendas par-
lamentarias. Uno de ellos fue la Instrucción Normativa 93/2024 del tcu (17 de enero de 
2024), que reguló la supervisión de las transferencias especiales (las denominadas enmien-
das presupuestarias pix o simplemente «enmiendas pix», que detallaremos en la sección 
siguiente) y estableció los criterios para la introducción de información en la plataforma 
en línea de transparencia presupuestaria del gobierno federal, Transferegov.br, donde es 
obligatorio incluir el propósito, los objetivos, el cronograma, la clasificación de gastos y 
los informes anuales de gestión. El otro cambio fue consecuencia de la promulgación de la 
Ley Complementaria 210/2024 (LC 210/2024, de 25 de noviembre de 2024), que reguló la 
propuesta y ejecución de las enmiendas presupuestarias. Ambos cambios institucionales 
se derivaron de decisiones del tcu, lo que indica una supervisión institucional eficaz. La 
LC 210/2024 fue reconocida por el propio stf en 2025 como un hito significativo en la 
consolidación de los requisitos de transparencia y eficiencia asociados a las enmiendas.

Sin embargo, un avance más considerable, en términos de estandarización del proce-
so presupuestario, ocurriría en agosto de 2024. El ministro del Supremo Tribunal Federal 
Flávio Dino convocó una audiencia para consensuar las nuevas normas con los poderes 
Ejecutivo, Legislativo, el tcu, la cgu y el Ministerio Público. En esta audiencia se esta-
bleció la afiliación federativa obligatoria (los representantes federales sólo pueden asignar 
enmiendas al estado para el que fueron electos, con excepción de los proyectos naciona-
les), la transparencia y la trazabilidad previa para los pagos pendientes de las rp9 y para la 
ejecución de las rp8, y la auditoría de la cgu de las transferencias del período 2020-2024. 
De esta manera, el stf intentó evitar que los procedimientos de las rp9 se adoptaran 
oportunistamente en otras rp.  

Al mismo tiempo, el stf estableció normas específicas para modificaciones de las 

mente, las rp9, enmiendas de relator, son insertadas por el relator general del presupuesto y care-
cen de una identificación clara de sus proponentes o de su asignación. El problema es que, dada la 
decisión del stf, la racionalidad oportunista de grupos de representantes estaba contaminando las 
demás rp. Veremos más adelante que los congresistas adoptaron una nueva estrategia para intentar 
evitar las consecuencias de la regulación del stf.



Reacción  y contrarreacción  … | Marcos GonÇalves, Marco Carvalho, Alexis Galiás	 87

enmiendas pix, como la inclusión obligatoria de un plan de trabajo, la clasificación pre-
supuestaria, los plazos y las cuentas dedicadas (especialmente en el sector salud), así como 
la afiliación federal y la auditoría por parte de la cgu y el tcu. En la sección siguiente 
retomaremos el análisis de las modificaciones de las enmiendas pix, su importancia y 
cómo se utilizaron para intentar eludir los controles sobre las rp9.

Dado el nuevo marco legal y regulatorio, los órganos de control, como la cgu, co-
menzaron a rastrear transferencias presupuestarias previamente opacas. En consecuencia, 
en 2025 el stf comenzó a identificar casos con evidencia de irregularidades.

Entre 2023 y 2025 se observó una reacción institucional contra la captura presupues-
taria, liderada por el stf, desde la declaración de inconstitucionalidad de las rp9 hasta 
2025, con acciones para reforzar el cumplimiento del orden presupuestario según lo esta-
blecido constitucionalmente. La reestructuración institucional restableció la transparencia 
perdida con el presupuesto secreto, así como reconfigurando los incentivos en el proceso 
de formulación y ejecución del gasto, al exigir identificación nominal, actas formalizadas, 
planes de trabajo y cuentas específicas en áreas sensibles como la salud, por ejemplo.

La reestructuración institucional estandariza criterios y crea impedimentos técnicos, 
permitiendo así la supervisión de transferencias especiales con requisitos de transparencia.

Si bien la respuesta del stf al presupuesto secreto ha mejorado la transparencia y 
trazabilidad de las enmiendas, persisten los incentivos para recuperar el presupuesto, 
dada la naturaleza de las motivaciones derivadas del sistema político, en lugar de los 
incentivos derivados del proceso presupuestario, que ahora está más regulado.

A continuación, examinamos otra evidencia de la preponderancia del sistema de in-
centivos derivado del proceso político, que contradice las decisiones del stf y podría 
generar una crisis política permanente: las enmiendas pix.

Enmiendas pix: diseño constitucional, incentivos, control y transferencias especiales
Las enmiendas pix surgieron de una enmienda constitucional de 2019, que permite en-
miendas individuales de implementación obligatoria para asignar recursos a entidades 
federales por dos vías: 1) transferencia especial (pix), y 2) transferencia con un propósito 
definido.7

7 El nombre pix es una metáfora que refiere al sistema de pago digital automático brasileño, lla-
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La transferencia especial es lo que nos interesa en esta sección. En esta modalidad la 
transferencia de recursos es directa, independiente de un acuerdo; los montos pasan a ser 
propiedad de la entidad receptora en el momento de la transferencia y se deben aplicar a 
las asignaciones decididas por el gobierno local. La transferencia especial se asemeja a una 
donación, lo que evita los procesos de cumplimiento y transparencia y acelera la ejecu-
ción del gasto presupuestario a nivel local (Mascarenhas, 2023a, 2023b). Sin embargo, las 
enmiendas pix terminaron asignándose a ong, por ejemplo, lo cual no sería legal pero 
finalmente ocurrió. El problema es que las enmiendas pix han fomentado la opacidad, 
una escasa supervisión y el potencial de corrupción. A continuación, enumeramos las 
razones de ello.

Mascarenhas (2023a, 2023c) las describe. En primer lugar, la renuncia a un acuerdo 
elimina las salvaguardias tradicionales que garantizan, al menos formalmente, la transpa-
rencia y exigibilidad de un gasto. Estas salvaguardias incluyen, por ejemplo, la existencia 
de un plan de trabajo, objetivos de gasto ex ante, un cronograma físico y financiero para la 
ejecución del gasto y una matriz de rendición de cuentas (asignación de responsabilidades 
ex ante).

Si bien es cierto que las enmiendas pix reducen los costos de transacción políticos y 
administrativos de la asignación de recursos, implican riesgo moral cuando el gasto final 
se ejecuta a nivel local (Mascarenhas, 2023b, 2023c).

En segundo lugar, generan opacidad informativa ex ante. Como indican Oliveira 
(2023) y Transparência Brasil (2024), los análisis empíricos muestran opacidad en el ori-
gen de las transferencias especiales y los detalles de la finalidad, que no se especifican en la 
etapa de asignación del gasto, lo cual dificulta la transparencia, la evaluación y el control.

Por ejemplo, en 2024 el 78% de los parlamentarios que utilizaron las enmiendas pix 
presentaron al menos una enmienda sin detallar el destinatario ni la finalidad (Oliveira, 
2023; Transparência Brasil, 2024). Por lo tanto, la opacidad no estaba restringida a una mi-
noría de casos ni era una excepción a la regla, sino que, de hecho, era casi la regla misma.

En tercer lugar, existen incentivos electorales que despilfarran recursos presupues-
tarios. La posibilidad de transferencias directas y rápidas crea incentivos electorales para 

mado pix, un sistema de transferencias interbancarias digitales instantáneas entre personas físicas 
y jurídicas.
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asignar recursos a bastiones políticos específicos, a veces no alineados con los principios 
de planificación, lo que produce un efecto distributivo intrarregional regresivo. Los datos 
de 2023 muestran una reducción de las desigualdades entre regiones de Brasil, pero un 
aumento de las desigualdades dentro de las regiones (Oliveira, 2023).

En cuarto lugar, existe sobrecarga de trabajo para los funcionarios públicos que hacen 
la supervisión local del uso de los recursos presupuestarios. Los municipios con pocos 
empleados, especialmente aquellos sin la cualificación adecuada, están más expuestos a 
sobreprecios, contrataciones sesgadas o sin competencia efectiva y pagos por artículos de 
baja prioridad y calidad, lo que suele asociarse con la corrupción en la contratación públi-
ca (Oliveira, 2023; Gama, 2023).

En quinto lugar, existen oportunidades para evadir las auditorías de los organismos 
de control. Sin una identificación completa del objeto de gasto, el tcu y otros órganos de 
control no pueden realizar su labor de supervisión. No actúan de forma preventiva, sino 
ex post, lo que minimiza las acciones preventivas y aumenta el riesgo de corrupción (tcu/
Transferegov, 2024; Transparência Brasil, 2024).

Sin embargo, se implementaron algunas medidas regulatorias estructurales. En 2024, 
el tcu buscó corregir asimetrías y el stf reforzó los requisitos de transparencia y super-
visión. Como se vio en la sección anterior, con el presupuesto secreto (rp9) la falta de 
supervisión y transparencia puede extenderse a las modalidades de enmienda presupues-
taria (Silveira, 2024; Transparência Brasil, 2024). Las enmiendas pix se diseñaron para 
agilizar las transferencias parlamentarias, pero su diseño original (falta de acuerdo, titu-
laridad inmediata y requisitos de información incipientes) generó incentivos para la baja 
transparencia, la fragmentación y los riesgos de corrupción, especialmente en entornos 
con baja capacidad estatal y altos índices de éxito electoral.  

Las enmiendas pix generaron una reacción institucional negativa, particularmente 
en 2024 y 2025, lo que incrementó el costo de la falta de transparencia. Sin embargo, 
persisten zonas grises, especialmente en la autoría nominal de las enmiendas colectivas, 
como lo atestiguan Oliveira (2023) y stf (2025).

No obstante, los incentivos del sistema político y los factores estructurales inherentes 
a cualquier proceso presupuestario están determinando el desequilibrio que se ha estable-
cido entre los poderes Legislativo y Ejecutivo en relación con el principal instrumento de 
política pública de una república: el presupuesto público. Para comprender este proceso, 
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primero debemos entender la política y luego profundizar en la economía política del 
presupuesto.

Como veremos en la discusión y conclusión de este ensayo, tanto en este caso como 
en el de las rp9 existen incentivos rígidos para la tragedia de los comunes y equilibrios 
ineficientes de common pool.

Esto también se asocia a la naturaleza del presidencialismo brasileño, cuyas caracte-
rísticas de acción, que implican pork barrel sistémico o direccionamientos de naturaleza 
clientelista, se remontan al proceso de destitución de la expresidenta Dilma Rousseff, el 
fin de la gobernabilidad del gobierno de Jair Bolsonaro en 2021 (debido a acontecimientos 
políticos específicos) y la captura definitiva del Ejecutivo por el Legislativo, por lo que el 
Congreso Nacional ahora cuenta con poderes sin precedentes ante un Ejecutivo debilitado. 

Política del reciente proceso presupuestario en Brasil: 
pérdida de su control por parte del Ejecutivo, presidencialismo de coalición y cooptación
Como ya se mencionó, la expansión del presupuesto obligatorio, combinada con nuevas 
modalidades (rp8, rp9, transferencias especiales), reconfiguró el equilibrio entre los po-
deres Ejecutivo y Legislativo, lo cual incrementó el poder distributivo del Legislativo y los 
costos de gobernar bajo un sistema presidencial de coalición.

Es evidente que, a pesar de las reacciones del stf y los órganos de control, los montos 
pagados por concepto de enmiendas siguen creciendo cada año. En 2024 tuvieron un au-
mento significativo del 43% en comparación con los montos pagados en 2023. Entre 2021 
y 2025 el crecimiento fue del 91%.

En el cuadro 1 se observa cómo ha ido creciendo la relación entre las enmiendas y el 
presupuesto general. Comparando siempre los montos pagados, en 2021 las enmiendas 
representaron el 0.43% del presupuesto total; en 2025 aumentaron al 0.65%, lo que repre-
senta un incremento del 51% en su participación en el presupuesto federal (incluyendo 
gastos generales y seguridad social).

Las coaliciones amplias y heterogéneas tienden a ser más costosas (en términos de 
recursos políticos y financieros) y las transferencias y enmiendas funcionan como mone-
da de cambio, lo que algunos autores denominan coalición de cooptación (Bertholini y 
Pereira, 2017; Bugarin y Ferreira, 2021). Antes de 2017, el llamado presidencialismo de 
coalición era funcional; garantizaba la gobernabilidad del Poder Ejecutivo, con ciertos 
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costos de transacción. Este arreglo institucional (y, por lo tanto, los incentivos) ha colap-
sado desde entonces.

En esta sección buscamos explicar las razones de este cambio y sus consecuencias 
para las estrategias de los agentes involucrados, con el fin de racionalizar la historia recien-
te del proceso presupuestario, como se describe en las secciones anteriores.

Lograr la gobernabilidad no es sencillo en Brasil. A diferencia de las repúblicas par-
lamentarias, donde el cargo de primer ministro depende de una mayoría previa, e incluso 
de los sistemas presidenciales multipartidistas con pocos partidos significativos, donde 
los presidentes forman mayorías con menos de cinco partidos, en el caso brasileño la 
dispersión partidista ha sido un factor que exige al presidente de la república esfuerzos 
adicionales más allá de la composición del gobierno, como la aprobación de enmiendas 
presupuestarias excesivas para garantizar que la agenda gubernamental pueda implemen-
tarse en la legislatura.

Cuadro 1. Montos pagados en enmiendas parlamentarias, presupuesto federal, 2021-2025
Partida 2021 2022 2023 2024 2025 Variación acumulada 

2021-2025

Enmiendas parlamentarias; 

valor total pagado (miles de 

millones de dólares)

2.95 3.30 4.39 5.85 5.64 91%

Presupuesto federal; valor to‑

tal pagado (miles de millones 

de dólares)

0.69 0.76 0.83 0.84 0.87 26%

Enmiendas parlamentarias 

como porcentaje del presu‑

puesto federal

0.43% 0.43% 0.53% 0.70% 0.65% 51%

Nota. Los valores monetarios originalmente fueron expresados en reales brasileños y convertidos a dólares esta‑

dounidenses utilizando el tipo de cambio promedio anual real/dólar, con el objetivo de minimizar las distorsiones 

derivadas de la volatilidad cambiaria y asegurar la comparabilidad internacional. Las variaciones acumuladas se 

refieren al crecimiento nominal en el período 2021-2025.

Fuente: Portal da Transparência (cgu). https://portaldatransparencia.gov.br/emendas y https://portaldatranspa‑

rencia.gov.br/despesas (consultado el 16 de octubre de 2025).
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A modo de ejemplo, la legislatura actual de la Cámara de Diputados, cuyo manda-
to coincide con el ciclo electoral del gobierno del presidente Luiz Inácio (Lula) da Silva 
(2023‑2026), permite advertir que de los 32 partidos con registro y habilitados para com-
petir en Brasil 20 obtuvieron representación en ella. Las dos mayores coaliciones elec-
torales que compitieron por escaños en el Congreso Nacional en 2022 fueron el Partido 
Liberal (pl), que apoyó a Jair Bolsonaro en su campaña, y el Partido de los Trabajadores 
(Partido dos Trabalhadores, pt), que unió fuerzas con dos partidos más pequeños, el Par-
tido Verde (pv) y el Partido Comunista de Brasil (Partido Comunista do Brasil, pcdob), 
para formar una federación de partidos. El pl, que se convirtió en la oposición, y la coa-
lición ganadora (pt) representaron conjuntamente 178 de los 513 representantes electos 
(35.7%). Los otros 333 representantes se repartieron entre 20 partidos, como se puede ver 
en el cuadro 2.

El opositor Partido Liberal (pl), con el mayor número de escaños para esta legisla-
tura, obtuvo 99 (20%) de los 513 escaños. El pt y sus partidos federados en la campaña 
electoral de Lula obtuvieron 79 (15.4%) de los representantes electos, y dejaron al pt con 
69 y el pcdob y el pv con seis cada uno. Desde la perspectiva de la composición legis-
lativa, si Bolsonaro hubiera resultado electo su coalición inicial habría concentrado algo 
más del 20% de los escaños en la Cámara de Diputados, considerando únicamente a los 
parlamentarios que le manifestaron su apoyo explícito durante el período de campaña. La 
confirmación de la victoria de Lula, sin embargo, implicó un arreglo de gobernabilidad 
aún más restrictivo, en la medida en que su base de apoyo pasó a representar sólo el 15.4% 
de los diputados elegidos en la misma coalición.

No obstante, vale la pena analizar esta misma realidad desde otra perspectiva. Si bien 
el pt y el pl son los partidos políticos de Lula y Bolsonaro, respectivamente, éstos forma-
ron coaliciones para la carrera presidencial, y constituyeron una alianza formal más amplia 
que la establecida para las elecciones parlamentarias. La candidatura de Lula contó con el 
apoyo de la Coalición Brasil de la Esperanza (Coalizão Brasil da Esperança), integrada por 
diez partidos (pt, pcdob, pv, psol, Rede, psb, Solidariedade, Avante, Agir y pros), los 
cuales obtuvieron en conjunto 123 escaños. La candidatura de Bolsonaro fue apoyada por 
la Coalición por el Bien de Brasil (Coalizão Pelo Bem do Brasil), integrada por sólo tres 
partidos (pl, Republicanos y pp), pero que en conjunto obtuvieron más escaños: 186. Por 
lo tanto, podemos afirmar que Bolsonaro tendría, desde el principio, el 36% de los dipu-
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tados y Lula el 24%. Sin embargo, esto es sólo un punto de partida, ya que la composición 
político-partidista continúa antes y durante la formación del nuevo gobierno.

Como en Brasil el presidente se elige sin formar una mayoría parlamentaria en el 
proceso electoral, algo que se agrava aún más por un sistema de partidos disperso, com-
puesto por más de 30, después de las elecciones necesita abrir el gobierno a los partidos de 

Cuadro 2. Composición de las bancadas de partidos en la Cámara de Diputados, 2023-2027
Partido/federación partidaria Número de diputados Porcentaje

pl 99 20.3

Federación pt-pcdob-pv 79 15.4

União Brasil 59 11.5

pp 47 9.1

mdb 42 8.2

psd 42 8.2

Republicanos 41 8.0

pdt 17 3.3

psb 14 2.7

psdb 13 2.5

Podemos 12 2.3

psol-Rede (federación) 12 2.3

Avante 7 1.3

psc 6 1.2

Cidadania 5 1.0

Solidariedade 4 0.8

Patriota 4 0.8

pros 4 0.8

Novo 3 0.6

Rede 2 0.4

ptb 1 0.2

Total 513 100.0
Fuente: Departamento Intersindical de Assessoria Parlamentar (diap). https://www.diap.org.br/index.php/noticias/

noticias/91257-camara-publica-nova-composicao-da-casa-com-base-em-dados-do-diap (consultado el 28 de mar‑

zo de 2023).
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oposición nombrando a sus candidatos como ministros, así como, dada la incertidumbre 
del comportamiento de los diputados, incluso de partidos que han llegado a formar su 
base de apoyo, y utilizar el presupuesto público como instrumento para lograr la gober-
nabilidad, lo que abre espacio a algunos riesgos de uso no republicano del dinero público. 
Estos riesgos incluyen: 1) transformar a los representantes en ejecutores de políticas pú-
blicas sin discutir el interés público ni las prioridades de asignación al definir el propósito 
de los recursos; 2) poner en peligro los recursos presupuestarios descentralizados debido 
a la dificultad de controlar su uso, ya que se sabe cuánto se gasta y a dónde va, pero es 
difícil saber si realmente se gastó como se esperaba y si produjo los efectos deseados de la 
política pública, y 3) desequilibrar la competencia democrática obstaculizando la entrada 
de nuevos actores en la arena política, pues el parlamentario que gestiona las enmiendas 
cuenta con valiosas herramientas para generar lealtad electoral.

Como se puede observar, el proceso de gobernabilidad en Brasil mediante la forma-
ción de una base sólida de apoyo parlamentario al gobierno, debido a las características 
de su sistema político, dista mucho de basarse en programas, e incluso de reflejar las deci-
siones de votantes durante las elecciones presidenciales. También, afecta negativamente la 
capacidad del Ejecutivo para generar políticas públicas, además de revivir, en otras formas 
y con otras dimensiones, el estilo político patrimonialista, pues asigna fondos públicos di-
rectamente a los parlamentarios sin transparencia ni debate público en el proceso de toma 
de decisiones, además de la reducida capacidad para controlar su asignación.

La práctica política predominante, que sustituye la construcción de acuerdos o nego-
ciaciones sobre intereses comunes, también debilita la democracia y socava la construc-
ción de un sistema representativo que refleje idealmente las diversas demandas sociales 
presentes en una sociedad tan heterogénea y desigual como la brasileña.

Si persiste esta forma de vaciamiento del presupuesto público, ¿quién promoverá po-
líticas públicas, asignará recursos y asistirá a los más vulnerables, un grupo típicamen-
te latente y sin voz pública? En este sentido, es importante crear instituciones estatales 
que abarquen gobiernos y mandatos, de modo que la competencia política se base en el 
choque de ideas y de programas y no en la distribución de ventajas obtenidas con fon-
dos públicos. Esto, por un lado, sirve para apoyar a gobiernos independientemente de su 
orientación ideológica y, por otro, contribuye a que los parlamentarios se perpetúen en el 
cargo sin ejercer adecuadamente sus funciones legislativas y de control.
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Por lo tanto, es necesario evitar que el presupuesto sea objeto de un proceso de nego-
ciación política clientelista. Este problema no sólo afecta la planificación gubernamental y 
desvía recursos de las políticas públicas, también elimina la noción pública y republicana 
de la gestión presupuestaria. Se requieren cambios legales en este sentido, así como esta-
blecer límites sobre lo permitido y lo no permitido en tales prácticas.

Un avance de la democracia es que los parlamentarios, como representantes electos 
y canales de las demandas públicas, realicen modificaciones presupuestarias, sugieran ac-
ciones al Poder Ejecutivo y rindan cuentas de sus acciones ante la sociedad. Sin embargo, 
resulta antidemocrático que el mismo parlamentario se apropie de fondos públicos sólo 
por apoyar o dejar de apoyar al gobierno, o que asigne dichos recursos según sus priorida-
des personales o electorales. Esto crea un terreno fértil para prácticas de corrupción.

El enfoque más adecuado es resolver los conflictos distributivos dentro del presu-
puesto mediante un marco legal que refleje la representación de diferentes intereses en 
los procesos de toma de decisiones del Poder Legislativo. Esta sería la vía para garantizar 
la existencia de un Estado, considerado aquí como el garante del contrato social, que se 
sitúa por encima de los intereses y las orientaciones económicas de grupos mayoritarios, 
ya sean laicos o religiosos (Weffort, 2001).

La ​​sociedad está compuesta por diferentes grupos sociales y económicos, y en ella 
existen diversas orientaciones religiosas, por lo que siempre es importante considerar que 
una autoridad, ya sea elegida por un período determinado o incluso compuesta por fun-
cionarios, debe estar siempre al servicio de la sociedad y el interés público, y no ser un 
mero representante del grupo social al que pertenece o del que proviene. Al subrayar 
la democracia política y sus efectos positivos en las finanzas públicas, resulta pertinen-
te reiterar —como se observa con particular claridad en el caso brasileño— que ningún 
presidente de la república puede ser elegido si enfrenta la oposición de la sociedad y, por 
ende, del parlamento. Las divergencias en las concepciones acerca de distintos ámbitos de 
la vida social y económica hacen inviable este desenlace.

Además, contar con oposición es de considerar porque aumenta la supervisión social 
de recursos públicos del gobierno. Sin embargo, la belleza de la democracia reside preci-
samente en la capacidad de confrontar las diferencias en el ámbito de las ideas, de que ac-
tores políticos discutan sus diferencias y busquen acuerdos públicamente, sin esconderse 
en oficinas de acceso restringido. Cuanto más público sea el debate, más legítimo suele 
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ser para la ciudadanía. Esto también se aplica a todo el proceso presupuestario, desde el 
diseño hasta la aprobación, desde la asignación hasta la ejecución, incluso cuando sea 
necesario hacer cambios.   

Controlar la corrupción presupone que la democracia no se limita al proceso electo-
ral. Debe considerarse la importancia de diversos controles sociales. En el intervalo entre 
elecciones se asignan los fondos públicos, se deben mantener los activos públicos y se 
diseñan, implementan y producen las políticas públicas. Prescindir del control social abre 
la puerta a que unos pocos decidan por la mayoría, lo cual es antidemocrático.  

Finalmente, volviendo al problema que subyace a este artículo, cabe recordar que 
conceptualmente el presidencialismo de coalición es el vector explicativo de cómo se 
forma una mayoría parlamentaria en Brasil. Sin embargo, lo que en su momento pudo 
haber sido una estrategia exitosa terminó perdiendo impulso debido a la dispersión de 
los escaños parlamentarios, lo que impulsó estrategias de cooptación para la goberna-
bilidad. 

Durante los dos gobiernos de Fernando Henrique Cardoso (1995-1998 y 1999-2002) 
las negociaciones se llevaron a cabo entre partidos ideológicamente más cercanos. An-
teriormente, el apoyo al gobierno se generaba atrayendo a miembros de la oposición a 
puestos ministeriales a cambio de apoyo al Ejecutivo en el parlamento. Este proceso se 
transformó explícitamente en un trueque para fortalecer a los líderes políticos y sus am-
biciones de poder. En este contexto, el presupuesto público se vuelve menos transparente.

Existe evidencia empírica reciente que corrobora esta afirmación. Eso es lo que vere-
mos a continuación.

Riesgos de la falta de transparencia presupuestaria: potencial corrupción 
y disipación de recursos para políticas públicas
La implementación basada en enmiendas opacas compromete la planificación, frag-
menta las políticas públicas y reduce la eficiencia en la asignación de fondos, como 
lo indica un estudio reciente que compara datos de varios países de ingresos medios 
(Montini y Post, 2025). De hecho, en países de ingresos medios y con desigualdad re-
gional algunos municipios tienen una capacidad limitada de recaudar ingresos, lo que 
genera demandas de recursos federales, que no necesariamente se aplican de la manera 
más eficiente.
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En este sentido, Montini y Post (2025) argumentan que la presencia del Estado suele 
considerarse más débil en municipios y regiones más pobres. Sin embargo, estos investi-
gadores argumentan, contrariamente a la creencia popular, que las ciudades pequeñas de 
las regiones más pobres tienen mayor influencia en la distribución de fondos públicos.

Los proyectos de infraestructura, por ejemplo, tendrían mayor rentabilidad política 
en municipios más pequeños porque son más visibles, menos costosos y el reconocimien-
to de la autoría del proyecto (del político) es más evidente.

Utilizando datos de más de 60 000 enmiendas específicas a proyectos, añadidas al pre-
supuesto brasileño por representantes federales entre 2015 y 2023, Montini y Post (2025) 
muestran que los municipios más pequeños reciben más proyectos y recursos per cápita 
que los más grandes. Los representantes también obtendrían una mayor rentabilidad por 
real gastado en ciudades más pequeñas. Sin embargo, este mayor gasto suele materializar-
se en proyectos más sencillos y de menor calidad, lo que hace que persistan deficiencias 
críticas en infraestructura de agua, salud, educación y transporte. Si bien el gasto se dirige 
a los municipios más pobres, existe evidencia de disipación del gasto público, por lo que 
persiste la situación de necesidad en ellos.

Desde la perspectiva de la corrupción, la evidencia reciente vincula una menor per-
cepción de ésta con una mayor transparencia presupuestaria, especialmente cuando se 
combina con datos abiertos y auditorías independientes. Cuando ocurre lo contrario, se 
observan disfunciones (Transparência Internacional, 2022).

Respecto a la asignación inadecuada de recursos, existe evidencia reciente para Brasil 
que complementa el análisis de Montini y Post (2025). Cavalcanti (2025) hace un análisis 
detallado y empírico de cómo las enmiendas parlamentarias han influido en la financia-
ción del sistema público de salud brasileño (Sistema Único de Saúde, sus). La base de 
datos que utiliza le permitió identificar patrones de asignación y desigualdades entre las 
entidades federativas. Entre sus principales resultados destaca el crecimiento de las trans-
ferencias.8

Entre 2019 y 2024, en atención médica especializada, los topes de transferencias para 

8 Una transferencia, en el presupuesto público brasileño, es la transferencia de recursos financieros 
de una entidad gubernamental (como la Unión, estados o municipios) a otra entidad, órgano, enti-
dad o fondo, con el objetivo de financiar acciones, servicios o inversiones públicas.
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las entidades estatales aumentaron 147%, mientras que los de las municipalidades lo hi-
cieron 231%. Los montos pagados aumentaron 79% para estados y 120% para municipios. 
En atención primaria, se observó un aumento del 51% en los montos pagados. A primera 
vista, tales transferencias presupuestarias pueden parecer oportunas, en la medida en que 
atienden demandas de gasto del ámbito local. No obstante, su principal inconveniente 
reside en que dispersan recursos públicos escasos, desviándolos de políticas estructuradas 
con base en criterios de planificación y jerarquización de necesidades y prioridades de 
alcance nacional.

Además, la encuesta reveló desigualdades entre estados y municipios, pues la mayor 
transferencia no correspondía necesariamente a la mayor necesidad.

Otro punto relevante fue, para el mismo período, la asignación de recursos a enti-
dades privadas sin fines de lucro: aproximadamente el 34.1% de las enmiendas para los 
estados y el 28.1% para los municipios se destinaron a estas organizaciones. Debido a la 
falta de datos consolidados, es difícil monitorear y evaluar el impacto de estas transferen-
cias. La principal conclusión del estudio es que, si bien las enmiendas parlamentarias au-
mentaron la financiación del sistema de salud, lo cual sería positivo en principio, también 
exacerbaron las desigualdades regionales, beneficiaron significativamente a entidades pri-
vadas y comprometieron la transparencia. Por ello, no hay forma de evaluar la eficiencia y 
equidad en el uso de los recursos.

Por lo tanto, dada la alineación de incentivos que generan, los acuerdos institucio-
nales descritos anteriormente podrían haber incrementado potencialmente los riesgos de 
asignación ineficiente de recursos presupuestarios y corrupción.

A continuación, en la discusión y conclusión de este artículo veremos, mediante una 
aplicación de la tragedia de los comunes, cómo los representantes federales adoptaron ra-
cionalmente estrategias que maximizaron el riesgo de corrupción asociado con las enmien-
das que propusieron sin transparencia ni supervisión, lo que les generó riesgo político.

Discusión y conclusión
La naturaleza del presidencialismo de Brasil y su desarrollo desde 2017 explican la dege-
neración de parte del proceso presupuestario brasileño, asociada particularmente al gasto 
no obligatorio del Ejecutivo federal.

La tendencia natural a los conflictos distributivos en el presupuesto se vio agravada, 
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sobre todo desde 2019, por un conjunto de incentivos derivados de instituciones formales, 
como leyes y reglamentos, asociados con las enmiendas rp9 y, posteriormente, con el uso 
de las enmiendas pix.

El presidencialismo de coalición brasileño cambió desde 2017, principalmente con 
el debilitamiento relativo del Ejecutivo y el empoderamiento del Legislativo. Este empo-
deramiento dio como resultado un aumento del poder del Congreso, que se consolidó en 
el control directo de asignaciones presupuestarias, que no incluían el gasto obligatorio. El 
uso de las enmiendas rp9 y pix se vio impulsado por la lógica de la competencia política, 
en la que los representantes buscaban transferir fondos a sus circunscripciones locales, 
especialmente regionales y municipales, para maximizar los resultados electorales. Este 
aspecto escapa al alcance del presente artículo, pero existían riesgos de que la competencia 
política disminuyera, y siguen existiendo debido a este proceso, lo que impide el ingreso 
de nuevos titulares a la legislatura federal y consolida las posiciones de los representantes 
ya en funciones.

Las transferencias más rápidas y directas de recursos presupuestarios a las circuns-
cripciones de los representantes tuvieron sus costos, ya que la pérdida de transparencia y 
de control aumentó la probabilidad de corrupción.

La naturaleza de este proceso puede racionalizarse mediante los dos juegos que se 
describen a continuación.

Considérelo un juego de common pool que describe un proceso de transferencia de 
recursos, mediante enmiendas, que respeta criterios de transparencia y control.

Como veremos, existen dos posibles equilibrios de Nash. En este juego, dos políticos 
deciden si utilizan o no los ingresos presupuestarios compartidos. Un uso excesivo redu-
ciría aún más el beneficio colectivo.

Las estrategias son utilizarlas o no. Si no se utilizan quedan más recursos para políti-
cas centralizadas vinculadas orgánicamente a políticas públicas integrales para el país en 
su conjunto.

En este juego existen dos posibles equilibrios de Nash: (2,2) y (4, 4). Una estructura 
de incentivos modificada buscaría promover el equilibrio (4, 4). En este juego las recom-
pensas se asocian con la rentabilidad social. Si se utiliza el recurso, la rentabilidad social 
es menor. La regulación presupuestaria debe diseñarse para evitar la competencia desor-
ganizada por estos recursos, promoviendo así una mayor eficacia de las políticas públicas. 
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El caso de la atención sanitaria, analizado anteriormente, parece aportar cierta evidencia 
en este sentido.   

Un juego de la tragedia de los comunes, que implica el uso de recursos con riesgo de 
corrupción, ilustra lo ocurrido con las rp9 y las enmiendas pix. En este juego el uso de 
recursos conduce a una degradación grave, y el incentivo individual persiste, pero el re-
sultado colectivo es negativo. La degradación grave es, metafóricamente, el uso masivo de 
recursos presupuestarios con riesgo de corrupción; esto aumenta el riesgo para el político 
involucrado en el proceso. El resultado es racional en dos situaciones: una en la que el 
político es consciente de la corrupción y otra en la que no lo es.

En cualquier caso, se ven obligados a adoptar una estrategia que, al final, genera un 
equilibrio competitivo malo para ellos (-2, -2), mientras que el equilibrio cooperativo se-
ría Pareto superior (1,1).

El problema se encuentra en que los incentivos para las transferencias opacas de re-
cursos mediante enmiendas irregulares son altos, ya que si otros actores lo hacen es ra-
cional que un actor individual (político) lo haga, lo cual genera un equilibrio deficiente 
(inferior en el sentido de Pareto) para todos.

En resumen, en el juego de los recursos comunes (matriz de pagos 3) lo que se expre-
sa es una reducción en la efectividad esperada de las políticas públicas, ya sea en términos 
de eficiencia o de equidad, como en el caso de la salud pública.

El juego de la tragedia de los comunes mencionada anteriormente (matriz de pagos 
4) describe algo diferente: los agentes racionales se ven obligados racionalmente a adoptar 
estrategias que aumentan los riesgos para sí mismos. Por lo tanto, esta fue la consecuencia 
final de usar las enmiendas rp9 y pix.

Podemos extraer algunas conclusiones de nuestra investigación, de naturaleza histó-
rica, descriptiva y analítica. Para ello, retomemos las proposiciones planteadas al principio 
de este artículo.

La proposición 1 establece que cuanto mayor sea el conflicto distributivo plasmado 
en el supuesto, sin la mediación de normas que impliquen control y transparencia, mayor 
será la tendencia al clientelismo (pork barrel). Las rp9 y las enmiendas pix han exacer-
bado el conflicto distributivo sobre los fondos asociados a algunos gastos no obligatorios. 
Esto constituye un problema porque, al permitir transferencias directas a estados y mu-
nicipios sin exigir convenios ni ceder de inmediato la titularidad de los recursos al ente 
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beneficiario, esta modalidad debilita la coordinación sectorial y la planificación nacional, 
lo que intensifica la competencia parlamentaria por recursos escasos. Sin considerar nece-
sariamente la posibilidad de corrupción, los datos del sistema de salud brasileño indican 
una pérdida de eficacia de las políticas públicas, en términos de eficiencia tanto designati-
va como distributiva. El conflicto distributivo es, en sí mismo, de carácter clientelista, pues 
responde a intereses locales y miopes, frecuentemente asociados a la apropiación ilegal de 
recursos o, al menos, a su uso ineficiente y orientado exclusivamente al retorno electoral 
de muy corto plazo. 

La proposición 2 establece que cuanto más fragmentada sea la decisión de asignación 
presupuestaria, mayor será la propensión a que se produzca la tragedia de los bienes co-
munes, a que se desvíen incentivos del common pool. Tal como se mencionó previamente, 
existen evidencias que indican que los diputados se vieron compelidos, de manera racio-
nal y estratégica, a emplear transferencias que no eran transparentes ni controlables. El 
punto central aquí es que la fragmentación de las asignaciones presupuestarias maximiza 
el retorno electoral en el ámbito local, es decir, en los municipios. La desorganización 
presupuestaria, promovida por los cambios en el proceso presupuestario discutidos an-
teriormente, implica una fragmentación en el uso de los recursos como una estrategia 
electoral racional.

La proposición 3 establece que las instituciones de gobernanza fiscal (reglas transpa-
rentes y objetivas) pueden alinear los incentivos, desviar la tragedia del equilibrio de los 
bienes comunes y contener los incentivos sesgados del common pool. Contrafácticamente, 

Matriz de pagos 3. Juego de recursos comunes
Político 2: utilizarlas Político 2: no utilizarlas

Político 1: utilizarlas (2, 2) (3, 1)

Político 1: no utilizarlas (1, 3) (4, 4)

Matriz de pagos 4. La tragedia de los comunes en un juego con riesgo de corrupción
Político 2: usar Político 2: no usar

Político 1: usar (-2, -2) (3, -3)

Político 1: no usar (-3, 3) (1, 1)
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lo que se observa en el caso brasileño es que las reglas que crean opacidad y falta de control 
conducen a equilibrios del tipo tragedia de los comunes.

La propuesta 4 establece que la transparencia integral mejora la supervisión regulato-
ria y del presupuesto público (por parte de los organismos de control, las ong fiscales y de 
supervisión, y la prensa), reduce las asimetrías de información y limita el comportamiento 
oportunista. Los análisis presentados aquí, realizados por el Supremo Tribunal Federal, 
también indican, contrafácticamente, que la falta de acceso a datos y herramientas de 
monitoreo ha amplificado el comportamiento oportunista.  

La conclusión del artículo no se aparta de lo trivial: el control y la transparencia son 
requisitos esenciales para una adecuada ejecución presupuestaria. Sin embargo, el recien-
te caso brasileño, como se ilustra aquí, indica que existe conexión entre el análisis técnico, 
contable y legal del proceso presupuestario y el del proceso político, como necesario para 
comprender las razones de la captura presupuestaria.

Las fallas en la transparencia y la supervisión se vuelven incomprensibles dada la falta 
de consideración de las instituciones, su diseño y las intenciones que las sustentan, así 
como la indiferencia hacia el papel de las instituciones políticas y cómo la evolución de las 
circunstancias políticas afecta el proceso presupuestario.

En otras palabras, normativamente, una de las preguntas más importantes al discutir la 
supervisión es por qué no funciona. Las respuestas insatisfactorias son aquellas que se centran 
en aspectos meramente técnicos, legales y contables. Esperamos haber indicado que la política 
y la economía política del proceso presupuestario no deben ignorarse en el análisis.

Se requiere investigación empírica adicional, en particular estudios comparativos que 
analicen a Brasil en relación con otras democracias de renta media y media-alta (pro-
ducto interno bruto per cápita medio y medio-alto), con el fin de evaluar las estructuras 
institucionales que subyacen a los procesos presupuestarios. Tales investigaciones pueden 
ofrecer insumos valiosos tanto para futuros estudios como para el diseño de intervencio-
nes normativas.

Este artículo adolece de algunas lagunas empíricas, en efecto. En particular, es preciso 
profundizar en cómo los cambios institucionales que flexibilizaron las reglas fiscales ge-
neraron mecanismos informales que facilitaron la captura presupuestaria, lo que produjo 
equilibrios ineficientes —Pareto‑inferiores— y abrió espacio para el rent‑seeking impro-
ductivo y, en especial, destructivo (por ejemplo, corrupción). Los estudios de caso podrán 
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desarrollarse cuando, a partir de investigaciones posteriores de los órganos de control, 
emerjan ejemplos empíricos sobre el destino de las partidas presupuestarias. Por ahora no 
se dispone de tales datos; por ello, el análisis presentado carece de evidencias adicionales 
a las ya agregadas.

Finalmente, cabe una observación final de carácter político. El conjunto de pregun-
tas planteadas aquí revela elementos que caracterizan una crisis que afecta la cultura de-
mocrática y republicana de parlamentarios y funcionarios gubernamentales, además de 
cuestionar los estudios tradicionales sobre el comportamiento político, la formación de 
coaliciones y la gobernabilidad. Sin embargo, la mejor manera de encontrar una vía ade-
cuada para abordar el problema de la probidad pública es invertir en el debate político e 
involucrar a la sociedad en él. Utilizar la retórica moral sin promover transformaciones ni 
establecer soluciones públicamente es una forma de coquetear con el autoritarismo.
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Resumen. En la administración pública, las órdenes verbales son una herramienta necesaria para 
una gestión eficaz, especialmente en contextos de emergencia relacionados con seguridad, movili-
dad, incendios, gestión del agua, energía eléctrica, comunicaciones, salud pública o defensa. En ta-
les supuestos, la inmediatez puede justificar disposiciones orales, siempre que estén expresamente 
previstas en la ley y sujetas a formalización documental posterior para prevenir arbitrariedades. El 
problema surge cuando las órdenes verbales internas se convierten en práctica ordinaria y carecen 
de respaldo escrito. Estas directrices, emitidas sin registro documental, representan un riesgo para 
la transparencia, la seguridad jurídica y la rendición de cuentas, al generar espacios de opacidad 
que favorecen la corrupción y dificultan el control administrativo y jurisdiccional. En un Estado 
de derecho, toda actuación pública debe dejar constancia verificable, pues la ausencia de registro 
debilita la trazabilidad decisional y erosiona la confianza ciudadana. Este artículo, basado en un en-
foque cualitativo y un análisis doctrinal y normativo en materia de legalidad y gobernanza, sostiene 
que estas prácticas contravienen los principios de publicidad, control y responsabilidad. La falta de 
mecanismos formales permite que la oralidad se transforme en instrumento de discrecionalidad 
indebida y potencial corrupción sistémica. Frente a ello, se propone una agenda de prevención y 
mecanismos correctivos sustentada en tecnologías digitales —firma electrónica, sistemas de traza-
bilidad y archivo electrónico— que garanticen que se documente cada decisión. Erradicar el uso 
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ilegítimo de órdenes verbales es un imperativo democrático para consolidar una administración 
transparente, responsable y respetuosa de los derechos ciudadanos.

Palabras clave: órdenes verbales, transparencia, rendición de cuentas, actos administrativos 
verbales, corrupción. 

Without a documentary trace. Internal verbal orders: 
chains of silence, and corruption

Abstract. Verbal orders in public administration are a necessary tool for effective management, 
especially in emergency situations related to security, mobility, water supply, electricity, commu-
nications, public health, or defense. In such cases, immediacy may justify oral directives, provided 
they are expressly authorized by law and subject to subsequent formal documentation to prevent 
arbitrary actions. The problem arises when internal verbal orders become standard practice and 
lack written documentation. These directives, issued without any record, pose a risk to transpar-
ency, legal certainty, and accountability, creating opaque spaces that foster corruption and hinder 
administrative and judicial oversight. In a state governed by the rule of law, all public actions must 
be documented in a verifiable way, as the absence of records weakens decision-making traceability 
and erodes public trust. This article, based on a qualitative approach and doctrinal and regulato-
ry analysis of legality and governance, argues that these practices violate the principles of trans-
parency, oversight, and accountability. The lack of formal mechanisms allows oral proceedings 
to become an instrument of undue discretion and potential systemic corruption. In response, an 
institutional innovation agenda is proposed, based on digital technologies —electronic signatures, 
traceability systems, and electronic archiving— that guarantee the documentation of every deci-
sion. Eradicating the illegitimate use of verbal orders is a democratic imperative to consolidate a 
transparent, accountable administration that respects citizens’ rights.

Keywords: verbal orders, transparency, accountability, verbal administrative acts, corruption.

Introducción
En el ámbito de la administración pública, la emisión de órdenes verbales es una práctica 
común y recurrente. Éstas son una herramienta esencial para una gobernanza eficaz en 
emergencias de seguridad, movilidad, incendios, gestión del agua, suministro de energía 
eléctrica, comunicaciones, salud pública o defensa que justifican disposiciones orales in-
mediatas, las cuales deben estar expresamente previstas en la ley y sujetas a una posterior 
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formalización documental para evitar arbitrariedades. La carencia de registro documental 
no exonera a la autoridad de acreditar posteriormente la existencia, el contenido ni la 
motivación del acto, y tampoco impide su sometimiento pleno a control administrativo 
y jurisdiccional. En consecuencia, la oralidad es admisible únicamente si se preservan los 
estándares de legalidad, seguridad jurídica y análisis de constitucionalidad y legalidad 
inherentes al Estado de derecho.

En la administración pública los actos verbales tienen una importancia capital por-
que no son una mera comunicación, son elementos esenciales para el aseguramiento de 
la paz, el orden, la salud, la seguridad o la provisión de servicios vitales. Las autoridades 
deben explicar claramente a la ciudadanía el contenido, los procesos y los resultados de las 
órdenes verbales por el imperativo de la transparencia y rendición de cuentas.

Los actos verbales, en la administración pública, van más allá de la simple transmi-
sión de información, sirven como un medio clave para generar confianza y alcanzar los 
objetivos de la administración. Pero no todas las órdenes verbales que emite la adminis-
tración pública son de carácter jurídico ni se basan en un ordenamiento; pero están ahí, 
se producen cotidianamente y conducen a situaciones límite, como veremos en el plan-
teamiento que nos ocupa. 

Hay órdenes inocuas, instrucciones simples como «limpia esta oficina», «saca unas 
copias», «trae un café». Sin embargo, hay órdenes que impactan directamente la legalidad, 
la seguridad jurídica y la transparencia en la toma de decisiones, tales como «excluye 
a equis persona de la licitación», «otorga la plaza a tal persona», «niega ese permiso de 
construcción». Una orden verbal interna, por el hecho de no dejar huella documental ni 
registro alguno, propicia inseguridad jurídica, corrupción, simulación, y fragiliza los me-
canismos de responsabilidad administrativa.

En estructuras donde impera la obediencia ciega, las órdenes verbales reemplazan el 
procedimiento formal, lo que agrieta todos los sistemas de control. La falta de precisión 
en las disposiciones verbales permite interpretaciones a conveniencia, que propician el 
desvío de recursos.

En la línea de cerrar los intersticios por donde se filtran las prácticas ilícitas, es in-
contestable que no se ha explorado a profundidad el problema que da origen a esta inves-
tigación, y que tanto las normas jurídicas como los agentes de la administración deberán 
ocuparse del alcance que tienen y el desafío que representan. 
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¿Cómo repercuten las órdenes verbales en el debilitamiento del Estado de derecho y 
el aumento de la corrupción en el ámbito de la administración pública? Ese es el centro 
de este trabajo, ya que la inexistencia de un respaldo documental en las órdenes verbales 
obstaculiza la rendición de cuentas, erosiona la transparencia, diluye la responsabilidad, 
favorece la opacidad y discrecionalidad, y con ella se crean las condiciones para la co-
rrupción. 

La hipótesis causal se concreta en que órdenes verbales internas en la administración 
pública afectan la trazabilidad de los procedimientos administrativos, lo cual impacta la 
transparencia de las decisiones y la rendición de cuentas, y esto facilita prácticas corruptas. 
En tanto que no hay elementos probatorios de su autoría, se propicia el abuso de poder y 
el ejercicio indebido de atribuciones, lo que complica e imposibilita el fincamiento de res-
ponsabilidades por decisiones administrativas tomadas verbalmente. A mayor utilización 
de órdenes verbales indebidas, más probabilidad de recurrencia a prácticas de corrupción.

En síntesis, la causa es la emisión de órdenes verbales indebidas, el mecanismo es la 
eliminación de controles formales como el registro, la fundamentación y motivación, el 
fundamento de la competencia y la evidencia documental. El efecto es la dilución de la 
responsabilidad. Y el resultado es un caldo de cultivo de la corrupción que, al no dejar 
huella, encontrará al subordinado como la parte más débil de la estructura jerárquica.

Tomando en cuenta que estamos ante un fenómeno institucional complejo, en este 
trabajo fue necesario aplicar una metodología cualitativa basada en el análisis documen-
tal, explicativo, exploratorio-descriptivo, que fusiona los elementos jurídicos, político-so-
ciales y la parte administrativa. 

Para el análisis consistente del tema de las órdenes verbales internas, primero se abor-
da la diferencia entre actos administrativos y actos de la administración, después se enu-
meran las características de los actos administrativos verbales, se alude al marco jurídico y 
a la cadena de silencio y corrupción, para finalmente proponer una agenda de prevención 
y mecanismos correctivos que contribuyan a la eliminación de prácticas corruptas en la 
administración pública.

Órdenes verbales, actos administrativos y actos de la administración
Las órdenes verbales son actos administrativos carentes de forma, que no constan en un 
documento por escrito. Sin embargo, son manifestaciones de voluntad de la autoridad 
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con carácter excepcional, que constituyen instrucciones oficiales legalmente vinculantes; 
que son consentidas, en principio, sin necesidad de una forma específica; pero deben con-
firmarse por escrito sin demora, como se prevé en algunas legislaciones. Se trata de una 
convalidación a posteriori. Y cabe aclarar que el derecho a exigir confirmación escrita se 
limita expresamente a los actos administrativos emitidos de manera oral, no se aplica au-
tomáticamente a los actos administrativos generados por otras vías.

La creación del acto administrativo de forma distinta a la escrita o verbal se refiere a 
una manifestación mediante señales u otros actos físicos. Los requisitos formales del acto 
administrativo corresponden tanto al derecho sustantivo como al procedimiento, en tanto 
que se trata de disposiciones legales o reglamentarias atinentes a la necesidad de una for-
ma específica y a los requisitos de dicha forma, que pueden preverse como disposiciones 
que rigen la formación del acto administrativo a través de preceptos que tengan un efecto 
normativo externo en virtud de los principios de igualdad y de protección de la confianza 
legítima. 

Es importante subrayar que no existe jurisprudencia específica bajo el rubro de «actos 
administrativos verbales»; sin embargo, hay criterios aplicables en torno a la exigencia 
constitucional de mandamiento escrito de la autoridad competente que funde y motive la 
causa legal del procedimiento. Específicamente, resulta aplicable el registro digital 21653, 
que alude a la restricción de la validez de actos verbales.

Los ordenamientos deberían establecer que los actos administrativos puedan formu-
larse por escrito, oralmente o de otra manera —estableciendo los medios digitales, por 
ejemplo—, así como los casos en que procede cada supuesto; ya que ahora se concretan a 
mencionar, generalmente, que se harán por escrito, y en el caso de las notificaciones, me-
diante el correo electrónico. La forma de un acto administrativo debe distinguirse de su 
notificación. La notificación que cumpla las formalidades requeridas es un requisito pre-
vio para la eficacia del acto administrativo. La sola necesidad de agilizar la administración 
por razones de eficacia no es suficiente para prescindir de la forma.

Un acto administrativo escrito debe reunir elementos como la identificación de la au-
toridad emisora ​​y contener la firma autógrafa del titular o de quien firma por delegación o 
acuerdo, la fecha, el lugar y, desde luego, la fundamentación y la motivación.

El requisito formal de una firma es condición para la validez del acto administrativo 
escrito; su incumplimiento constituye una causa de nulidad absoluta. Las causas absolutas 
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de nulidad son aquellos defectos de un acto administrativo que se producen con indepen-
dencia de si el defecto es especialmente grave y si esto resulta evidente tras una considera-
ción razonable de todas las circunstancias pertinentes. 

Los actos administrativos emitidos mediante sistemas digitales utilizando formula-
rios de cumplimentación automática presentan importantes desafíos en el derecho ad-
ministrativo, tanto en sus fases procesales como en su forma externa. Los programas de 
simplificación administrativa exigen conciliar las necesidades de una acción administra-
tiva eficaz con las exigencias del Estado de derecho, por lo que deben subordinarse a las 
condiciones jurídicas que rigen la actividad de la administración pública, lo que puede 
dar lugar a una regulación específica, en particular, en lo que atañe a la forma del acto 
administrativo.

Fraga sostiene que, «a diferencia del Derecho privado —donde la forma es principal-
mente un medio de prueba—, en el Derecho administrativo la forma es una solemnidad 
indispensable, ya que no sólo sirve para acreditar el acto, sino que le da existencia y actúa 
como una garantía intrínseca de regularidad, protegiendo el interés general» (1977, p. 
270). «Los elementos del acto administrativo son sujeto, objeto y causa [...]. Normalmen-
te, se exige que los actos administrativos que produzcan un menoscabo importante en los 
derechos o en el patrimonio de los afectados sean comunicados por escrito. Esto explica el 
mayor grado de rigurosidad formal que se impone a esta categoría de actos» (Rojas, 2023, 
p. 317).

Existen actos comunicados verbalmente cuya ejecución inmediata resulta indispen-
sable para «evitar o remediar perturbaciones al orden público, a la seguridad, tranquilidad 
y salubridad, a la defensa nacional, a la circulación de personas o cosas» (Santofimio, 
2017, p. 201). Lorenzo Dromi alude a los siguientes caracteres del acto administrativo: 
«a) legitimidad, b) ejecutividad, c) ejecutoriedad, d) estabilidad, y e) impugnabilidad» 
(Dromi, 2000), y «Resulta evidente que la declaración de voluntad de la administración 
pública, regularmente emitida, debe ser puesta en conocimiento del destinatario. Esto 
hace que asuma una considerable importancia la forma, que muchos incluyen entre los 
elementos esenciales del acto administrativo» (Cuocolo, 2013, p. 342).

Autores como Acosta-Romero, Margáin-Manautou, Dromi, Olivera-Toro (1967, p. 
97), Serra-Rojas y Martínez-Morales coinciden en que es necesaria la forma escrita del 
acto administrativo. Sin embargo, no se pueden desconocer la utilidad ni la necesidad de 
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que la administración tenga la facultad de emitir actos verbales, sobre todo en casos de 
urgencia; así lo advierten, entre otros, los siguientes autores: 

En momentos de crisis, los gobiernos deben tomar medidas extraordinarias de manera rápida y 
urgente. Este hecho puede conllevar la limitación de ciertos derechos y libertades de los ciudada-
nos y, por este motivo, la comunicación del Ejecutivo debe ser más rigurosa, caracterizándose por 
cumplir con una serie de requisitos que le permitan cumplir tanto con las necesidades informativas 
de la sociedad, como con las obligaciones que les exigen las normas de transparencia y Derecho de 
la Información (Martínez, 2021, p. 218). 

El colombiano Sebastián Vargas Ospina refiere que:

El acto verbal constituye una importante herramienta que permite dar agilidad a las disposiciones 
que, en el día a día, requieren de una decisión oportuna, lo que en últimas materializa el principio 
de eficacia de las actividades de la administración […].

Escenarios como el de emergencia, o de pandemia, han demostrado la importancia y eficacia 
del acto oral en la forma mediante la cual la administración se dirige a los administrados, lo que 
sumado a la incorporación y adecuación de nuevas tecnologías para la comunicación y el trabajo, 
conlleva a la proliferación de decisiones que podrían catalogarse como verdaderos actos verbales 
u orales […] (Vargas, 2021).

Conforme a la teoría clásica del acto administrativo, Agustín Gordillo sostiene que:

[…] con referencia al acto administrativo, si bien la regla general es que debe ser escrito, lógico es 
admitir que en casos de urgencia, necesidad, etc., pueda también válidamente darse verbalmen-
te. En realidad, los casos que a veces parecieran ser de empleo de la coerción directamente sin 
ejecución de acto alguno, son en realidad hipótesis en que la administración ha emitido el acto 
verbalmente: Así la orden de circular o retirarse de un lugar de peligro, o de reunión pública, etc. 
(Gordillo, 1967, ix, p. 19).

La doctrina ha reconocido que los actos verbales tienen justificación en casos espe-
cíficos, como cuando convergen exigencias de eficacia e inmediatez. Es el caso de las ór-
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denes jerárquicas o en situaciones en que la autoridad se ve apremiada por circunstancias 
que le impiden la emisión inmediata de un proveído escrito. Asimismo, la economía pro-
cedimental puede legitimar la oralidad cuando el ordenamiento no exige forma específica 
y la naturaleza del acto tiene consecuencias inocuas.

Cabe mencionar que la autoridad debe actuar con cautela ante la colisión del princi-
pio de legalidad con el principio de informalidad de los procedimientos administrativos 
—el cual sostiene que la forma no constituye un elemento esencial per se, salvo cuando el 
ordenamiento la exija expresamente—, en cuyo caso el primero tiene preeminencia.  

Por otra parte, es válido considerar que el principio de libertad de forma relativa o 
formalismo moderado conduce a sostener que el acto lo es si cumple con sus elementos 
estructurales, como son la competencia, el objeto, la finalidad, la causa y la forma. Por ello 
hay que precisar que esta última por medio de un escrito sólo es indispensable cuando la 
norma la impone como requisito de validez. 

En entornos digitalizados se privilegia la trazabilidad de los procedimientos para los 
cuales es indispensable la documentación. El principio de legalidad administrativa deri-
vado del artículo 16 constitucional refuerza la exigencia de fundamentación y motivación 
cuando el acto afecte derechos. 

La obligatoriedad de la forma no sólo se deriva del derecho humano a la seguridad 
jurídica, también representa un desafío en el momento de su impugnación debido a la 
necesidad de constancia documental que lo acredite. 

Desde una perspectiva garantista, los actos administrativos verbales se deben anali-
zar a partir de su compatibilidad con los principios estructurales del Estado constitucional 
de derecho. En consecuencia, la exteriorización verbal de la voluntad administrativa no 
es por sí misma contraria al principio de legalidad, siempre que no se traduzca en una 
afectación a los principios que rigen la actuación pública.

La flexibilidad formal no significa una relajación del control jurídico. La ausencia ini-
cial de soporte documental no exime a la administración de la carga de la prueba. Corres-
ponde a la autoridad demostrar que su actuación se ajustó a los parámetros de legalidad, 
razonabilidad y proporcionalidad. La oralidad es un modo de manifestar la voluntad ad-
ministrativa, sujeta a constatación posterior y plenamente sometida al análisis mediante 
recursos administrativos o por la vía jurisdiccional.

Si, por una parte, la necesidad de formalizar el acto administrativo por escrito es por 
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razones de seguridad jurídica y para la probanza del acto, por otra, cabe reconocer que en 
la dinámica administrativa se requieren órdenes verbales en casos verdaderamente excep-
cionales, que en términos generales deben limitarse a instrucciones de servicio, en casos 
de urgencia o ante la imposibilidad material.

Características de los actos administrativos verbales 
La motivación es un derecho contra la arbitrariedad, vinculado con el derecho de defensa 
y con la posibilidad de control jurisdiccional. La autoridad administrativa está obligada, 
también en actuaciones verbales, a consignar las razones jurídicas y fácticas en que se 
sustenta su determinación, de tal forma que pueda ser sometida a un análisis exhaustivo 
y, en su caso, a una impugnación. 

Las obligaciones de transparencia son exigibles en los casos de las órdenes verbales 
cuando exista un objetivo de interés público; más aún, cuando la orden lleve implícita 
la restricción de derechos humanos, como puede ocurrir, por ejemplo, en los toques de 
queda. 

En los países donde se preserva el Estado de derecho está establecido un marco regu-
latorio que impone obligaciones estrictas de transparencia, concepto que se utilizó origi-
nalmente para garantizar la equidad administrativa y los procedimientos democráticos, 
pero que fue haciéndose extensiva a todas las actuaciones de carácter público. 

En síntesis, las características de la orden verbal son las que se describen enseguida.

Emergente
El estado de emergencia es una situación de extrema urgencia en que la salud, la vida, la 
propiedad o el medio ambiente corren grave riesgo y en la cual no es posible utilizar los 
métodos habituales para mantener la paz. Hay que actuar sin demora, y en estos casos sur-
gen múltiples órdenes verbales de instancias que van desde el presidente hasta el ejército y 
demás personal que participará en la salvaguarda de la población. En las intervenciones en 
casos de disturbios civiles o desastres nacionales, o cuando se presenta un nivel máximo 
de alerta, como el declarado por la Organización Mundial de la Salud (oms) en el caso del 
coronavirus sars-cov-2, es incontestable la necesidad de órdenes verbales. Lo mismo 
ocurre cuando la seguridad nacional y el orden público se ven gravemente amenazados 
como, por ejemplo, por una guerra o un desastre natural a gran escala, lo que imposibilita 
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el mantenimiento del orden por los medios habituales. El estado de emergencia otorga al 
presidente la facultad de dictar directamente medidas con efectos generales.

Excepcional
Un caso excepcional es un evento inusual, generalmente imprevisible, que se desvía de 
las normas, reglas o leyes vigentes. Ocurre independientemente de la voluntad de la co-
munidad o de la persona afectada y a menudo requiere una regulación especial, ya que la 
norma general no es aplicable.

Legal
La orden verbal dictada en situaciones de emergencia o de excepción no sólo está justi-
ficada, sino también apegada a derecho porque de lo que se trata es de salvaguardar un 
bien mayor. Los ordenamientos facultan y obligan al Estado a intervenir por los medios 
idóneos para resolver la situación, por lo cual las órdenes verbales en estos casos son 
viables.

Unilateral
Un acto administrativo verbal es una declaración unilateral de voluntad de la administra-
ción pública que, en un caso específico, en una relación jurídica de supremacía —subor-
dinación—, tiene efecto jurídico directo para los ciudadanos. Esta es la forma más común 
de acción administrativa que no requiere acuerdo. 

Inmediata
La inmediatez se refiere a la ausencia de pasos intermedios o demoras, ya sean espacia-
les, temporales —instantáneas— o causales. Significa que las órdenes verbales se emi-
ten directamente, sin intermediarios ni ayudas. No requieren mayor justificación. Esta 
característica implica una acción sin demora, una respuesta rápida tras un incidente o 
una acción. Se aplica en diversos ámbitos de la administración cuando no hay tiempo de 
imponer obligaciones por adelantado para lograr un objetivo público que permita preve-
nir o eliminar con urgencia un daño. Debe basarse en los principios de subsidiariedad y 
proporcionalidad.



Sin huella  documental. Órdenes v erbales internas… | Teresita Rendón Huerta	 117

Vinculante
Implica que la orden tiene carácter obligatorio, y la autoridad puede, legal y prácticamen-
te, hacer cumplir su decisión; por ejemplo, una orden o condición, si el ciudadano no la 
cumple voluntariamente. Presupone validez, fuerza legal o exigibilidad inmediata, y cons-
tituye la base de las medidas coercitivas.

Coercitiva 
En el acto verbal del Estado, previsto en los ordenamientos, esta característica se refiere 
a la imposición de obligaciones o la restricción de acciones independientemente de la 
voluntad de los ciudadanos, dictado con base en su autoridad legítima. Esto es necesario 
para mantener el orden social y el bienestar público, y debe justificarse bajo el principio 
del Estado de derecho. En el derecho administrativo la coerción administrativa legítima 
se utiliza para garantizar la efectividad de la voluntad del Estado, se aplica a todos los 
miembros de la sociedad y puede llegar a la toma de medidas que restringen los dere-
chos humanos. Por ejemplo, órdenes de cuarentena y restricciones comerciales o durante 
la propagación de enfermedades infecciosas, que de ninguna manera deben confundirse 
con una manifiestación de autoritarismo.

Marco jurídico
El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos protege contra 
la molestia en la persona, la familia, el domicilio, papeles o posesiones, y establece que 
sólo se puede proceder mediante un mandamiento escrito de la autoridad competente que 
funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Cuando los órganos del poder público emiten una resolución, la regla general es que 
conste por escrito, salvo en casos en que existan disposiciones especiales en otras leyes o 
reglamentos que establezcan otras hipótesis para su emisión. En caso de que la resolución 
se produzca en forma de documento electrónico, se debe obtener el consentimiento de las 
partes. En casos de celeridad o de poca importancia, podrá hacerse oralmente o por otros 
medios, como ya se ha mencionado. La finalidad es garantizar la equidad, transparencia 
y fiabilidad de la administración, así como proteger los derechos e intereses de los ciu-
dadanos, por lo que cualquier resolución emitida por un organismo administrativo que 
infrinja este requisito es, en principio, inválida por sus defectos graves y evidentes. 



118 		  RC | RENDICIÓN DE CUENTAS | Año 4, número 8, julio-diciembre de 2026 | Pp. 107-134

Conforme a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, «Artículo 3.- Son ele-
mentos y requisitos del acto administrativo: […] iv. Hacer constar por escrito y con la 
firma autógrafa de la autoridad que lo expida, salvo en aquellos casos en que la ley autorice 
otra forma de expedición». 

La omisión de los requisitos formales produce la nulidad del acto administrativo, la 
cual será declarada por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido.

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se presu-
mirá legítimo ni ejecutable; será subsanable, sin perjuicio de que pueda expedirse un nue-
vo acto. Aun cuando la ley de referencia señala en los dos últimos párrafos de su artículo 6 
que los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán 
hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa, esto 
está muy lejos de acatarse si se toma en cuenta que en la práctica es intimidante para un 
subordinado oponerse a cumplir la orden de un superior. Habría que pensar en lo difícil, 
si no imposible, que es que una persona esté dispuesta a perder su trabajo por desobedecer 
una orden.  

Conforme a la ley, la declaración de nulidad produce efectos retroactivos. En caso de 
que el acto se hubiera consumado, o bien sea imposible de hecho o de derecho retrotraer 
sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que la hubiere emiti-
do u ordenado. 

En el supuesto de que la orden verbal se dirija a un ciudadano, la ley referida establece 
que no tendrá obligación de cumplirla. 

En suma, los actos administrativos verbales son compatibles con el Estado de dere-
cho únicamente en los supuestos referidos.

Las órdenes verbales internas: cadena de silencio y corrupción 
Desde la óptica formal, el quehacer burocrático se ordena sobre los principios de jerar-
quía, legalidad, competencia y responsabilidad, que se materializan en procedimientos 
reglados y en la exigencia de que toda decisión administrativa conste por escrito y esté 
debidamente fundada, motivada y registrada, a fin de garantizar su trámite, control y 
posible revisión. Este diseño no sólo estructura la actuación de la administración, tam-
bién constituye un mecanismo de rendición de cuentas y protección de los derechos de 
los ciudadanos. En contraste, las decisiones informales adoptadas en el ámbito buro-
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crático —en particular las que se emiten de manera verbal y sin soporte documental— 
erosionan dichos principios al sustraerse de los circuitos formales de control, dificultar 
su verificación y debilitar los mecanismos de responsabilidad, lo cual genera espacios 
de opacidad que propician la desviación del ejercicio del poder público respecto de sus 
fines legítimos. 

Las órdenes verbales internas, en principio, como se ha expuesto, no son intrínse-
camente ilegales, ya que pretenden preservar el equilibrio entre eficacia administrativa y 
respeto a los derechos humanos, y son una herramienta inmediata indispensable para el 
desempeño de las funciones operativas. Pero la dinámica diaria fomenta las instrucciones 
verbales bajo el pretexto de la agilidad, la urgencia o la confianza jerárquica, y es ahí donde 
se abre la puerta a la opacidad y la corrupción. Al no haber huella del responsable, en caso 
de auditoría el superior puede negar que dio la orden y el subordinado quedar expuesto 
como único responsable de la ejecución. Es decir, se utiliza el poder del cargo para obligar 
al subordinado a realizar actos irregulares.

Las órdenes verbales internas suelen emplearse también como coacción diferenciada 
para otorgar beneficios discrecionales sin sustento legal, hacer compras directas injusti-
ficadas o contrataciones sin respaldo documental previo, autorizar pagos improcedentes, 
instruir alteraciones en procesos de licitación, suspender inspecciones, burlar procedi-
mientos sancionatorios o presionar para modificar dictámenes técnicos. En estos supues-
tos, la oralidad opera como mecanismo de elusión de controles formales. Y es cuando 
las instrucciones giradas oralmente se convierten en instrumentos de corrupción, que 
afectan el patrimonio público o derechos de terceros. 

La persistencia de órdenes verbales en asuntos que deberían constar por escrito refle-
ja un vacío normativo y una obediencia jerárquica que expone al subordinado a sanciones 
sin posibilidad de acreditar la existencia de la instrucción recibida.

Algunos mandatos verbales internos se dan en medio de la clandestinidad. En con-
textos donde prevalece una cultura jerárquica de obediencia, el subordinado queda ex-
puesto a sanciones por actos ejecutados sin poder acreditar que obedecía órdenes supe-
riores (Rose-Ackerman y Palifka, 2016). 

En tales circunstancias, la cadena de silencio también afecta la transparencia: «[…] la 
eficacia de las herramientas de transparencia debe fomentar el pensamiento crítico, con 
la finalidad de incidir en las decisiones gubernamentales, por medio de una participación 
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ciudadana activa y bien informada, que contribuya a la consolidación de un auténtico 
gobierno abierto» (Pérez, 2025, pp. 105-111). 

Hay subordinados que tratan de protegerse con que «sólo obedecían órdenes». Pero 
múltiples disposiciones legales establecen límites claros, en tanto que no están obligados 
a cumplir órdenes manifiestamente ilícitas, y si lo hacen es a sabiendas de que es ilegal, 
contraen responsabilidad administrativa y, en ocasiones, penal. De ahí que los subordi-
nados tengan el derecho y el deber de instar a que la orden se les entregue por escrito; 
en caso de que el superior se niegue, tendrá ya un indicio de que se trata de un acto de 
corrupción.

En determinadas circunstancias las órdenes verbales son instrumentos funcionales 
de gestión. Sin embargo, cuando se prescinde de la formalización escrita en decisiones con 
efectos jurídicos o patrimoniales, se tornan en un mecanismo propicio para la opacidad 
y, en consecuencia, para la corrupción administrativa. Por ello hay que insistir en que el 
problema no es la oralidad, sino su uso amañado para evitar trazabilidad, responsabilidad 
y control.

Se requieren reformas normativas y soluciones tecnológicas que aseguren la trazabi-
lidad de los actos administrativos, tales como el uso de firma electrónica, actas digitales, 
blockchain administrativo, sistemas de gestión documental y plataformas de denuncia 
confiables.

Es inaplazable avanzar hacia una agenda de prevención y mecanismos correctivos 
para erradicar esta práctica, fortalecer la cultura de integridad y profesionalizar el servicio 
público.

En la administración pública las órdenes verbales internas son una costumbre que 
afecta directamente la transparencia y responsabilidad en la toma de decisiones. 

En el desarrollo de la función administrativa hay actos que indefectiblemente de-
ben constar por escrito como elemento formal, como se ha establecido líneas arriba. Por 
ejemplo, una concesión, un contrato o un reglamento deben constar por escrito y reunir 
los demás requisitos que señalen las leyes. Esto mismo es válido para actos materiales de 
gestión no de la administración que no están sujetos a formalidad alguna, como son los 
casos de servicios de mantenimiento, aplicación de vacunas, atención al público, etcétera. 

Consecuentemente, las órdenes verbales, que se emiten de forma directa, entrañan 
riesgos. En principio, son las órdenes internas que se vinculan con los actos administrati-
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vos en estricto sentido, ya que no es lo mismo ordenar al personal de servicios que pode 
unos árboles que dar la orden de que se otorgue a una determinada persona un contrato 
de suministros. De ahí que no todas las órdenes verbales puedan tener el mismo trata-
miento jurídico. 

Es innegable que las órdenes verbales internas eliminan toda forma de control y, en 
consecuencia, de responsabilidad. 

Schedler (1999), politólogo reconocido por sus análisis sobre la incertidumbre en los 
regímenes electorales autoritarios, señala que al debilitarse los controles y la rendición de 
cuentas los gobiernos pueden operar sin supervisión, lo cual conduce a una mala gober-
nanza que, a su vez, sienta las bases de la anarcocracia, un régimen en el que el poder no 
está limitado por leyes o instituciones. 

A diferencia de otras formas democráticas, como las llamadas democracias populis-
tas o las delegativas, el gobierno representativo combina un marco institucional de auto-
rización del poder con uno orientado a asegurar la responsabilidad y receptividad de los 
agentes autorizados, de manera de que estos últimos se ajusten a la legalidad, el debido 
proceso y que sus decisiones reflejen las demandas ciudadanas (Peruzzotti, 2008, p. 3).

El vacío procedimental allana el camino a la discrecionalidad, que en muchos casos 
se convierte en zona fértil para la corrupción. 

El legislador ha sido omiso en regular la figura de la orden interna y establecer sus 
consecuencias y alcances. «Las redes de corrupción se nutren de este vacío: contratos di-
rigidos, desvíos presupuestales o tráfico de influencias suelen transmitirse verbalmente, 
de modo que no exista prueba documental del mandato. Así, los responsables directos 
quedan protegidos en la opacidad, mientras que los niveles inferiores asumen los costos 
legales y administrativos» (Villoria, 2006, p. 42). 

En los hechos, las redes de corrupción maniobran por medio de órdenes verbales 
para operar desvíos presupuestales, contratos a modo, favores políticos y designaciones 
de puestos en la administración. No quedan rastros documentales de la existencia de una 
instrucción, en tanto que los subordinados, quienes han sido coaccionados, quedan sin 
defensa ante el poder punitivo del Estado.   

La rendición de cuentas obliga a justificar y documentar las decisiones que gravitan 
en lo público, con la finalidad de garantizar que los agentes de la administración actúen 
conforme a derecho. Sin embargo, cuando la determinación se dicta verbalmente es im-
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posible constatar de dónde emanó y cómo se justifica. De ahí que la informalidad de las 
órdenes verbales sea una artimaña de opacidad, que impide fincar responsabilidades.

Desde la gobernanza democrática, ese estado de cosas muestra las divergencias entre 
lo dispuesto por la norma y las malas prácticas. De ahí que sea necesario pensar que la co-
rrupción no necesariamente empieza con un soborno; a menudo surge de una instrucción 
verbal dada desde un escritorio. Recuperar el imperio de la Constitución, la probidad, la 
ética y la legalidad es el primer peldaño para reconstruir la confianza en las instituciones.

Agenda de prevención y mecanismos correctivos
En instituciones donde impera la integridad como hábito y la profesionalización como 
imperativo no puede haber una orden sin huella documentada y sujeta a auditoría. 

La relación perversa entre órdenes verbales y corrupción sólo puede romperse por 
medio de una agenda de prevención y mecanismos correctivos que contemple, entre otras 
cosas: 1) soluciones tecnológicas contra la opacidad y para facilitar la fiscalización; 2) 
fortalecimiento del Estado de derecho; 3) uso de los avances tecnológicos —entre otros, 
firma electrónica, actas digitales, blockchain administrativo, sistemas de gestión digital y 
trazabilidad administrativa—; 4) protocolos; 5) profesionalización e integridad del servi-
dor público, y 6) un sólido sistema de denuncias. 

Soluciones tecnológicas contra la opacidad y para facilitar la fiscalización 
La opacidad de una orden verbal genera imprevisibilidad y procesos no claros de toma de 
decisiones. En consecuencia, se debe apostar por las soluciones tecnológicas para facilitar 
la fiscalización, así como para garantizar la fiabilidad y la rendición de cuentas. 

En las soluciones tecnológicas la transparencia puede ser de tres tipos: algorítmica, 
de datos y de obligaciones de divulgación. La transparencia algorítmica es «la capacidad 
de los actores internos o externos al desarrollo de un algoritmo para obtener información, 
supervisar, probar, criticar o evaluar la lógica, los procedimientos y el rendimiento de un 
sistema algorítmico con el fin de fomentar la confianza y aumentar la responsabilidad de 
los desarrolladores o controladores del sistema» (Valderrama et al., 2023, p. 8). 

Por su parte, la transparencia de datos consiste en:

[El] manejo claro, abierto y honesto de los datos dentro de una organización. Esto implica que las 
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empresas, los gobiernos y las instituciones divulguen cómo recopilan, almacenan, utilizan y com-
parten datos, garantizando que los usuarios, clientes y partes interesadas comprendan sus prácticas. 
En el mundo digital actual, la transparencia de los datos no es sólo un requisito de cumplimiento: 
es un factor fundamental para generar confianza, mantener la seguridad y garantizar operaciones 
comerciales éticas (Porter, 2025). 

Las obligaciones de divulgación, en la administración pública, buscan facilitar la 
comprensión de las actividades públicas mediante portales de transparencia, acceso a la 
información y publicaciones obligatorias. Estas obligaciones fueron establecidas para pre-
venir la corrupción y fortalecer la confianza, y frecuentemente incluyen la obligación de 
publicar contratos, dictámenes periciales y decisiones, respetando siempre la protección 
de datos. La divulgación promueve la participación democrática y pretende aumentar la 
eficiencia, así como garantizar la rendición de cuentas. 

De ahí que sea irrebatible la necesidad, en el sector público, de medios digitales que 
no den margen a órdenes internas verbales en la secrecía de los superiores a los subordi-
nados. Si bien hay sistemas informáticos que tienen como input la voz humana, este es un 
tema que abre otro debate, del cual no vamos a ocuparnos por el momento.

El asegurar la transparencia en una democracia es fundamental, ya que es una he-
rramienta para evaluar objetivamente las decisiones de las autoridades. En cuanto a la 
transparencia de las disposiciones orales, no es posible garantizar la calidad de los datos o 
verificar el cumplimiento normativo; sin embargo, el avance y la adopción generalizada de 
la tecnología en la administración pública genera expectativas positivas. 

La herramienta digital propuesta, si bien fortalece la trazabilidad y el control formal, 
presenta limitaciones relevantes en burocracias estatales, donde la diversidad de valores 
institucionales y prácticas arraigadas permite su evasión mediante subregistro, simulación 
de cumplimiento o desplazamiento de decisiones a canales informales. A ello se suman 
brechas de capacidad técnica y riesgos de discrecionalidad en la gestión de las propias 
plataformas, lo que reduce su eficacia si no se acompaña de mecanismos sólidos de super-
visión y responsabilidad.

Explorar medidas de transparencia basadas en la legislación y la tecnología sería un 
enfoque más realista y eficaz, lo que conduce a enfatizar la necesidad de una visión inno-
vadora en el diseño regulatorio futuro.
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Fortalecimiento del Estado de derecho 
En su artículo «Pasado y futuro del Estado de derecho», el jurista italiano Luigi Ferrajoli 
explica que con la expresión «Estado de derecho» se entienden, habitualmente, en el uso 
corriente, dos cosas diferentes que es oportuno distinguir con rigor. En sentido lato, dé-
bil o formal, «Estado de derecho» designa cualquier ordenamiento en el que los poderes 
públicos son conferidos por la ley y ejercitados en las formas y con los procedimientos 
legalmente establecidos.

En este sentido, correspondiente al uso alemán del término Rechtsstaat, son Estados de derecho 
todos los ordenamientos jurídicos modernos, incluso los más antiliberales, en los que los poderes 
públicos tienen una fuente y una forma legal. En un segundo sentido, fuerte o sustancial, «Estado 
de derecho» designa, en cambio, sólo aquellos ordenamientos en los que los poderes públicos es-
tán, además, sujetos a la ley (y, por tanto, limitados o vinculados por ella), no sólo en lo relativo a 
las formas, sino también en los contenidos (Ferrajoli, 2001, p. 31).

Agrega: 

En este significado más restringido, que es el predominante en el uso italiano, son Estados de dere-
cho aquellos ordenamientos en los que todos los poderes, incluido el legislativo, están vinculados 
al respeto de principios sustanciales, establecidos por las normas constitucionales, como la división 
de poderes y los derechos fundamentales (Ferrajoli, 2001, p. 31).

Son elementos fundamentales del Estado constitucional de derecho los siguientes: 
1) el reconocimiento de la superioridad y preeminencia de los valores éticos del derecho; 
2) la voluntad de asumir soberanamente como propios dichos valores; 3) un conjunto de 
reglas que permitan hacer realidad tales valores dentro de una comunidad determinada, 
y 4) esas reglas se deben derivar de la constitución política de cada país, y en su conjunto 
forman el derecho positivo.

Los principios fundamentales que deben cumplirse y de los que debe partir la for-
mulación de tales reglas en un Estado constitucional de derecho son los siguientes: 1) la 
existencia de una constitución escrita y rígida, que determine con claridad cuáles son los 
órganos del Estado; 2) la delimitación legal de las correspondientes atribuciones y compe-
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tencias; 3) la supremacía constitucional sobre cualquier otra norma, es decir, la sujeción 
de todo el orden jurídico a la ley fundamental, lo que implica que se ajusten a ella todas 
las leyes, reglamentos, decretos y demás disposiciones de carácter general;1 4) la previsión 
constitucional de los derechos fundamentales; 5) el reconocimiento del principio de lega-
lidad, que se traduce en la prohibición a las autoridades de actuar sin fundamento; 6) el 
respeto irrestricto a la garantía de audiencia, que impide privar a alguien de sus derechos 
sin previo juicio en que se le conceda la oportunidad de defenderse; 7) el equilibrio del 
poder público y la división de las tres funciones fundamentales, con un sistema de frenos 
y contrapesos para evitar abusos y extralimitaciones; 8) el establecimiento de mecanis-
mos de participación de la ciudadanía en los asuntos públicos mediante una organización 
electoral confiable, para el logro de un gobierno auténticamente representativo; 9) la plu-
ralidad, veracidad y libre competencia de los medios de información; tales como la radio, 
internet, televisión, prensa, etc., que permitan no sólo el conocimiento de las actividades 
gubernamentales, sino también su vigilancia y seguimiento, y 10) el establecimiento, tanto 
en la constitución como en las demás leyes, de un sistema de impugnaciones tanto juris-
diccionales como en sede administrativa.

El orden constitucional mexicano asume y garantiza todos y cada uno de los elemen-
tos constitutivos del Estado constitucional de derecho, y tiene el principio de legalidad 
como fundamento de la actuación de los órganos estatales. 

La consolidación del Estado constitucional de derecho implica salvaguardar los dere-
chos humanos, la separación de poderes y la democracia. Entre los aspectos esenciales del 
Estado de derecho están, además, el fortalecimiento de los sistemas judiciales indepen-

1 Antonio Pérez Luño (2016) refiere que históricamente el dogma de la plenitud del derecho emerge 
con el iusnaturalismo racionalista de la Edad Media, para el cual la razón humana bastaba para 
extraer normas que cubrieran todas las ramas del ordenamiento jurídico. Dice que el fenómeno de 
la codificación supuso una plasmación concreta de dicho dogma y una confianza mayor en la posi-
bilidad de abarcar en los códigos todas las situaciones sociales de relevancia jurídica; sin embargo, 
la rápida evolución de la realidad social durante el siglo xix hizo ineficaces las normas del primer 
liberalismo, incapaces de regular sobre todo las nuevas situaciones laborales, y sirvió para demostrar 
la imposibilidad de lograr la plenitud jurídica. Siempre habrá casos no previstos en los ordenamien-
tos y la necesidad de integrar el orden jurídico recurriendo a las fuentes supletorias del derecho.
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dientes, los procedimientos de revisión constitucional y la protección de la sociedad civil. 
Busca prevenir la arbitrariedad de los poderes públicos y fomentar una cultura comparti-
da de orden, ley y respeto a las instituciones. Abarca las fuerzas del orden, las medidas an-
ticorrupción, y busca eliminar las prácticas arbitrarias, entre ellas, por ejemplo, la emisión 
de órdenes verbales en los términos señalados. 

Los desafíos contemporáneos a la seguridad internacional, en la medida en que se 
materializan en violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos y la persistencia 
de amenazas terroristas de alcance transnacional, imponen la necesidad de reorientar las 
respuestas estatales e internacionales hacia un paradigma centrado en los derechos huma-
nos y la seguridad, entendidos como un compromiso normativo y operativo ineludible 
con su protección, garantía y promoción efectiva.

Nada más preocupante que el debilitamiento del poder judicial y el desmantelamien-
to de los controles y equilibrios democráticos, la insuficiencia de los esfuerzos para com-
batir la corrupción, el uso indebido de programas de control de la población y el espionaje 
con fines políticos. Además de estas circunstancias, es indispensable tener presente que 
estamos en una nueva era, en que la presión geopolítica bajo la cual debe seguir funcio-
nando el Estado y protegiendo su arquitectura democrática implica, fundamentalmente, 
una nueva orientación hacia la defensa proactiva de los valores del Estado constitucional.

Un Estado democrático de derecho es aquel que asegura las libertades políticas de la ciudadanía, 
los derechos civiles de la población y establece redes universales para el ejercicio de la responsabi-
lidad política, legal y administrativa de las personas investidas con autoridad y para el ejercicio de 
la rendición de cuentas. Es decir, provee garantías para el ejercicio del status de la ciudadanía bajo 
la dominación legal del Estado democrático. Como tal, se distingue de la ausencia del Estado de 
derecho, que torna imposible la existencia de una democracia, así como del Estado de derecho an-
tidemocrático. En este último, el Poder Judicial aplica leyes antidemocráticas a la ciudadanía, que 
sancionan limitaciones al ejercicio de los derechos civiles y políticos, y legitiman la falta de control 
ciudadano sobre el poder político (Núñez y Zeledón, 1999, p. 197).

Para combatir la erosión del Estado de derecho y abordar estos desafíos es urgente ir 
más allá del marco vigente e implementar un conjunto de medidas jurídicas, sistematizar 
los instrumentos existentes y examinar las circunstancias actuales para salvaguardarlo.
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Uso de los avances tecnológicos, entre otros: firma electrónica, actas digitales, 
blockchain administrativo, sistemas de gestión digital y trazabilidad administrativa
La cuarta revolución industrial, en la que tecnologías digitales como la inteligencia artifi-
cial (ia), el blockchain y el big data emergen como elementos clave del desarrollo socioe-
conómico, se está convirtiendo en un tema de gran importancia a nivel mundial. 

El concepto de revolución industrial está ligado a cambios en las condiciones tecno-
lógicas de producción. A lo largo de la historia hemos visto varios procesos de transfor-
mación radical en que el avance tecnológico ha impactado sustancialmente en las condi-
ciones materiales y sociales de producción.  

Las expresiones que se utilizan habitualmente para referirse a la adopción de estas tecnologías —de 
la industria 4.0— en la producción manufacturera son: fabricación avanzada, fábrica inteligente o 
I4.0 (onudi, 2020). Las tecnologías habilitadoras o que se asocian a la industria 4.0 son: robótica, 
internet de las cosas, manufactura aditiva, grandes bases de datos (big data), computación en la 
nube e inteligencia artificial (Basco et al., 2018, p. 24).

En el ámbito gubernamental se están desarrollando diversas estrategias para respon-
der a los cambios actuales. En esta era hiperconectada, la cantidad de datos en los sectores 
industrial, administrativo y cultural está en pleno auge. La automatización de trámites no 
sólo está reemplazando el trabajo físico humano, sino también facilitando el juicio inte-
lectual. En consecuencia, tal automatización se presenta como una buena solución para 
eliminar las órdenes verbales. Se está utilizando en administraciones gubernamentales 
de todo el mundo, lo que sienta las bases para la adopción de sistemas automatizados en 
constante evolución. Por ello, muchos países están introduciendo sistemas automatizados 
en sus administraciones y ampliando su alcance a la toma de decisiones.

En este contexto, existe la necesidad de una revisión procedimental de las actuaciones 
administrativas, que se reconocen como conceptos clave en el centro de las operaciones 
públicas. Por ello, la toma de decisiones automatizadas elimina toda posibilidad de emitir 
órdenes verbales en la clandestinidad y reduce significativamente el riesgo de corrupción. 

La automatización de procesos utiliza flujos de trabajo para simplificar y acelerar, así 
como para dar solución a tareas repetitivas. Aumenta la eficiencia, reduce costos y mejora 
la precisión, pues libera a los empleados de tareas que consumen mucho tiempo.   
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Avances tecnológicos como las firmas electrónicas, los registros digitales, el block-
chain, los sistemas de gestión digital y la trazabilidad se están integrando para mejorar la 
confianza, transparencia y eficiencia en las administraciones públicas actuales. En parti-
cular, la tecnología de registro distribuido, centrada en la tecnología blockchain, combina 
la resistencia a la manipulación y la transparencia, y se utiliza en una amplia gama de 
aplicaciones, desde contratos hasta la gestión de la cadena de suministros. De ahí que el 
uso de estos medios como vías obligatorias en la gestión pública elimine la posibilidad de 
las órdenes que han sido objeto de esta investigación. 

La digitalización del procedimiento administrativo mediante su registro digital obli-
gatorio, con sellado automatizado de tiempo, identificación del emisor, trazabilidad y 
campos estructurados de fundamentación y motivación, reduce las oportunidades de co-
rrupción, pues cierra tres brechas críticas: 1) elimina la opacidad propia de la oralidad al 
generar evidencia verificable; 2) acota la discrecionalidad indebida al exigir justificación 
ex ante, y 3) incrementa la probabilidad de detección y sanción a través de auditorías ex 
post. Causalmente, al elevar los costos de desviación y disminuir los espacios no docu-
mentados, la automatización desincentiva prácticas corruptas. No obstante, su eficacia 
depende de controles independientes, integridad de las personas servidoras públicas y 
sanciones efectivas.

Protocolos de gestión gubernamental 
Otro elemento en la agenda de prevención y mecanismos correctivos es la necesidad de 
que se contemplen, entre otros, protocolos en procedimientos digitalizados de cero pa-
peles en los que toda instrucción relevante deba pasar por un flujo de aprobación digital 
con firma electrónica. Un protocolo de formalización debe establecer que, ante una orden 
verbal dudosa, el subordinado envíe un correo electrónico de confirmación en el cual 
mencione: «Siguiendo su instrucción verbal de esta tarde, le informo que he procedido a 
realizar tal acción…». En caso de que no haya respuesta, o bien de que se rechace, queda 
ya un registro.

Puesto que los actos administrativos crean o restringen unilateralmente los derechos 
y las obligaciones de los ciudadanos, su contenido debe ser claro. Los documentos oficia-
les se utilizan para permitir la verificación retrospectiva y garantizar una administración 
pública adecuada.
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Un protocolo es esencial para estandarizar la calidad del trabajo, optimizar procedi-
mientos, reducir y, en su momento, llegar a evitar las órdenes internas verbales.  

Profesionalización e integridad del servidor público
El servicio público es una actividad atractiva para los jóvenes gracias a los ingresos esta-
bles y las prestaciones que otorga. Pero es un ámbito en el que no se debe improvisar, por 
lo que necesariamente ellos deben tener una formación y diversas especializaciones en los 
puestos técnicos, así como capacitaciones quienes van a los servicios operativos. 

La especialización en la función pública implica asignar y desarrollar personal con 
altos niveles de conocimientos y habilidades especializadas en campos específicos —jurí-
dico, médico, informático, financiero, técnico y otros— para afrontar unos retos adminis-
trativos cada vez más complejos; como son los casos de las epidemias, la transformación 
digital y la internacionalización, entre otros. 

La profesionalización de los servidores públicos garantiza una administración eficaz, 
neutral y respetuosa de la ley mediante el cumplimiento de los requisitos específicos de 
formación y, en su caso, especialización: generalmente estudios formales de educación 
superior y exámenes de acceso a la carrera administrativa. Pero no sólo se requiere la pro-
fesionalización y actualización, sino primordialmente un comportamiento íntegro. 

La integridad es un valor democrático a favor de los intereses de la sociedad:

[Es] un comportamiento alineado con los estándares fundamentales (morales) prescritos por una 
organización, ocupación o profesión. […] La integridad se considera, además, autoiniciativa. Des-
de esta perspectiva, el mero hecho de seguir órdenes autoritarias alineadas con los estándares mo-
rales fundamentales no constituiría integridad. Sin embargo, desafiar órdenes autoritarias que no 
se alinean con los estándares morales sí reflejaría integridad (Darr et al., 2021).

El contenido de la integridad, al igual que el concepto de corrupción, es difícil de re-
sumir en una definición general aplicable a todos los ámbitos. Para comprender la ampli-
tud del término es recomendable relacionar el concepto de integridad con los conceptos 
de moralidad y de ética. 

Como la democracia, la integridad no es un punto de llegada que, una vez alcanzado, 
nos permita cruzarnos de brazos. Es un valor fundamental de las personas probas que no 
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se logra por medio de amenazas ni de castigos y que proviene de la más íntima convicción 
del bien y el mal. Un servidor público sabe qué es lo que afecta a las instituciones e iden-
tifica los riesgos; de ahí que no lo muevan los controles férreos ni los sistemas de control, 
la protección más fuerte es su solidez moral. La apuesta está en un cambio a una cultura 
basada en la integridad en el sector público. El concepto de integridad se ha incorporado 
en otros países como parte de un quiz de acceso a la función pública. La integridad ha 
cobrado protagonismo en las instituciones públicas y está teniendo un impacto creciente 
en la cultura organizacional del sector público.

Sólido sistema de denuncias
Cuando se produce una inconformidad se deben dar todas las facilidades para denunciar 
e implementar un proceso de acción correctiva. Las denuncias también proporcionan in-
formación detallada sobre los puntos neurálgicos de la administración. 

Un sistema de denuncias debe ser transparente, estar disponible públicamente para 
todas las personas y brindar información sobre los medios de presentación y los puntos de 
la denuncia. Tal sistema debe ser accesible para los posibles reclamantes. La información 
sobre la presentación y resolución de denuncias debe estar al alcance de todos, ha de ser 
fácil de entender y utilizar.

Al recibirse una denuncia, se debe notificar de inmediato al reclamante y gestio-
narla con prontitud. Cada denuncia debe gestionarse de forma objetiva e imparcial y 
gratuitamente. La información personal del denunciante debe utilizarse sólo para el caso 
concreto. La administración pública debe adoptar un enfoque centrado en el ciudadano, 
recibir la retroalimentación y demostrar su compromiso de resolver las denuncias. La 
rendición de cuentas, en el caso de las denuncias, debe estar claramente establecida. La 
mejora continua del proceso de gestión de denuncias debe ser un objetivo permanente 
del sector público.

En estos sistemas siempre es recomendable contar con un centro de llamadas y mu-
cho contacto con la ciudadanía. 

Otro punto importante es la protección del denunciante —whistleblowing— y forta-
lecer las contralorías internas para que un servidor público pueda reportar órdenes irre-
gulares sin miedo a represalias o de ser despedido. 
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Conclusiones 
1.	 Las órdenes verbales constituyen actos administrativos carentes de forma escrita, 

pero que representan manifestaciones de voluntad de la autoridad con carácter ex-
cepcional y potencialmente vinculante. Su utilización sólo se justifica en situaciones 
específicas en las que concurren exigencias de eficacia, inmediatez o circunstancias 
extraordinarias que impiden la emisión inmediata de un acto formal. En estos casos 
la oralidad puede ser admisible como modalidad de expresión de la voluntad ad-
ministrativa, siempre que posteriormente sea confirmada por escrito y sujeta a los 
principios de legalidad, razonabilidad y proporcionalidad.

2.	 La doctrina administrativa reconoce que este tipo de actos puede resultar necesario 
en contextos operativos urgentes, como en materia de seguridad, protección civil, 
movilidad, salud pública o prestación de servicios esenciales. No obstante, su validez 
depende de que exista fundamento normativo expreso y la actuación administrativa 
pueda ser verificada posteriormente por medio de mecanismos de control adminis-
trativo o jurisdiccional.

3.	 Sin embargo, cuando las órdenes verbales sustituyen indebidamente procedimientos 
formales generan serios riesgos para la legalidad, la seguridad jurídica y la transpa-
rencia. La ausencia de registro documental favorece la opacidad, debilita los mecanis-
mos de responsabilidad administrativa y puede facilitar prácticas de corrupción tales 
como autorizaciones discrecionales, contrataciones sin sustento documental, pagos 
improcedentes o interferencias indebidas en procedimientos administrativos.

4.	 La persistencia de instrucciones verbales en ámbitos donde debería existir constan-
cia escrita evidencia vacíos normativos y una cultura administrativa basada en la 
obediencia jerárquica, que expone a los subordinados a responsabilidades sin posi-
bilidad de acreditar la instrucción recibida. Si bien los servidores públicos no están 
obligados a cumplir órdenes manifiestamente ilícitas, la práctica demuestra que la 
falta de formalización de estas instrucciones dificulta la delimitación de responsabi-
lidades.

5.	 En este contexto, es indispensable fortalecer los mecanismos institucionales que ga-
ranticen la trazabilidad de las decisiones administrativas. La incorporación de he-
rramientas tecnológicas como la firma electrónica, las actas digitales, los sistemas de 
gestión documental, el uso de tecnologías de registro distribuido (blockchain admi-
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nistrativo) y plataformas confiables de denuncia, puede contribuir significativamente 
a reducir la opacidad y mejorar los sistemas de fiscalización y control.

6.	 La automatización de procesos administrativos ofrece una vía eficaz para limitar la 
discrecionalidad indebida, ya que establece flujos de trabajo verificables que docu-
mentan cada etapa de la toma de decisiones. Estos sistemas no sólo incrementan la 
eficiencia institucional, también reducen la posibilidad de que instrucciones infor-
males operen al margen de los procedimientos legales.

7.	 Los sistemas automatizados no suprimen la racionalidad limitada, pero la mitigan al 
estandarizar decisiones, proveer información relevante en tiempo real y reducir erro-
res y sesgos procedimentales. Aun así, pueden introducir nuevas distorsiones, como 
la rigidez algorítmica o sesgos de diseño, por lo que requieren supervisión humana y 
gobernanza fuerte. 

8.	 El expediente electrónico, que contiene alertas de plazos y trazabilidad de actuacio-
nes, puede reducir la corrupción al hacer visibles los tiempos y las omisiones y activar 
consecuencias automáticas; sin embargo, no la elimina por completo si persisten los 
incentivos para retrasar o simular cumplimiento. En suma, la tecnología es condición 
habilitante, no garantía suficiente: su impacto depende del entorno institucional y el 
régimen de responsabilidades. 

9.	 En consecuencia, romper la relación entre órdenes verbales indebidas y prácticas de 
corrupción exige una agenda integral de prevención que combine reformas norma-
tivas, fortalecimiento del Estado de derecho, profesionalización del servicio público, 
cultura de integridad y adopción de tecnologías orientadas a la transparencia y la tra-
zabilidad administrativa. Sólo mediante estos mecanismos será posible restablecer la 
primacía de la legalidad, la ética pública y la confianza ciudadana en las instituciones.
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Resumen. El artículo analiza la evolución del concepto de corrupción en el discurso gubernamen-
tal mexicano a lo largo de cinco administraciones presidenciales (2000-2024), con el propósito 
de identificar los cambios en los marcos interpretativos que orientaron el diseño de las políticas 
anticorrupción. La investigación adoptó un enfoque cualitativo-comparativo sustentado en el aná-
lisis argumentativo del discurso, aplicado a lo expresado por el titular del poder ejecutivo. El estu-
dio analiza las transformaciones conceptuales del fenómeno, desde interpretaciones centradas en 
la conducta individual hasta enfoques sistemáticos, institucionales y preventivos. Los resultados 
muestran que cada administración ha construido una narrativa específica que influyó en la orien-
tación de las estrategias anticorrupción, la cual pasó de enfoques moralizantes a modelos basados 
en el fortalecimiento institucional, la coordinación intergubernamental y la modificación de in-
centivos organizacionales. Asimismo, se identificó la persistencia de patrones de argumentación 
recurrentes, lo que sugiere la existencia de una matriz discursiva relativamente estable en la que el 
gobierno define el problema de la corrupción. Se concluye que, pese al avance conceptual, persiste 
una brecha entre la formulación del discurso y la implementación efectiva de políticas públicas, lo 
que limitó la capacidad de las estrategias anticorrupción para producir resultados sostenibles en 
el tiempo. 
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The discursive construction of corruption in México: 
a comparative analysis of government discourse 
and its impact on anti-corruption policies, 2000-2024

Abstract. This article analyzes the evolution of the concept of corruption in Mexican governmental 
discourse across five presidential administrations (2000-2024), with the aim of identifying changes 
in the interpretative frameworks that guided the design of anti-corruption policies. The research 
adopted a qualitative-comparative approach based on argumentative discourse analysis, applied 
to the statements made by the head of the executive branch. The study examines the conceptu-
al transformations of the phenomenon, from interpretations centered on individual behavior to 
systemic, institutional, and preventive approaches. The results show that each administration con-
structed a specific narrative that influenced the orientation of anti-corruption strategies, moving 
from moralizing perspectives to models based on institutional strengthening, intergovernmental 
coordination, and the modification of organizational incentives. Likewise, the persistence of re-
current argumentative patterns was identified, suggesting the existence of a relatively stable dis-
cursive matrix through which the government defines the problem of corruption. It is concluded 
that, despite conceptual progress, a gap persists between discourse formulation and the effective 
implementation of public policies, which has limited the capacity of anti-corruption strategies to 
produce sustainable results over time.

Keywords: corruption, public policy, discourse analysis, governance, México.  

Introducción
El combate a la corrupción se ha consolidado como una prioridad en la agenda pública 
mexicana desde la alternancia política del año 2000. A partir de entonces, cada adminis-
tración federal ha formulado diagnósticos, marcos interpretativos y estrategias discursi-
vas diferenciadas para enfrentar un fenómeno que se ha asociado en forma recurrente al 
debilitamiento institucional, la pérdida de confianza ciudadana y las limitaciones en los 
resultados de las políticas públicas. Aunque existe consenso en considerar la corrupción 
como un problema estructural, las definiciones de los distintos gobiernos han variado de 
manera significativa e influido directamente en el diseño y la orientación de las estrategias 
anticorrupción.   

El estudio de estas transformaciones es relevante porque la forma como el gobierno 
define un problema público puede condicionar los instrumentos que utilice para enfren-
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tarlo. En este sentido, el análisis del discurso gubernamental permitió identificar los mar-
cos interpretativos que orientaron la formulación de políticas públicas y argumentos que 
legitiman las acciones del gobierno en materia de rendición de cuentas, transparencia y 
gestión administrativa.

El presente artículo estudia la evolución del concepto de corrupción en el discurso 
presidencial mexicano entre los años 2000 y 2024, a partir de un análisis comparativo 
de cinco administraciones federales. La investigación adoptó un enfoque cualitativo 
basado en el análisis del discurso y el modelo argumentativo de Toulmin, aplicado al 
discurso del poder ejecutivo. El objetivo fue identificar los cambios en la conceptuali-
zación del fenómeno y analizar su relación con la orientación de las políticas públicas 
anticorrupción.

Los resultados muestran una transición de interpretaciones centradas en la conduc-
ta individual hacia enfoques sistemáticos, institucionales y preventivos, lo que refleja un 
proceso de sofisticación conceptual en la forma como el gobierno mexicano construye 
el problema de la corrupción. Sin embargo, también se observa que persiste una brecha 
entre la formulación discursiva y la implementación efectiva de políticas, lo que limitó la 
capacidad de las estrategias anticorrupción para producir resultados institucionalizados.

El artículo se organiza en esta introducción y tres apartados. En el primer apartado se 
presenta el marco conceptual y metodológico; en el segundo y sus subapartados se analiza 
la evolución del discurso anticorrupción en cuatro administraciones presidenciales y la 
que acaba de iniciar, y en el tercero se presenta la relación entre el discurso gubernamen-
tal, la gobernanza y la evolución de las políticas anticorrupción. Se finaliza con las conclu-
siones del estudio. 

Corrupción, discurso gubernamental y políticas públicas: 
un enfoque desde la gobernanza
El estudio de la corrupción ha evolucionado desde interpretaciones centradas en conduc-
tas individuales hasta enfoques que la conciben como un complejo problema público, vin-
culado al funcionamiento institucional, los incentivos organizacionales y las interacciones 
entre gobierno, sociedad y mercado. En este sentido, la literatura contemporánea coincide 
en que la corrupción no puede entenderse sólo como un acto ilegal o inmoral, sino tam-
bién como un fenómeno estructural que surge en contextos en que las reglas formales e 
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informales permiten el uso indebido del poder político para obtener beneficios privados 
(Rose-Ackerman, 1999).

Desde la perspectiva de las políticas públicas, la corrupción se define como un pro-
blema colectivo cuya existencia afecta la capacidad del gobierno de proveer bienes públi-
cos, debilita la credibilidad de las instituciones y distorsiona el proceso de toma de deci-
siones de las políticas públicas. De acuerdo con Johnston (2005), las formas que adopta la 
corrupción dependen del tipo de régimen político, el nivel de desarrollo institucional y los 
arreglos del poder existentes en cada sociedad. Por ello, en el análisis de la corrupción es 
necesario considerar no sólo los actos individuales, sino también los contextos políticos y 
administrativos que facilitan su reproducción.

La literatura del institucionalismo ha destacado que la persistencia de prácticas co-
rruptas se relaciona con la debilidad de las reglas formales, la falta de controles y la exis-
tencia de incentivos que favorecen el uso discrecional del poder. North (1990) afirma 
que las instituciones constituyen el marco que regula la interacción social, y que cuando 
las reglas son ambiguas o carecen de mecanismos de cumplimiento los actores tienden a 
adoptar comportamientos oportunistas. En consecuencia, el combate a la corrupción im-
plica modificar los arreglos institucionales que generan oportunidades para el abuso del 
poder político, más que limitarse a sancionar conductas individuales. 

En este contexto, el concepto de gobernanza ha adquirido relevancia en el estudio 
de la corrupción, al enfatizar la interacción entre múltiples actores en el diseño y la im-
plementación de políticas públicas. La gobernanza se refiere a mecanismos mediante los 
cuales el gobierno coordina la acción colectiva, regula la actividad económica y garantiza 
el suministro de bienes públicos en colaboración con la sociedad y el mercado. Desde esta 
perspectiva, la corrupción representa una falla de gobernanza en la medida en que altera 
los procesos de decisión, debilita la rendición de cuentas y reduce la eficiencia de las ins-
tituciones (oecd, 2017).

Rothstein (2011) señala que los sistemas políticos con altos niveles de capacidad ins-
titucional se caracterizan por la imparcialidad en la aplicación de normas y por la exis-
tencia de burocracias profesionales capaces de actuar con autonomía frente a los intereses 
particulares. En contraste, cuando las decisiones de políticas se encuentran influidas por 
redes clientelares o relaciones patrimoniales la probabilidad de corrupción aumenta. Por 
ello las políticas anticorrupción más efectivas son las orientadas a fortalecer la capacidad 
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estatal, mejorar la transparencia y establecer controles que reduzcan la discrecionalidad 
administrativa.

Desde el enfoque de la gobernanza, la corrupción también debe analizarse como un 
problema de incentivos. Mungiu-Pippidi (2015) argumenta que las prácticas corruptas 
persisten cuando los beneficios de incumplir las reglas son mayores que los costos de 
respetarlas. En consecuencia, las estrategias anticorrupción deben modificar las condicio-
nes en que los actores toman decisiones mediante reformas institucionales, mecanismos 
de control y sistemas de rendición de cuentas que hagan menos probables las conductas 
ilícitas. 

Además de su dimensión institucional, la corrupción es un fenómeno discursivo, en 
la medida en que su definición depende de la forma en que los actores políticos cons-
truyen el problema y justifican las acciones encaminadas a enfrentarlo. El discurso gu-
bernamental cumple una función central en la formulación de políticas públicas, ya que 
permite establecer diagnósticos, legitimar decisiones y orientar la acción del gobierno. 
De acuerdo con Fairclough (1995), el análisis del discurso político posibilita identificar 
los marcos interpretativos que condicionan la manera en que los problemas públicos son 
comprendidos y atendidos. 

En el ámbito de la política anticorrupción, el discurso gubernamental no sólo des-
cribe el fenómeno, también contribuye a definir estrategias consideradas legítimas para 
combatirlo. Rose-Ackerman (1999) señala que las respuestas estatales frente a la corrup-
ción pueden adoptar diferentes orientaciones, desde enfoques punitivos centrados en la 
sanción hasta modelos preventivos basados en la modificación de incentivos y el fortale-
cimiento de las instituciones. La elección de una u otra estrategia depende en gran medida 
de la manera en que el problema es conceptualizado por el gobierno.

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (oecd, 2017) ha 
promovido un enfoque integral de políticas anticorrupción que combina transparencia, 
rendición de cuentas, control administrativo y participación ciudadana. Este enfoque parte 
del supuesto de que la corrupción no puede erradicarse únicamente por medio de leyes 
más estrictas, sino que requiere sistemas de gobernanza que reduzcan la discrecionalidad, 
fortalezcan la integridad pública y garanticen la supervisión efectiva del ejercicio del poder.

En este sentido, el análisis del discurso gubernamental permite observar que los dis-
tintos gobiernos definen la corrupción como problema público y cómo sus definiciones 
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influyen en el diseño de las políticas anticorrupción. La forma como se conceptualiza el 
fenómeno condiciona el tipo de soluciones propuestas, los instrumentos utilizados y los 
actores involucrados en su implementación.

A partir de este marco conceptual (véase cuadro 1), el presente estudio analiza la 
evolución del concepto de corrupción en el discurso presidencial de México entre los años 
2000 y 2024, con el propósito de identificar los marcos interpretativos que han orientado 
las políticas públicas anticorrupción en cinco administraciones federales. Se parte de la 
premisa de que el discurso político constituye un elemento central en la definición del 

Cuadro 1. Categorías para el análisis del discurso gubernamental sobre corrupción
Categoría Definición teórica Autor de referencia Aplicación en el estudio

Corrupción como 

problema público.

Uso indebido del poder público que afecta 

el suministro de bienes públicos.

Rose-Ackerman (1999). Permite analizar cómo cada gobierno 

define la corrupción.

Corrupción como 

fenómeno institucional.

Resultado de reglas débiles, incentivos 

inadecuados y falta 

de controles.

North (1990), 

Rothstein (2011).

Identificar si el discurso es individual o 

estructural.

Gobernanza. Capacidad del gobierno para coordinar 

actores y garantizar rendición de cuentas.

oecd (2017). Analizar el tipo de política anticorrupción 

propuesto.

Discurso político. Construcción semántica que define proble‑

mas y legitima políticas.

Fairclough (1995). Examinar cómo se justifica la estrategia 

anticorrupción

Políticas anticorrupción. Conjunto de instrumentos para prevenir, 

controlar o sancionar corrupción.

Rose-Ackerman (1999), oecd (2017) Clasificar el tipo de respuesta 

gubernamental.

Enfoque individual. Corrupción atribuida a conductas perso‑

nales.

Johnston (2005). Identificar discursos moralizantes.

Enfoque sistémico. Corrupción como problema estructural. Johnston (2005), 

Rothstein (2011).

Identificar discursos integrales.

Enfoque institucional. Respuesta basada en normas y organiza‑

ciones.

oecd (2017). Analizar reformas legales.

Enfoque preventivo. Reducción de incentivos y discrecionalidad. Mungiu-Pippidi (2015), oecd (2017) Analizar políticas recientes.

Estructura argumenta‑

tiva.

Tesis, evidencia, garantía y respaldo. Toulmin (1958). Analizar lógica del discurso presidencial.

Fuente: Elaboración propia con base en las fuentes consultadas.
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problema público y que los cambios en su conceptualización reflejan transformaciones en 
la forma como el gobierno mexicano entiende la gobernanza, la rendición de cuentas y el 
control del poder político.

El estudio adoptó un enfoque cualitativo-comparativo orientado al análisis del dis-
curso gubernamental sobre la corrupción en México durante el período 2000-20024. La 
investigación es sobre el análisis de políticas públicas y el análisis crítico del discurso, bajo 
el supuesto de que la forma como los gobiernos definen un problema público influye en 
el tipo de instrumentos que utilizan para enfrentarlo. En consecuencia, el objetivo me-
todológico fue identificar los cambios en cómo conceptualiza la corrupción el discurso 

presidencial y analizar su relación con la orientación 
de las políticas anticorrupción.

Se utilizó un diseño comparativo longitudinal 
que permitió analizar la evolución del discurso en 
dicho período. Este diseño facilitó la identificación 
de continuidades y rupturas en los marcos interpre-
tativos utilizados para definir la corrupción como 
problema público, así como las variaciones en las 
estrategias de políticas públicas asociadas a cada pe-
ríodo. En el análisis se aplicó el modelo argumentati-
vo de Toulmin (1958), lo que permitió reconstruir la 
estructura lógica del discurso mediante la identifica-
ción de tesis, evidencia, garantías y respaldos. 

El corpus se integró a partir de la revisión del 
discurso de toma de posesión de cada gobierno, en 
el apartado en que aparece como tema central la co-
rrupción, y de una revisión hemerográfica de la re-
producción del discurso presidencial sobre corrup-
ción y las soluciones aplicadas para su solución. Se 
revisaron los diarios mexicanos La Jornada, Reforma 
y El Economista, el español El País y la revista Pro-
ceso. Las unidades de análisis fueron los enunciados 
discursivos relacionados con la corrupción, entendi-
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dos como fragmentos que definen el fenómeno y explican sus causas. Los criterios de 
selección fueron la relevancia de hacer referencia al problema de la corrupción; el carácter 
de ser pronunciado únicamente por el presidente de la república; la representatividad del 
discurso de toma de posesión y las notas referentes a la corrupción, y la accesibilidad de 
documentos y notas disponibles de manera pública. 

El análisis se realizó en tres etapas: 1) se revisaron los documentos para localizar los 
fragmentos en que la corrupción aparece como problema público; 2) se aplicó el modelo 
de Toulmin para identificar los elementos de la estructura argumentativa: tesis, evidencia, 
garantía y respaldo, y 3) el discurso fue clasificado de acuerdo con las categorías teóricas 
definidas en el marco conceptual: sistemático, institucional, moral-estructural o preventi-
vo. La validez del estudio se garantizó mediante la triangulación con las categorías teóricas 
derivadas de la literatura sobre corrupción, gobernanza y políticas públicas. 

Transformación del concepto de corrupción en el discurso gubernamental
Este análisis se inscribe en el campo de estudio de la gobernanza, las políticas públicas y el 
análisis del discurso político, pues examina la manera como ha sido construido, redefini-
do y utilizado estratégicamente el concepto de corrupción en el discurso gubernamental 
mexicano a lo largo de cinco administraciones presidenciales. Desde esta perspectiva, la 
corrupción no se aborda únicamente como un fenómeno jurídico o administrativo, sino 
también como una categoría interpretativa que orienta la formulación de problemas pú-
blicos, influye en el diseño institucional y legitima las decisiones de política pública. El en-
foque adoptado permite observar que los cambios en la conceptualización del fenómeno 
responden a contextos políticos específicos y marcos argumentativos que buscan dotar de 
coherencia el proyecto gubernamental en turno. En consecuencia, este estudio se ubica 
entre los enfoques contemporáneos de gobernanza que reconocen el papel del discurso 
como un elemento constitutivo de la acción pública y no sólo como un recurso retórico.

Desde el punto de vista del análisis del discurso aplicado a las políticas públicas, este 
artículo muestra que cada administración presidencial construyó un encuadre interpre-
tativo particular para definir la corrupción, lo cual condicionó el tipo de soluciones con-
sideradas legítimas y viables. La transición de una visión individualista hacia enfoques 
sistémicos, institucionales, morales o preventivos reveló que la definición del problema no 
es neutral, sino el resultado de procesos argumentativos que establecen relaciones de cau-
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salidad, asignan responsabilidades y delimitan el campo de intervención gubernamental. 
En términos de gobernanza, estos encuadres discursivos permiten comprender cómo se 
articulan las relaciones entre el Estado, la sociedad y el mercado, así como la manera en 
que se justifican reformas legales, reorganizaciones administrativas o estrategias de con-
trol. El uso del modelo argumentativo y el análisis del discurso han permitido identificar 
las premisas implícitas que sostienen cada narrativa gubernamental y explicar por qué de-
terminadas políticas anticorrupción adquieren centralidad en ciertos períodos históricos.

En tal sentido, este trabajo puede interpretarse como un estudio sobre la evolución de 
los marcos interpretativos de la corrupción como problema público, en el cual se observa 
un desplazamiento progresivo desde explicaciones centradas en la conducta individual 
hacia enfoques que incorporan dimensiones institucionales, estructurales y de incentivos 
organizacionales. Este proceso refleja la influencia de paradigmas contemporáneos de po-
lítica pública que enfatizan la coordinación interinstitucional, la prevención, la rendición 
de cuentas y la gestión de riesgos como elementos centrales de una gobernanza democrá-
tica. Al mismo tiempo, el análisis evidencia la persistencia de tensiones entre el discurso 
y la implementación, lo cual sugiere que la construcción narrativa del problema cumple 
también una función de legitimación política. De esta manera, este artículo contribuye 
a comprender que la política anticorrupción depende no sólo del diseño normativo o la 
voluntad gubernamental, sino también de marcos discursivos que definen la corrupción, 
quién es responsable de ella y qué tipo de intervención es políticamente aceptable.

La conceptualización de la corrupción en el discurso gubernamental mexicano ha 
experimentado modificaciones significativas en las últimas dos décadas. Se ha configura-
do como un objeto analítico dinámico cuya definición refleja la orientación ideológica de 
cada administración y la evolución del debate académico, institucional y social en torno al 
fenómeno. Lejos de constituir una categoría estable, la corrupción ha sido reinterpretada 
continuamente, lo que ha influido de manera directa en la justificación, el diseño y la im-
plementación de políticas públicas orientadas a su control. 

Análisis del concepto de corrupción por período gubernamental en México
Vicente Fox Quesada (2000-2006): la corrupción como anomalía individual
La alternancia política ocurrida en México en el año 2000 con la llegada de Vicente Fox 
Quesada a la presidencia de la República constituyó un punto de inflexión en la configu-
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ración del discurso gubernamental sobre la corrupción. Después de más de siete décadas 
de hegemonía del Partido Revolucionario Institucional (pri), el cambio de partido gober-
nante fue presentado como un proceso de democratización que implicaba no sólo la reno-
vación electoral, sino también la transformación ética del ejercicio del poder público. En 
este contexto, la corrupción fue considerada como uno de los principales problemas here-
dados del régimen anterior y obstáculo central para la consolidación del nuevo gobierno.  

El análisis del discurso presidencial permite observar que durante este período la 
corrupción fue conceptualizada predominantemente como una desviación atribuible más 
a conductas individuales que al resultado de fallas estructurales en el diseño institucional. 
Esta interpretación se tradujo en una narrativa centrada en la responsabilidad moral de 
actores específicos, lo que favoreció la construcción de un encuadre discursivo orientado 
a la sanción personal antes que a la reforma organizacional. La personalización del pro-
blema redujo el alcance analítico del diagnóstico gubernamental y limitó la posibilidad de 
formular políticas públicas orientadas a la transformación de los incentivos instituciona-
les que favorecen la reproducción de prácticas corruptas.

El discurso político del período se caracterizó por el uso recurrente de recursos retó-
ricos que enfatizaban la dimensión ética del fenómeno. Las expresiones dirigidas a identi-
ficar a los responsables mediante calificativos deslegitimadores contribuyeron a trasladar 
la discusión del ámbito institucional a un plano simbólico, en el cual la corrupción fue 
presentada más como resultado de la conducta de determinados individuos que como 
un problema sistémico. Esta estrategia discursiva cumplió una función de legitimación 
política en el contexto de la transición democrática, al reforzar la idea de que el cambio de 
gobierno implicaba también una ruptura moral con el pasado. 

Desde la perspectiva del modelo argumentativo de Toulmin, la estructura del discur-
so presidencial durante este período se organizó en torno a una tesis central: la erradica-
ción de la corrupción depende de la sustitución de actores deshonestos por funcionarios 
comprometidos con la legalidad. La evidencia utilizada para sostener esta afirmación se 
apoyó en referencias al prolongado predominio del pri, la percepción generalizada de 
impunidad y, en diversos casos, de enriquecimiento ilícito asociado al período anterior. 
La garantía implícita del razonamiento consistía en que la renovación democrática debía 
traducirse en la regeneración ética del gobierno y en que la sanción ejemplar de los res-
ponsables sería suficiente para restablecer la confianza ciudadana en las instituciones.
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A partir de esta lógica de argumentación pueden identificarse tres ejes discursivos 
principales. El primero corresponde al argumento de la renovación democrática, según 
el cual el triunfo electoral constituía el mandato ciudadano de depurar moralmente el 
gobierno. El segundo se vincula con la atribución individual de responsabilidad, que si-
tuaba el origen de la corrupción en sujetos específicos cuya sanción jurídica permitiría 
modificar la percepción de impunidad. El tercero se relaciona con la restauración de la 
confianza institucional, y plantea que el castigo público de los responsables tendría un 
efecto simbólico capaz de legitimar el nuevo orden político.

El predominio de esta narrativa produjo efectos ambivalentes en el ámbito de la polí-
tica pública. Por un lado, permitió construir un discurso de fuerte resonancia social, pues 
conectó con una demanda ciudadana de justicia y rendición de cuentas en un momento 
de alta expectativa democrática. Por otro lado, la reducción del problema a una dimen-
sión individual dificultó la formulación de estrategias integrales orientadas a modificar las 
estructuras administrativas, los marcos normativos y los sistemas de control interno que 
favorecen la persistencia de prácticas corruptas. 

En términos de diseño institucional, el enfoque adoptado durante este período se 
caracterizó por un énfasis más reactivo que preventivo. Las acciones gubernamentales se 
orientaron principalmente a la identificación de responsables y la promesa de sanciones 
ejemplares, sin que se consolidara un sistema coherente de políticas de transparencia, ren-
dición de cuentas y profesionalización administrativa capaz de producir cambios susten-
tados en el funcionamiento del gobierno. La apelación a la ética personal de los servidores 
públicos sustituyó en gran medida la construcción de mecanismos formales de control, 
lo que limitó la capacidad del gobierno de institucionalizar una política anticorrupción a 
largo plazo. 

Asimismo, el discurso anticorrupción cumplió una función estratégica de diferencia-
ción política frente al régimen anterior, pues presentó al nuevo gobierno como portador de 
superioridad moral y voluntad de cambio. Sin embargo, la ausencia de resultados visibles 
en forma de sanciones a altos funcionarios fue debilitando gradualmente la credibilidad 
de esta narrativa y evidenció la distancia que existe entre una retórica de la regeneración 
ética y la complejidad real de las redes institucionales que sostienen las prácticas corruptas.  

En términos analíticos, el período 2000-2006 muestra cómo la conceptualización in-
dividualista de la corrupción puede generar un discurso políticamente eficaz en el corto 
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plazo, pero que no es suficiente para producir transformaciones estructurales en el funcio-
namiento del gobierno. La personalización del problema contribuyó a fortalecer la legiti-
midad inicial del nuevo gobierno, pero limitó el desarrollo de políticas públicas capaces 
de intervenir en los incentivos organizacionales, los vacíos normativos y las dinámicas 
burocráticas que permiten la reproducción sistemática de conductas ilícitas.

En resumen, el legado discursivo de la administración de Vicente Fox puede inter-
pretarse como una etapa caracterizada por la primacía de un enfoque moral-individual, 
en el cual se concibió la corrupción como una anomalía atribuible a actores concretos y 
no como un fenómeno estructural. Esta interpretación condicionó el alcance de la política 
anticorrupción y marcó el punto de partida para las interpretaciones del problema en los 
gobiernos posteriores. 

Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012): la corrupción como cáncer social
El gobierno de Felipe Calderón introdujo una reinterpretación del problema de la corrup-
ción, al concebirla como una disfunción estructural del sistema político y administrativo 
de México. El discurso gubernamental desarrolló un desplazamiento conceptual respecto 
a la conceptualización de la administración previa, pues pasó de interpretar la corrupción 
como centrada en la conducta individual a considerarla de naturaleza sistémica. En este 
marco, la corrupción fue presentada como un fenómeno estructural con impacto simultá-
neo en el gobierno, la economía y la sociedad, lo cual justificó la adopción de un enfoque 
integral en el diseño de la política pública anticorrupción.

El análisis del discurso presidencial permitió observar el uso recurrente de metáforas 
de tipo médico-patológico para describir el fenómeno, en particular la referencia a la co-
rrupción como un «cáncer social». Este recurso retórico cumplió la función de enfatizar 
el carácter expansivo y destructivo del problema, y reforzó la idea de que es una condi-
ción que de no ser atendida mediante intervenciones coordinadas tiende a extenderse y 
debilitar las capacidades institucionales del gobierno. El uso de este marco interpretativo 
justificó reformas legales, el fortalecimiento de instrumentos de control y la ampliación de 
responsabilidades más allá de la acción gubernamental. 

Desde la perspectiva del modelo argumentativo de Toulmin, la tesis central del dis-
curso gubernamental en este período se puede enunciar de la siguiente manera: la co-
rrupción es un problema estructural cuya disminución requiere de la acción coordinada 
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del gobierno, el sector privado y la sociedad. La evidencia utilizada para sostener esta 
afirmación considera estimaciones económicas de costos de las prácticas de corrupción, 
referencias a indicadores internacionales de percepción de ella y la mención de casos es-
pecíficos que muestran la persistencia de conductas ilícitas en distintos ámbitos de la ad-
ministración pública. La garantía implícita en esta estructura argumentativa identifica que 
la corrupción genera ineficiencia institucional, deteriora la confianza social y favorece las 
condiciones propicias para la expansión de actividades ilegales, por lo que su combate 
debe abordarse mediante políticas integrales. 

A partir de esta estructura discursiva se pueden identificar tres ejes argumentativos 
principales. El primero se refiere a la conceptualización de la corrupción como un fe-
nómeno sistémico. A diferencia del gobierno anterior, éste dejó de atribuir el problema 
exclusivamente a individuos y lo interpretó como resultado de dinámicas institucionales 
complejas, en las que intervienen normas y prácticas organizacionales que facilitan la re-
producción de comportamientos ilícitos. Esta reinterpretación le permitió al gobierno de 
Calderón ampliar su interpretación y plantear la necesidad de reformas estructurales.  

El segundo eje se vincula con la noción de corresponsabilidad de actores guberna-
mentales y privados. El discurso oficial argumentó que la corrupción no se explica úni-
camente por la acción de funcionarios de gobierno, también implica la participación de 
empresas, intermediarios y actores sociales en los procesos de contratación, regulación o 
asignación de recursos. Esta ampliación del marco interpretativo justificó la implementa-
ción de instrumentos de control más amplios, orientados no sólo a sancionar conductas 
individuales, sino también a regular la interacción entre el gobierno y el mercado. 

El tercer eje argumentativo vinculó la corrupción con problemas de seguridad pú-
blica y crimen organizado. En diferentes discursos gubernamentales se planteó que la to-
lerancia social de prácticas ilegales en menor escala crea condiciones para la expansión 
de redes delictivas y para que se vuelvan más complejas. Este encuadre permitió integrar 
el combate a la corrupción en una agenda más amplia de fortalecimiento del Estado de 
derecho, en la que la integridad administrativa se consideró una condición para la estabi-
lidad institucional y la seguridad pública. No obstante, el cambio de este marco discursivo 
en políticas públicas enfrentó limitaciones relevantes. Durante el período se impulsaron 
reformas legales y se fortalecieron los mecanismos de control administrativo; la agenda 
gubernamental estuvo marcada por la prioridad en la política de seguridad, lo que redujo 
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la capacidad institucional de consolidar la estrategia anticorrupción de largo plazo. Como 
resultado, la percepción ciudadana del problema mostró variaciones limitadas, lo cual 
evidenció que persistía una brecha entre el discurso y la acción gubernamental concreta. 

Desde esta perspectiva analítica, el sexenio 2006-2012 representa una etapa de tran-
sición hacia un enfoque más complejo en el concepto de corrupción. La adopción de un 
marco sistémico permitió identificar la multidimensionalidad del fenómeno y ampliar 
las alternativas de política pública para enfrentarlo. Sin embargo, la eficacia de esta rein-
terpretación estuvo condicionada por factores políticos y del contexto que limitaron su 
institucionalización. 

En resumen, el legado discursivo de este período puede caracterizarse como una fase 
de consolidación conceptual, en que la corrupción dejó de entenderse como un problema 
individual y moral y se abordó como un fenómeno estructural que requiere respuestas 
coordinadas, sostenidas y técnicamente sustentadas. Este cambio sentó las bases para el 
posterior desarrollo de enfoques institucionales más complejos en la política anticorrup-
ción de México.

Enrique Peña Nieto (2012-2018): la corrupción como un problema institucional
Durante el período 2012-2018 el discurso del gobierno mexicano adoptó una concep-
tualización institucional de la corrupción, a la que definió como un problema estructural 
que requiere respuestas organizacionales coordinadas. A diferencia de los dos períodos 
anteriores, la narrativa oficial enfatizó que la corrupción no podía ser enfrentada por me-
dio de sanciones individuales ni de apelaciones éticas, sino mediante la construcción de 
un entramado institucional capaz de prevenir, investigar y sancionar conductas ilícitas 
sistemáticamente. 

Este cambio discursivo se produjo en un contexto caracterizado por una creciente 
presión social e internacional para que se fortalecieran los mecanismos de transparencia y 
rendición de cuentas. Diversos escándalos de corrupción con una alta visibilidad pública 
contribuyeron a posicionar el tema como prioridad en la agenda gubernamental, lo que 
obligó a crear nuevas instituciones y a una mayor coordinación entre las ya existentes. En 
este marco, el combate a la corrupción fue presentado como una tarea que requiere la par-
ticipación conjunta de los tres niveles de gobierno, los órganos autónomos y la sociedad 
civil organizada. 
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Aplicando el modelo argumentativo de Toulmin, la tesis central del discurso pre-
sidencial en este período puede plantearse en los términos siguientes: dado el carácter 
estructural de la corrupción, su reducción exige el diseño y la implementación de un sis-
tema institucional especializado que permita coordinar acciones de prevención, control y 
sanción. La evidencia utilizada para sustentar esta tesis incluyó referencias a casos de co-
rrupción que afectaron la legitimidad gubernamental, y evaluaciones internacionales que 
señalaron deficiencias en los mecanismos de integridad pública de México. La garantía 
implícita en este razonamiento consistía en que los problemas sistémicos no se pueden re-
solver con medidas aisladas, sino mediante estructuras organizacionales capaces de crear 
controles permanentes y verificables.   

El principal referente de esta etapa fue la creación del Sistema Nacional Anticorrup-
ción, concebido como una estructura institucional orientada a articular las funciones de 
fiscalización, control administrativo, transparencia y participación ciudadana. Su diseño 
buscó superar la fragmentación existente en distintas dependencias y establecer mecanis-
mos formales de coordinación entre autoridades federales, estatales y municipales. Asi-
mismo, incorporó un espacio institucional para la participación de la sociedad civil, lo 
que representó un avance relevante en términos de gobernanza y control democrático. 

No obstante, la implementación de este modelo institucional enfrentó limitaciones 
significativas. La distancia entre el diseño normativo y la capacidad efectiva de operación 
evidenció problemas relacionados con la autonomía de los órganos de control, la disponi-
bilidad de recursos y la persistencia de incentivos políticos que dificultaban la aplicación 
de sanciones en casos de alto nivel. En consecuencia, el discurso de modernización insti-
tucional convivió con la percepción social de que continuaron las prácticas corruptas, lo 
que debilitó la credibilidad de la estrategia gubernamental.

En el aspecto argumentativo se pueden identificar tres ejes principales. El primero de 
ellos corresponde a la idea de que los problemas estructurales requieren soluciones ins-
titucionales coordinadas. El discurso gubernamental insistió en que la corrupción debía 
enfrentarse mediante reglas claras, órganos especializados y procedimientos formales, lo 
que justificó la creación de nuevas instancias y la reforma de marcos legales existentes. 
Este enfoque representó un avance respecto a conceptualizaciones anteriores, pues reco-
noció que la integridad pública depende más de arreglos organizacionales que de decisio-
nes individuales. 
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El segundo eje se relaciona con la incorporación de la participación ciudadana como 
componente del sistema anticorrupción. La inclusión de un Comité de Participación Ciu-
dadana en el diseño institucional respondió a la necesidad de dotar la política pública de 
legitimidad social y de generar mecanismos de vigilancia externa del ejercicio del poder. 
Sin embargo, en la práctica el margen de acción de estos espacios fue limitado por el pre-
dominio de actores políticos locales, lo que redujo la capacidad ciudadana de incidir en la 
toma de decisiones.

El tercer eje argumentativo se vinculó con la especialización institucional como 
condición para mejorar la eficiencia del combate a la corrupción. El fortalecimiento de 
órganos de fiscalización, transparencia y control administrativo fue presentado como 
condición necesaria para mejorar la eficacia del combate a la corrupción, y fue un paso 
necesario para profesionalizar la supervisión del uso de recursos públicos. No obstante, 
la fragmentación de competencias, la insuficiencia presupuestal y la injerencia política de 
instancias locales limitaron el impacto de estas reformas, lo que generó una brecha persis-
tente entre la sofisticación del diseño institucional y los resultados.

Desde esta perspectiva analítica, el período 2012-2018 puede considerarse la etapa 
de mayor desarrollo normativo en la política anticorrupción mexicana. La construcción 
de un sistema institucional complejo reflejó la adopción de enfoques contemporáneos de 
gobernanza, orientados a la coordinación interinstitucional y el fortalecimiento de me-
canismos de control. Sin embargo, la eficacia de este modelo estuvo condicionada por 
factores políticos que dificultaron su consolidación, lo cual evidenció que la existencia de 
reglas formales no garantiza por sí misma la reducción de prácticas corruptas. 

En conclusión, el legado discursivo de esta administración puede caracterizarse 
como una fase de institucionalización normativa en que la corrupción fue definida como 
un problema estructural que exige soluciones organizacionales complejas, aunque la im-
plementación de ellas se vio limitada por la falta de condiciones políticas e institucionales 
para asegurar su pleno funcionamiento. Esta etapa marcó el tránsito hacia modelos más 
sofisticados de política pública anticorrupción, al tiempo que puso de manifiesto las li-
mitaciones de las reformas legales cuando no se acompañan de cambios efectivos en los 
incentivos del sistema político-administrativo. 
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Andrés Manuel López Obrador (2018-2024): 
la corrupción como problema estructural de carácter moral-institucional
Durante el período 2018-2024 el discurso gubernamental definió la corrupción como el 
problema estructural del sistema político, definición que combinó elementos de carácter 
moral con una interpretación estructural del funcionamiento del gobierno. A diferencia 
de la administración previa, en que predominó un concepto institucional sustentado en 
el diseño normativo, la nueva narrativa oficial consideró la corrupción como el problema 
central del sistema político y el factor que explica múltiples disfunciones económicas, so-
ciales y administrativas. En este marco interpretativo, el combate a la corrupción no fue 
presentado como una política pública específica, sino como el eje articulador del proyecto 
gubernamental.  

El análisis del discurso presidencial permitió identificar el uso recurrente de me-
táforas que describen la corrupción como un fenómeno generalizado y profundamente 
arraigado en la estructura gubernamental. Este recurso retórico contribuyó a construir 
una representación del problema como causa de la ineficacia del gobierno, la desigualdad 
social y la pérdida de credibilidad en los actos gubernamentales. La estructura discursiva 
le permitió justificar la adopción de medidas orientadas a la reorganización administra-
tiva, la reducción del gasto público y la redefinición de prioridades presupuestales, bajo 
el supuesto de que la eliminación de prácticas corruptas generaría en automático mejores 
resultados de las políticas públicas.  

Desde la perspectiva del modelo de argumentación de Toulmin, la tesis central de 
discurso del gobierno durante este período puede formularse en los términos siguientes: 
la corrupción es la causa principal de los problemas estructurales del país, por lo que su 
erradicación requiere una transformación ética del ejercicio del poder y la reorganiza-
ción de la administración pública. La evidencia utilizada para sustentar esta afirmación 
incluyó referencias históricas a prácticas de abuso de recursos públicos, estimaciones de 
ahorros derivados de políticas de austeridad y la percepción ciudadana de la corrupción. 
La garantía en esta estructura argumentativa consistía en que la integridad personal de los 
gobernantes y la disciplina en el gasto público son condiciones necesarias para un mejor 
desempeño gubernamental.

En el aspecto argumentativo se pueden identificar tres puntos centrales. El primero 
se refiere al concepto de corrupción como causa estructural de los problemas del país. En 
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el discurso se sostuvo que problemas públicos como la desigualdad, la inseguridad y el 
bajo crecimiento económico están vinculados a prácticas de corrupción arraigadas en el 
funcionamiento del gobierno. Este encuadre permitió simplificar la explicación de proble-
mas complejos y reforzar el argumento de que la prioridad fuera eliminar las conductas 
indebidas en la administración pública.  

El segundo argumento se vincula con apelar a la regeneración ética del servicio pú-
blico. La narrativa gubernamental enfatizó que el ejemplo de los altos funcionarios cons-
tituye el aspecto central para modificar el comportamiento institucional, bajo el supuesto 
de que su conducta personal influye en el funcionamiento de la administración pública. 
Esta perspectiva le otorgó una función relevante al liderazgo político como instrumento 
de control informal, lo que fortaleció la coherencia simbólica del discurso; pero también 
generó cuestionamientos a la capacidad de este enfoque de sustituir mecanismos formales 
de supervisión y rendición de cuentas.

El tercer argumento se vinculó con una política de austeridad como instrumento 
para reducir los incentivos a la corrupción. La reducción de gastos considerados innecesa-
rios, la eliminación de privilegios administrativos y la reasignación de recursos a progra-
mas sociales se presentaron como medidas orientadas a mejorar la eficiencia del gobierno 
y limitar oportunidades de uso indebido del presupuesto. Este planteamiento legitimó 
cambios de organización de la estructura gubernamental, pero también provocó debates 
sobre los efectos de la austeridad en la capacidad técnica de la administración pública.

La implementación de este enfoque produjo resultados ambivalentes. Por una par-
te, gracias al discurso anticorrupción el gobierno mantuvo altos niveles de credibilidad 
social, pues conectó demandas sociales de honestidad con el ejercicio del poder político. 
Por otra parte, diversos análisis señalaron que la reducción del gasto público y la centra-
lización de decisiones de política pública afectaron la autonomía de las instituciones y 
limitaron la consolidación de los mecanismos de control. En consecuencia, la eficacia de 
la estrategia dependió en gran medida de la credibilidad del liderazgo presidencial, lo que 
introdujo un elemento de fragilidad institucional. 

Desde este enfoque de análisis, el período 2018-2024 puede interpretarse como una 
etapa de remoralización del discurso anticorrupción en que la integridad personal y la 
disciplina administrativa se presentaron como condiciones fundamentales para el buen 
funcionamiento del gobierno. Este enfoque reforzó su credibilidad social; pero, al mismo 
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tiempo, redujo el énfasis en el fortalecimiento de la estructura institucional, lo que limitó 
la posibilidad de consolidar políticas públicas anticorrupción plenamente institucionali-
zadas.

Finalmente, la aportación del discurso de este gobierno puede caracterizarse como 
una etapa de síntesis entre aspectos morales y estructurales en que la corrupción fue con-
siderada como problema central del sistema político y justificación para reorganizar la 
administración pública. Este enfoque representó una ruptura con el énfasis normativo del 
gobierno anterior y preparó el terreno para la posterior adopción de modelos preventivos 
orientados a la modificación de incentivos institucionales. 

Claudia Sheinbaum Pardo (2024): 
la corrupción como problema de incentivos institucionales y prevención estructural 
En el periodo de gobierno iniciado en 2024 se introduce un marco preventivo basado 
en la modernización institucional y caracterizado por el énfasis en la modificación de 
incentivos institucionales, la transformación de la administración pública y la reducción 
de las condiciones estructurales que permiten comportamientos ilícitos. A diferencia de 
los períodos anteriores, en que predominaron las interpretaciones morales, sistemáticas 
o institucionales centradas en la sanción o el diseño normativo, la narrativa del gobierno 
de Claudia Sheinbaum plantea que la política anticorrupción debe orientarse prioritaria-
mente a evitar que haya conductas indebidas mediante la construcción de arreglos orga-
nizacionales que disminuyan las oportunidades de discrecionalidad. 

Desde la perspectiva del análisis del discurso, se pudo identificar que se presenta la 
prevención como el principio rector de la estrategia gubernamental. En este marco, la 
política anticorrupción es concebida como parte de un proceso más amplio de transfor-
mación administrativa en que la digitalización de trámites, la transparencia en la gestión 
pública y la profesionalización del servicio civil se consideran instrumentos para reducir 
los espacios de opacidad. Este enfoque se aproxima a modelos contemporáneos de gober-
nanza promovidos por organismos internacionales, que privilegian la gestión de riesgos 
y el fortalecimiento de los controles ex ante sobre las medidas exclusivamente punitivas.  

Desde el punto de vista del análisis argumentativo, la tesis central del discurso gu-
bernamental en esta etapa puede plantearse como que la corrupción se reproduce cuando 
existen incentivos institucionales que la permiten, por lo cual para su reducción es necesa-
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rio modificar las condiciones organizacionales en que se toman las decisiones de política 
pública. La evidencia utilizada para sustentar esta afirmación incluye indicadores de per-
cepción ciudadana, comparaciones internacionales y la evaluación de los efectos de la di-
gitalización y simplificación administrativa en la reducción de prácticas discrecionales. La 
garantía implícita consiste en que la prevención resulta más eficaz y es menos costosa que 
la sanción posterior en términos tanto económicos como de credibilidad institucional.    

En cuanto a los argumentos, se identifican tres. El primero corresponde al énfasis en 
la prevención como estrategia de política pública. El discurso oficial plantea que la reduc-
ción de actos de corrupción depende de la eliminación de oportunidades para llevarlos a 
cabo, lo que implica diseñar procedimientos más transparentes, reducir la discrecionali-
dad administrativa y fortalecer los sistemas de control interno. Esta perspectiva desplaza 
el énfasis en el castigo hacia la prevención, en relación con enfoques contemporáneos de 
la integridad pública.

El segundo argumento se vincula con la necesidad de separar los intereses económi-
cos de las decisiones gubernamentales. La narrativa plantea que la corrupción se produce 
con mayor frecuencia cuando existen vínculos estrechos entre actores políticos y grupos 
económicos con capacidad de influir en la asignación de recursos, la regulación y la fis-
calización. En consecuencia, la política anticorrupción se orienta a fortalecer la autono-
mía institucional, establecer reglas más claras en los procesos de contratación pública y 
la captura regulatoria. Este planteamiento se ubica en enfoques teóricos que consideran 
la separación de poderes y la transparencia como mecanismos de prevención de abusos. 

El tercer argumento se relaciona con la profesionalización y dignificación del servicio 
público como mecanismo para alinear incentivos. El discurso sostiene que la existencia 
de condiciones laborales estables, sistemas meritocráticos y trayectorias profesionales cla-
ras reduce la probabilidad de conductas de corrupción, pues disminuye la necesidad de 
recurrir a prácticas informales para obtener beneficios. En este sentido, la modernización 
tecnológica, la mejora en los sistemas de gestión de recursos humanos y la simplificación 
administrativa se presentan como instrumentos complementarios para fortalecer la inte-
gridad institucional.

La implementación de este enfoque enfrenta desafíos importantes. La eficacia de una 
estrategia preventiva depende de que existan diagnósticos causales, capacidades técnicas 
y sistemas de evaluación rigurosos para evaluar objetivamente los resultados. Así mismo, 
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la separación entre intereses económicos y decisiones políticas requiere instituciones au-
tónomas capaces de resistir presiones externas, condiciones que históricamente han sido 
limitadas en México. De igual manera, la reducción en la percepción de corrupción no 
necesariamente implica una disminución real de prácticas indebidas, por lo que es indis-
pensable contar con indicadores verificables para evaluar los resultados e impactos de las 
políticas públicas.  

Desde esta perspectiva de análisis, se puede interpretar el período gubernamental 
iniciado en 2024 como la etapa más cercana a los modelos contemporáneos de política 
anticorrupción, en la cual el énfasis se desplaza hacia la prevención y la modificación de 
incentivos institucionales. Este enfoque representa una evolución respecto a los perío-
dos anteriores, pues integra aspectos administrativos, organizacionales y normativos en 
una misma estrategia. Sin embargo, que se consolide o no dependerá de la capacidad del 
gobierno de traducir los principios discursivos en mecanismos operativos sostenibles y 
evaluables.

De manera preliminar, el discurso anticorrupción de esta etapa puede caracterizarse 
como un enfoque preventivo-estructural, orientado a construir un sistema institucional 
en que la conducta íntegra sea más conveniente que la ilícita. Este planteamiento marca 
una continuidad con tendencia a modelos integrales observada en períodos gubernamen-
tales previos, al tiempo que introduce un mayor énfasis en la gestión administrativa y la 
reducción de incentivos que impulsan la corrupción.

Discurso gubernamental, gobernanza y evolución de las políticas anticorrupción
Los resultados del análisis comparativo permitieron observar que en México la evolución 
del discurso gubernamental sobre corrupción sigue un patrón consistente con la literatura 
sobre gobernanza y políticas públicas. En particular, se identificó un tránsito de inter-
pretaciones centradas en conductas individuales a enfoques sistémicos, institucionales y 
preventivos, lo cual coincide con los planteamientos teóricos que sostienen que la corrup-
ción no puede entenderse sólo como un problema ético, sino también como una falla en 
las estructuras institucionales que regulan el ejercicio del poder (Rose-Ackerman, 1999; 
Rothstein, 2011).

En la etapa inicial del período analizado, que corresponde a los primeros años pos-
teriores a la alternancia política, el discurso gubernamental tendió a definir la corrupción 
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como resultado de conductas indebidas de funcionarios específicos. Esta interpretación 
coincide con lo que Johnston (2005) denomina enfoques personalistas de la corrupción, 
en los que el problema se atribuye más a la falta de integridad individual que a deficien-
cias institucionales. Si bien este tipo de narrativa puede resultar políticamente eficaz en 
un contexto de cambio político, su capacidad de producir reformas estables es limitada 
porque no modifica los incentivos que permiten la reproducción de prácticas corruptas. 

La transición hacia un concepto de carácter sistémico, observada en los gobiernos 
posteriores, refleja una mayor cercanía con los enfoques institucionalistas desarrollados 
por North (1990), quien sostiene que el comportamiento de los actores está condiciona-
do por las reglas formales e informales que estructuran la interacción social. Desde este 
enfoque, la corrupción persiste cuando las instituciones permiten el uso discrecional del 
poder y los mecanismos de control no son suficientes para sancionar conductas indebidas. 
El reconocimiento de esta dimensión estructural se traduce en discursos que enfatizan la 
necesidad de reformas legales, el fortalecimiento de órganos de control y la coordinación 
entre distintos niveles de gobierno.

El énfasis institucional observado en el período intermedio del análisis se aproxima a 
los modelos de gobernanza promovidos por los organismos internacionales, en los que se 
concibe la lucha contra la corrupción como parte de un proceso más amplio de fortaleci-
miento del Estado y la mejora en la calidad de las políticas públicas. La oecd (2017) sos-
tiene que las estrategias anticorrupción más efectivas son las que combinan transparencia, 
rendición de cuentas, profesionalización administrativa y participación ciudadana. En 
este sentido, la creación de sistemas nacionales anticorrupción y la adopción de marcos 
normativos especializados pueden interpretarse como intentos de alinear la política pú-
blica en México a estándares internacionales de gobernanza.

El análisis también muestra que la adopción de diseños institucionales más comple-
jos no garantiza por sí misma que se reduzca la corrupción. Como dice Rothstein (2011), 
la calidad institucional no depende sólo de la existencia de reglas formales, sino también 
de su aplicación imparcial y la capacidad del Estado de hacerlas cumplir. Cuando las insti-
tuciones carecen de autonomía o los incentivos políticos favorecen la discrecionalidad, las 
reformas legales tienden a tener resultados limitados. Esta tensión entre diseño normativo 
y funcionamiento real se refleja en la persistencia de brechas entre el discurso guberna-
mental y la efectividad de las políticas implementadas. 
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El regreso a narrativas de carácter moral observado en los dos períodos más recien-
tes puede interpretarse como una reacción ante la percepción de que las reformas insti-
tucionales no tuvieron los resultados esperados. Sin embargo, la literatura especializada 
advierte que las estrategias basadas exclusivamente en la integridad personal o el liderazgo 
político tienden a ser inestables porque dependen de factores individuales y no de arreglos 
institucionales estables (Rose-Ackerman, 1999). Desde el enfoque de gobernanza, las po-
líticas anticorrupción institucionalizadas requieren sistemas de control independientes, 
burocracias profesionales y reglas claras que reduzcan la discrecionalidad en la toma de 
decisiones de política pública. 

En el último período gubernamental analizado se observó la incorporación de un 
enfoque preventivo, orientado a modificar los incentivos que posibilitan la corrupción. 
Este planteamiento coincide con los trabajos de Mungiu-Pippidi (2015), quien sostiene 
que las sociedades con niveles más bajos de corrupción son aquellas en que el respeto 
a las reglas es más conveniente que su incumplimiento. Por lo tanto, las políticas públi-
cas deben orientarse a reducir las oportunidades de abuso mediante la digitalización de 
procesos, la simplificación administrativa, la transparencia en la gestión del gasto y la 
profesionalización en el servicio público. Este enfoque desplaza el énfasis de la sanción a 
la gestión organizacional, lo que representa una tendencia dominante en los modelos de 
políticas públicas anticorrupción.

El análisis del discurso gubernamental permitió observar que cada administración 
adoptó combinaciones distintas de ambos enfoques, lo cual confirma que la forma como 
se define la corrupción condiciona el tipo de política pública que se considere más eficaz. 
Cuando el problema se presenta como una desviación individual las soluciones tienden 
a ser punitivas, cuando se define como una falla institucional se privilegian las reformas 
legales y cuando se interpreta como resultado de incentivos estructurales se promueven 
estrategias preventivas. Esta relación entre discurso y política pública respalda la idea de 
que uno y otra cumplen una función central en la construcción de los problemas públicos 
(véase cuadro 2).

En conjunto, los resultados sugieren que en México el discurso anticorrupción ha te-
nido un proceso de sofisticación conceptual que sigue tendencias observadas en la litera-
tura internacional, pero también muestra particularidades asociadas al contexto político 
nacional. La persistencia de cambios discursivos sin resultados consistentes indica que 



158 		  RC | RENDICIÓN DE CUENTAS | Año 4, número 8, julio-diciembre de 2026 | Pp. 135-163

el principal desafío no radica en la definición del problema, sino en la capacidad del go-
bierno de construir instituciones capaces de sostener a lo largo del tiempo las estrategias 
adoptadas. Desde la perspectiva de la gobernanza, la reducción de la corrupción depende 
menos de la intensidad del discurso político y más de la consolidación de estructuras ins-
titucionales que garanticen imparcialidad, transparencia y rendición de cuentas.

Este análisis permitió incorporar los hallazgos del estudio al debate teórico sobre co-
rrupción y políticas públicas, así como constatar que el análisis del discurso gubernamen-
tal es una herramienta útil para comprender la evolución de las estrategias anticorrupción 
y los límites que enfrentan en contexto de cambio político e institucional. 

Conclusiones 
El análisis comparativo del concepto de corrupción en el discurso gubernamental mexi-
cano a lo largo de cinco administraciones presidenciales, de 2000 a 2024, permitió iden-
tificar la evolución progresiva que han tenido los marcos interpretativos utilizados para 
definir el problema y las estrategias de política pública vinculadas a su combate. Los re-
sultados muestran que su conceptualización transitó de enfoques centrados en la conduc-
ta individual a aproximaciones sistemáticas, institucionales y preventivas, lo que refleja 
cambios tanto en la orientación ideológica de los gobiernos como en la influencia del 

Cuadro 2. Evolución del concepto de corrupción gubernamental mexicano, 2000-2024
Gobierno Concepto dominante Tipo de discurso Tipo de política Enfoque teórico

Vicente Fox Quesada (2000-2006). Corrupción como conducta 

individual.

Moralizante. Sanción. Enfoque individual.

Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012). Corrupción como problema 

sistémico.

Médico-estructural. Reforma legal. Enfoque sistémico.

Enrique Peña Nieto (2012-2018). Corrupción como problema 

institucional.

Normativo-administrativo. Sistema Nacional 

Anticorrupción.

Enfoque institucional.

Andrés Manuel López Obrador (2018-2024). Corrupción como causa central 

del sistema político.

Moral-estructural. Austeridad/reorganización. Enfoque moral-estructural.

Claudia Sheinbaum Pardo (2024). Corrupción como problema de 

incentivos.

Preventivo-administrativo. Modernización/ prevención. Enfoque preventivo.

Fuente: Elaboración propia.
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Cuadro 2. Evolución del concepto de corrupción gubernamental mexicano, 2000-2024
Gobierno Concepto dominante Tipo de discurso Tipo de política Enfoque teórico
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Moralizante. Sanción. Enfoque individual.

Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012). Corrupción como problema 

sistémico.

Médico-estructural. Reforma legal. Enfoque sistémico.

Enrique Peña Nieto (2012-2018). Corrupción como problema 

institucional.

Normativo-administrativo. Sistema Nacional 

Anticorrupción.

Enfoque institucional.

Andrés Manuel López Obrador (2018-2024). Corrupción como causa central 

del sistema político.

Moral-estructural. Austeridad/reorganización. Enfoque moral-estructural.

Claudia Sheinbaum Pardo (2024). Corrupción como problema de 

incentivos.

Preventivo-administrativo. Modernización/ prevención. Enfoque preventivo.

Fuente: Elaboración propia.

debate académico, de los organismos in-
ternacionales y de la demanda social de 
una mayor rendición de cuentas.

En el período de la administración 
de Vicente Fox Quesada (2000-2006) la 
corrupción fue interpretada como una 
desviación atribuible a individuos espe-
cíficos, en el contexto de la transición 
democrática posterior a la alternancia 
política. Este enfoque permitió construir 
un discurso de legitimidad basado en la 
promesa de renovación ética del gobier-
no, pero limitó la formulación de políti-
cas orientadas a modificar las estructuras 

institucionales que favorecen la reproducción de prácticas corruptas. La personalización 
del problema generó un marco interpretativo con alta eficiencia simbólica, pero escasa 
capacidad de producir transformaciones organizacionales estables.

Durante el sexenio de Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012) se observó el despla-
zamiento hacia un concepto sistémico del fenómeno, en el que se definió la corrupción 
como un problema estructural que afecta el funcionamiento integral del gobierno y la 
sociedad. Este enfoque permitió ampliar el campo de intervención de la política pública 
e incorporar la corresponsabilidad de actores públicos y privados. Sin embargo, la priori-
dad en la agenda pública fue la seguridad, lo que limitó la consolidación de una estrategia 
anticorrupción institucionalizada, y esto se reflejó en resultados moderados en términos 
de percepción y control del problema.

En la administración de Enrique Peña Nieto (2012-2018) se consolidó el enfoque 
institucional, sustentado en la premisa de que los problemas estructurales requieren so-
luciones organizacionales complejas. La creación del Sistema Nacional Anticorrupción 
representó el intento más relevante de construir una estructura normativa orientada a 
coordinar las funciones de fiscalización, transparencia y control administrativo. No obs-
tante, la brecha entre el diseño formal y la capacidad efectiva de implementación mostró 
limitaciones asociadas a la autonomía de los órganos de control, la disponibilidad de re-
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cursos y la persistencia de incentivos políticos que dificultó la aplicación de sanciones en 
casos de alto nivel.

El período 2018-2024, de Andrés Manuel López Obrador, se caracterizó por la adop-
ción de un enfoque que combinó elementos morales con una reinterpretación estructu-
ral del problema de la corrupción. El discurso gubernamental la situó como la causa de 
múltiples disfunciones institucionales y justificó medidas orientadas a la reorganización 
administrativa y la reducción del gasto público. Este planteamiento fortaleció la credi-
bilidad política de la estrategia anticorrupción, pero provocó cuestionamientos sobre la 
dependencia del liderazgo presidencial y la insuficiente consolidación de mecanismos ins-
titucionales autónomos capaces de sostener políticas públicas de largo plazo. 

Cuadro 3. Estructura argumentativa del discurso anticorrupción (modelo de Toulmin)
Gobierno Tesis Evidencia Garantía Tipo de argumento

Vicente Fox Quesada. La corrupción es herencia del pasado. Alternancia política. El cambio moral genera un 

cambio institucional.

Moral.

Felipe Calderón Hinojosa. La corrupción debilita al Estado. Indicadores y casos. Sin integridad no hay desa‑

rrollo.

Sistémico.

Enrique Peña Nieto. Se requiere un sistema anticorrupción. Escándalos. Los problemas estructurales 

requieren instituciones.

Institucional.

Andrés Manuel López Obrador. La corrupción es la causa de todos los 

males.

Ahorros/percepción. La honestidad produce 

bienestar.

Moral-estructural.

Claudia Sheinbaum Pardo. Prevenir reduce la corrupción. Digitalización. Menos incentivos → menos 

corrupción.

Preventivo.

Fuente: Elaboración propia.

Por último, en el período iniciado en 2024, con Claudia Sheinbaum Pardo a la cabeza, 
se ha observado la incorporación de un enfoque preventivo orientado a modificar los in-
centivos institucionales que favorecen los actos de corrupción. La estrategia discursiva ha 
enfatizado la digitalización de procesos, la profesionalización del servicio público, la trans-
parencia y la separación entre intereses económicos y decisiones gubernamentales. Este 
planteamiento se aproxima a los modelos de gobernanza anticorrupción contemporáneos, 
que privilegian la gestión por resultados y la construcción de controles ex ante sobre las 
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medidas punitivas. No obstante, la efectividad de este enfoque dependerá de la capacidad 
del gobierno de traducir principios normativos en mecanismos operativos evaluables. 

El análisis longitudinal permitió identificar tres tendencias en la evolución del dis-
curso gubernamental sobre corrupción. La primera corresponde al tránsito desde las 
interpretaciones individualistas hasta el concepto sistemático, lo que refleja la creciente 
influencia de la literatura especializada en gobernanza. La segunda se manifestó en el des-
plazamiento de estrategias correctivas hacia enfoques preventivos, orientados a modificar 
las condiciones que hacen posible la conducta corrupta. La tercera tendencia consiste en 
el paso de respuestas fragmentadas a modelos integrales de política pública, en los que la 
corrupción se vincula con dimensiones administrativas, económicas y democráticas.

Un hallazgo relevante de este estudio es el uso persistente de metáforas de carácter 
médico-patológico en distintos perío-
dos gubernamentales, lo que evidenció 
la construcción simbólica de la corrup-
ción como una enfermedad social que 
requiere intervenciones urgentes. Este 
recurso discursivo contribuyó a legiti-
mar reformas institucionales y medidas 
extraordinarias; pero simplificó la com-
plejidad del fenómeno al reducirlo a la 
condición de que debe ser erradicada, 
más que gestionada mediante estructu-
ras institucionales estables.

La aplicación del modelo argumen-
tativo de Toulmin permitió identificar 

que, a pesar de las diferencias ideológicas entre administraciones, el discurso guberna-
mental presentó estructuras argumentativas recurrentes basadas en la formulación de 
una tesis central, el uso de evidencias contextuales y la apelación a garantías normativas 
vinculadas con la legitimidad política (véase cuadro 3). Esta regularidad sugiere que exis-
te una matriz discursiva relativamente estable en la manera como el gobierno mexicano 
construyó el problema de la corrupción, lo que contribuye a explicar la continuidad de 
ciertos enfoques a lo largo del tiempo.

Cuadro 3. Estructura argumentativa del discurso anticorrupción (modelo de Toulmin)
Gobierno Tesis Evidencia Garantía Tipo de argumento

Vicente Fox Quesada. La corrupción es herencia del pasado. Alternancia política. El cambio moral genera un 

cambio institucional.

Moral.

Felipe Calderón Hinojosa. La corrupción debilita al Estado. Indicadores y casos. Sin integridad no hay desa‑

rrollo.

Sistémico.

Enrique Peña Nieto. Se requiere un sistema anticorrupción. Escándalos. Los problemas estructurales 

requieren instituciones.

Institucional.

Andrés Manuel López Obrador. La corrupción es la causa de todos los 

males.

Ahorros/percepción. La honestidad produce 

bienestar.

Moral-estructural.

Claudia Sheinbaum Pardo. Prevenir reduce la corrupción. Digitalización. Menos incentivos → menos 

corrupción.

Preventivo.

Fuente: Elaboración propia.
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En cuanto a las implicaciones para el diseño de políticas públicas, los resultados del 
estudio indican que las estrategias más prometedoras son las orientadas a modificar los 
incentivos institucionales, fortalecer la autonomía de los órganos de control y consolidar 
mecanismos de transparencia y rendición de cuentas. La evolución observada sugiere que 
la efectividad de la política anticorrupción depende menos de la intensidad del discurso 
político y más de la capacidad de construir estructuras organizacionales estables, capaces 
de resistir cambios de administraciones y presiones del entorno político.

En conclusión, el análisis muestra que el discurso gubernamental mexicano sobre la 
corrupción ha experimentado un proceso de sofisticación conceptual, pues ha pasado de 
interpretaciones morales e individualistas a enfoques preventivos e institucionales más 
complejos. Sin embargo, la persistencia de brechas entre el discurso y la implementación 
efectiva indica que el principal desafió no radica en definir el problema, sino en traducir 
los marcos conceptuales en políticas públicas capaces de producir resultados consistentes 
e institucionalizados. 
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The controls of power in crisis: between institutional capture 
and citizen resistance 

Introducción
Dos reformas constitucionales abonan al retroceso democrático
La reforma judicial de septiembre de 2024, aprobada en la última quincena del gobierno 
de Andrés Manuel López Obrador (amlo), y la reforma constitucional que en diciem-
bre del mismo año, ya con Claudia Sheinbaum en el gobierno, desapareció el Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 
(inai) junto con otros seis organismos autónomos, tres de ellos constitucionales autóno-
mos —Instituto Federal de Telecomunicaciones (ift), Comisión Federal de Competencia 
Económica (Cofece) y Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(Coneval)—, marcaron el punto culminante de la demolición de instituciones de control 
del poder que son pilares clave de una democracia constitucional. Pero estas dos reformas 
no fueron producto de decisiones espontáneas, abruptas o sorpresivas; resultaron de un 
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proceso calculado, coordinado y sistemático que durante los seis años del gobierno de 
amlo se fue cocinando en el marco de una polarización política extrema impulsada en el 
discurso y la práctica gubernamentales.

Dicha polarización ha estado reñida con cualquier pretensión de debate entre adver-
sarios, o con la posibilidad de tender puentes de interlocución entre diversas corrientes 
de opinión. La polarización política que armó amlo fue una plataforma para dar lugar 
a una nueva configuración del entramado público, respaldada por la aprobación popular 
de que gozaba, en la que sólo tenían cabida quienes respaldaban su gobierno. Todos los 
demás individuos u organizaciones —los otros— carecen de legitimidad para ser tomados 
en cuenta o participar en el debate público, lo que contraría el principio básico de una de-
mocracia, del derecho al disenso y la inclusión de la pluralidad. La polarización extrema es 
excluyente y contraria a los pilares esenciales de una democracia constitucional.    

La reforma del Poder Judicial distorsionó el significado de la justicia al despojarla de 
su carácter técnico y de su obligada independencia del poder político, para convertirla en 
un ejercicio de subordinación a los cálculos e intereses de la clase gobernante y su partido 
dominante. La reforma dispuso purgar por completo al Poder Judicial para que las nuevas 
personas juzgadoras fueran electas por voto popular aun cuando sus conocimientos y su 
experiencia fueran mínimos, para que su legitimidad no se debiera al cumplimiento de la 
Constitución y las leyes, sino al apego a los aparatos de movilización de los votantes. De 
acuerdo con un estudio de Julio Ríos Figueroa, profesor del Instituto Tecnológico Autó-
nomo de México (itam), sobre los perfiles de los ganadores de la elección judicial, éstos 
tienen en promedio 15 años menos de experiencia y preparación que las personas juzga-
doras salientes (Ríos-Figueroa, 2025). La reforma abrió la puerta a la promoción indebida 
de funcionarios públicos y representantes populares y fue indebidamente permitida por el 
Tribunal Electoral, ya que los partidos políticos no podían participar. El deficiente diseño 
de la organización de la elección, lo complicado de las boletas utilizadas, la gran cantidad 
de personas por elegir (881 de 3 423 candidaturas) alejó a los votantes: sólo el 13% de 
los electores acudieron a las urnas. Adicionalmente, la jornada electoral estuvo marcada 
por la distribución masiva de «acordeones» que, más que guías de votación, fueron ins-
trumentos que determinaron a los ganadores, sobre todo para los cargos superiores: la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn), el Tribunal de Disciplina Judicial (tdj) 
y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf). Así lo demostró el 
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análisis estadístico que Javier Aparicio presentó a la consideración del tepjf, a manera 
de la figura de «amigos de la Corte», para contribuir a la evaluación documentada de la 
elección judicial (Aparicio, 2025). Empero, el tepjf ignoró las correlaciones del estudio 
—entre los acordeones y los ganadores— y resolvió que las evidencias del fraude no per-
mitían saber quiénes habían elaborado y distribuido los «acordeones», ni si los votantes 
les habían hecho caso. Tres de los cinco magistrados validaron la elección que cinco de los 
once consejeros electorales habían cuestionado severamente con datos de la academia y 
de organizaciones de la sociedad civil que trabajaron para medir el grado de vulneración 
a las elecciones judiciales. Es decir, fue una elección que no garantizó los principios cons-
titucionales de unos comicios: apego a la ley, certeza, objetividad, imparcialidad, equidad 
e independencia.    

Puesto que no se permitió el financiamiento público ni el privado para las campañas 
sino sólo erogaciones de los propios candidatos, ni la compra de espacios en medios elec-
trónicos y redes sociales, se tergiversó el principio del voto equitativo y auténtico, ya que 
las candidaturas con más dinero tuvieron más posibilidades de darse a conocer. Las reglas 
alentaron la contratación oculta de espacios en redes sociales que, de acuerdo con el Ob-
servatorio Electoral Judicial (oej), implicó un gasto de entre dos y tres millones de pesos 
que benefició a 394 candidaturas, es decir, sólo a una pequeña parte de los contendientes. 
Aunque estos datos fueron presentados a la autoridad fiscalizadora del Instituto Nacional 
Electoral (ine), ésta los ignoró al hacer la fiscalización de los recursos (oej, 2025). Tam-
poco tomó en cuenta las aportaciones en especie que significaron los «acordeones» para 
quienes aparecían en ellos y resultaron ganadores.

En suma, la participación de la sociedad civil, en los márgenes del marco institucio-
nal, evidenció las violaciones a la legislación de la elección judicial que se cometieron y 
que, a pesar de que se pusieron en manos de las autoridades las pruebas de irregularidades 
detectadas y detalladas, éstas optaron por desestimarlas al momento de calificar la validez 
de la elección. La mayoría de los integrantes del ine y el tepjf sacrificaron su autonomía 
para alinearse al gobierno y el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), a fin de 
cumplir a toda costa con el propósito de que la justicia quedara en manos de jueces y jue-
zas que debieran sus cargos a quienes movilizaron a los votantes y no al conocimiento de 
las leyes ni a la experiencia judicial de los propios aspirantes. 

Una consecuencia importante del nuevo modelo de elección de las personas juzga-
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doras es que se eliminó la carrera judicial para jueces y magistrados, de suerte que ya no 
dependerán de sus conocimientos técnicos y esfuerzos, de su dedicación y experiencia, 
para mantenerse y ascender en sus cargos, sino de que sus sentencias sean apreciadas por 
el poder político, que es al final el que tiene la capacidad de llevar votantes a las urnas, 
lo que decidirá su suerte. El cambio en los incentivos para la labor de jueces y juezas las 
convirtió en allegadas al poder y su partido.

Ante la decisión de las autoridades electorales de no investigar ni valorar las ilega-
lidades de la elección judicial, éstas actuaron más como operadoras del poder que como 
árbitros de los comicios, lo cual prueba que el poder político subió un peldaño más en la 
captura del ine y el tepjf. Fue la academia, junto con observadores de la sociedad civil, 
quienes, desde los márgenes, documentaron rigurosamente las violaciones a las normas, 
lo que da cuenta del relevante papel que desempeñó la ciudadanía al vigilar que las elec-
ciones sean una función del Estado y no del gobierno y sus intereses concretos. Así se 
consumó la anulación del Poder Judicial, en su carácter de fuerza contramayoritaria, que 
es esencial para asegurar la defensa de los derechos de las personas y la protección de las 
minorías. 

Como bien ha dicho Adam Przeworski, en un proceso de desmantelamiento de la 
democracia y las instancias de control del poder lo más grave que puede suceder es que se 
anule al Poder Judicial, porque es el que tiene el control de la constitucionalidad, es decir, 
lo que da vigencia al máximo ordenamiento jurídico para seguir moldeando la actuación 
de los gobernantes (Przeworski, 2023).

Por otra parte, la reforma constitucional que eliminó al inai y arrebató a las perso-
nas su derecho fundamental a conocer las decisiones y los actos de las autoridades para 
entender cómo se ejercen los recursos públicos y someter el poder a un escrutinio docu-
mentado, canceló la posibilidad de corregir los canales que subvierten la gestión pública 
en beneficio de sus operadores. 

Aunque en la reforma de la Constitución y la ley general se mantuvieron los prin-
cipios de la transparencia y el acceso a la información, como la máxima publicidad y la 
existencia de mecanismos ágiles para lograrlo, sin necesidad de demostrar interés jurídi-
co, al desaparecer los organismos garantes con autonomía en los ámbitos federal y local y 
trasladar sus facultades a dependencias de gobierno se desnaturalizaron tales principios 
y los sujetos obligados devinieron juez y parte. Los efectos de contrapeso y control de la 
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apertura informativa sobre el poder se desdibujaron. Quedó obstaculizada la posibilidad 
de que el periodismo de investigación, la academia y organizaciones de la sociedad civil 
usaran el acceso abierto a la información para investigar casos de corrupción y difundirlos 
ampliamente entre toda la sociedad para empujar al gobierno a investigarlos.

La polarización extrema que cruzó transversalmente el gobierno de amlo e impreg-
nó el imaginario colectivo de la convicción de que sólo había una disyuntiva posible, la 
de colocarse del lado del pueblo, que él encarnaba, o en contra del pueblo, sin posibilidad 
alguna de darle razón y sentido a las posiciones de los otros, canceló la posibilidad de 
una conversación pública abierta y deliberativa. Como dijera Habermas, la pluralidad, la 
inclusión y el disenso son indispensables para darle vida al diálogo como fórmula para 
arribar a las mejores decisiones colectivas. Ese diálogo quedó anulado. 

El órgano desconcentrado y sectorizado de la Secretaría Anticorrupción y Buen Go-
bierno (sabg) denominado Transparencia para el Pueblo, que sustituye al inai, sólo 
tiene autonomía de decisión, y su titular es nombrado directamente por la presidenta de la 
República. Las autoridades garantes de los otros poderes y de los organismos constitucio-
nales autónomos, sus respectivos órganos internos de control o equivalentes no ofrecen 
garantías de independencia para resolver a favor de los ciudadanos qué información debe 
ser pública y accesible. Con estos cambios se eliminaron la autonomía, la especialización 
y la colegialidad de los organismos garantes, así como la existencia de normas y criterios 
uniformes para un derecho universal.   

Aunadas a la fragmentación de los criterios de apertura informativa, que antes es-
taban unificados en el inai, la nueva ley general agrega causales de reserva de la infor-
mación que, de acuerdo con los estándares internacionales, deben ser lo más acotadas y 
estrictas posibles. Como excepción a la máxima publicidad, la ley establece el interés del 
Estado, y por tanto del gobierno, en sustitución del interés público, que es de la colectivi-
dad. También se reservan los actos que afecten la paz social (sic) y servicios de protección 
estratégica, que pueden dar lugar a una interpretación poco clara y discrecional por parte 
de las autoridades de transparencia, que ahora son gubernamentales, para negar la infor-
mación.

Actualmente, a seis meses de aprobada la nueva ley general, la autoridad garante para 
el gobierno federal, Transparencia para el Pueblo, ha recibido 2 456 recursos de revisión, y 
ha resuelto 456, de los cuales 385 se han desechado por no haberse formulado adecuada-
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mente, 13 se han revocado, 25 modificado y 13 confirmado; es decir, en la gran mayoría de 
los casos no se han revisado a fondo las solicitudes. Respecto a la autoridad garante de las 
dos cámaras del Congreso federal (la contraloría respectiva), que adecuó su ley orgánica 
en julio de 2025, se dio seis meses para ajustar sus normas. El Órgano de Administración 
Judicial de la scjn aún no tiene disposiciones normativas y el órgano interno de control 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (cndh) declaró en julio una suspen-
sión de plazos para atender solicitudes sin motivación legal, y sigue sin haber información 
en su sitio web. 

Sabemos que difícilmente se tomarán en cuenta los precedentes de transparencia fija-
dos por los organismos garantes previos. Un ejemplo claro al respecto es cómo, en octubre 
de 2025, Petróleos Mexicanos (Pemex) negó información a la solicitud de los compro-
bantes de pago de la gasolina enviada a Cuba entre 2023 y 2024, con el argumento de que 
quien operó los envíos fue Gasolinas del Bienestar S.A. de C.V., una filial de Pemex que 
es una empresa mercantil. Este razonamiento viola el principio constitucional de que todo 
el dinero público, independientemente de la instancia que lo maneje, es siempre público. 
Pemex no puede esconderse bajo la naturaleza privada de su filial para ocultar dinero del 
erario. El inai revocó la respuesta de Pemex e instruyó que se entregara la información 
(Martínez, 2025).

Más allá de la lentitud con la que están funcionando las autoridades garantes, resulta 
muy preocupante constatar que el sitio web del inai fue deshabilitado por la sabg un 
mes después de su desaparición sin fundamento legal alguno. Sólo la presión insistente de 
organizaciones de la sociedad civil logró que la página web se reactivara en agosto, pero 
desconocemos si toda la información alojada ahí desde 2003 está completa o ha sido mu-
tilada. El gobierno buscó impedir que estuviera a la vista la memoria histórica del inai, 
incluyendo todos los recursos de revisión resueltos, así como estudios sobre políticas de 
transparencia, informes anuales e incluso sus publicaciones.1

1 Esta práctica la han mostrado también otras dependencias, como la Secretaría de Educación Pú-
blica, que desactivó los sitios web del Instituto Nacional de Evaluación Educativa, el Coneval y la 
Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación (Mejoredu), con lo que se perdieron 
más de 22 años de informes y bases de datos sobre diagnósticos de aprendizaje de educación básica 
y media superior (Backoff, 2025).
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Atrás quedaron más de veinte años de vigencia de un modelo de transparencia que fue 
ejemplo para América Latina por la evolución virtuosa de sus altos estándares normativos, 
constatados por el Centre for Law and Democracy de Canadá. Aunque pudiera rescatarse 
parte de la masa crítica de expertos en transparencia que se forjó durante estos años, hemos 
sido despojados del compromiso público con la apertura informativa como escalón esen-
cial de la rendición de cuentas que apuntala a un Estado democrático de derecho. 

Las dos reformas mencionadas significaron la quiebra de nuestra Constitución, en-
tendida como pacto social y como producto de amplias deliberaciones y acuerdos plu-
rales. Hoy es un ordenamiento jurídico manipulado arbitrariamente por una sola fuerza 
mayoritaria que cobija a un régimen autoritario en construcción y que no permite, como 
dice Keane (2018), que los gobiernos sean monitoreados por ciudadanos para someterlos 
a controles institucionales y sociales, como dispone una democracia constitucional.

Lo que hizo posible el derrumbe de estas dos instituciones fue la concentración del 
poder en la Presidencia de la República, sustentada en su indiscutible legitimidad en las 
urnas y la inconstitucional mayoría calificada que las autoridades electorales otorgaron a 
Morena y sus aliados en 2024, violando así la Constitución. 

Como todos sabemos, Claudia Sheinbaum ganó las elecciones presidenciales de 2024 
con 59.7% de la votación; pero la coalición formada por Morena, el Partido del Trabajo 
(pt) y el Partido Verde Ecologista de México (pvem) que la promocionó sólo obtuvo el 
54.7% de los votos para diputados y senadores (3.5 millones de votos menos). Sin em-
bargo, a la hora de distribuir las diputaciones de representación proporcional, siete de los 
once consejeros del ine le otorgaron a la coalición el 73% de las curules —es decir, una 
supermayoría calificada—, lo que viola el artículo 54 constitucional, que sólo permite el 
8% de sobrerrepresentación y un máximo de 300 curules por partido (la coalición obtuvo 
364 diputados). Esta decisión fue avalada por cuatro de los cinco magistrados del Tribu-
nal Electoral. El gran debate al respecto se centró en si la lectura del límite constitucional 
del 8% de sobrerrepresentación debía ser literal (por partido) o funcional, sistemática e 
histórica (por partido, coalición o fuerza política) para evitar que un solo actor político 
concentrara los votos para reformar la Constitución a su antojo, sin necesidad de negociar 
o llegar a acuerdos con ningún otro. 

Mientras que unos apoyaban literalmente el artículo 54 para asignar las curules y 
mantener el límite de sobrerrepresentación únicamente por partido político, siguiendo 
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los precedentes de elecciones previas, otros consideraban dicha interpretación como «un 
fraude a la Constitución» (Martín-Reyes y Garza-Onofre, 2024). Tal interpretación signi-
ficaba abultar excesivamente el respaldo popular a la coalición ganadora en el Congreso, 
«sobrecargando el peso de unos votos, mientras se comprimía al mínimo los de la oposi-
ción» (Murayama, 2024).

En el Senado, la representación de la coalición gobernante quedó a tres escaños de al-
canzar la mayoría calificada. Casi de inmediato, los dos senadores de primera minoría del 
Partido de la Revolución Democrática (prd), que perdió su registro legal por no alcanzar 
el 3% de la votación, decidieron buscar cobijo en la bancada del partido oficial, en contra 
del cual habían competido. El último escaño se procesó, en ocasión de la votación de la re-
forma judicial, mediante la extorsión de Morena al diputado panista Miguel Ángel Yunes 
Márquez para que cambiara su voto a favor de la reforma judicial por la cancelación de la 
orden de aprehensión en su contra por el uso de documentos falsos y un fraude procesal 
cuando era presidente municipal de Boca del Río. Dos meses después de la aprobación 
de la reforma judicial, una jueza de Veracruz canceló dicha orden de aprehensión. Yunes 
Márquez era ya miembro de la bancada de Morena en el Senado (Peschard, 2025).

  
Seis años orientados a preparar la destrucción de instituciones de control y contrapeso 
Como señalé al principio, la crisis de los controles del poder, que se condensó en las dos 
reformas constitucionales referidas, fue producto de una estrategia de destrucción institu-
cional fraguada durante los seis años del gobierno de amlo, quien se negó a aprovechar 
su legitimidad de origen para convocar a un debate plural y a la formación de acuerdos o 
pactos consensuados para impulsar las reformas legales y constitucionales que se propo-
nía. Como buen líder populista, el expresidente prefirió atizar la polarización política para 
desprestigiar y denostar a los que se rehusaban a apoyarlo, a fin de mantener al adversa-
rio visible, bien identificado, y así justificar las políticas y reformas que, aunque dañaran 
derechos y libertades, buscaban beneficiar a los más pobres. En opinión de amlo, esta 
polarización servía para ampliar la concentración del poder en sus manos para combatir 
eficazmente los grandes problemas sociales, excluyendo así a más de 46% de la población 
que no había votado a su favor. 

Desde que tomó protesta como presidente electo, y durante los primeros meses de su 
gobierno, amlo aseguró a los integrantes del Poder Judicial y de los organismos constitu-
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cionales autónomos que no interferiría en sus funciones ni trataría de subordinarlos a sus 
designios, como lo habían hecho los gobiernos en el pasado. Empero, muy rápidamente 
empezamos a constatar lo contrario, pues el expresidente desplegó dos acciones principa-
les para concentrar el poder en sus manos y desacreditar a las instituciones de contrapeso 
al Ejecutivo, que fueron parte de una estrategia integral: 1) la colonización de instituciones 
autónomas mediante la imposición de sus titulares o la cancelación de los relevos de sus 
integrantes, y 2) una política eficaz de comunicación social, liderada por amlo, para 
apropiarse de la agenda pública, desprestigiar a instituciones de contención del poder y 
denostar, o de plano perseguir, a ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil que eran 
sus críticos y adversarios. 

En primer lugar, impuso el nombramiento de Rosario Piedra Ibarra al frente de la 
cndh a pesar de su reconocida vinculación estrecha con Morena. Para obtener la mayo-
ría calificada que se necesitaba, y que Morena y aliados no tenían, Ricardo Monreal, líder 
morenista en el Senado, manipuló las cifras de votación para lograr la suma necesaria. 
Desde entonces la cndh quedó desprestigiada y subordinada a la voluntad del poder po-
lítico. La señora Piedra también canceló de facto las funciones de colaboración y vigilancia 
de su Consejo Consultivo, al que desplazó consistentemente de cualquier involucramien-
to en las políticas de la cndh, hasta que por fin sus seis integrantes optaron por renunciar 
en masa al cargo. Cuando, cinco años más tarde, se planteó el relevo de Piedra Ibarra, el 
Senado la volvió a designar pese a que públicamente había obtenido una de las evaluacio-
nes más bajas de todos los aspirantes a ocupar el cargo. La votación fue una nueva farsa 
para reafirmar la captura de la cndh (Zerega, 2024).

Respecto de la scjn, la cndh consideró conveniente que el ministro Arturo Zal-
dívar siguiera siendo su presidente, ya que había sabido impulsar votaciones de jueces y 
magistrados a favor de los intereses del gobierno y respaldar tanto la iniciativa ciudadana 
para juzgar a los expresidentes como la revocación de mandato, lanzadas por el expresi-
dente. Legisladores morenistas propusieron que se extendiera su presidencia por dos años 
más, lo cual era flagrantemente violatorio de la Constitución. La reacción en contra de 
constitucionalistas y expertos, con influencia en la opinión pública, obligaron a Zaldívar a 
renunciar a dicha pretensión (Reuters, 16 de abril de 2021).

Este intento de pisotear la Constitución reveló el desprecio del expresidente por la 
legalidad cuando ésta iba en contra de sus cálculos políticos. En este mismo sentido, dado 
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que entonces carecía de una mayoría calificada en el Congreso, amlo frenó los nombra-
mientos de las dos vacantes del tepjf y de 100 magistrados en tribunales electorales lo-
cales, con miras a cooptar a la mayoría de sus integrantes mediante distintos tipos de pre-
siones, que resultaron eficaces para asegurar que sus votaciones se alinearan a los cálculos 
del gobierno. Esto se evidenció en la Sala Superior del tepjf, cuyo comportamiento hasta 
entonces se había caracterizado por su independencia. A partir de la elección de 2024 se 
fue cristalizando una mayoría de tres de los cinco magistrados que siempre se pronuncia-
ron a favor de la posición del gobierno, por absurda que fuera. La validación de la elección 
presidencial de 2024, con todo y las múltiples violaciones documentadas (inicio anticipa-
do de las precampañas, sin fiscalización efectiva, con la intervención de amlo a favor de 
su candidata presidencial en las mañaneras), mostró la conducta sesgada de la mayoría de 
los magistrados electorales, la cual se replicó durante la elección judicial de 2025.  

En el caso del inai, en 2023, después de un año sin acuerdos políticos en el Senado 
para nombrar por dos terceras partes (mayoría calificada) los relevos de dos de sus sie-
te comisionados, finalmente se aprobaron; pero amlo decidió objetarlos porque habían 
sido producto de una negociación entre Morena y el Partido Acción Nacional (pan), 
lo que para él era inaceptable en su esquema polarizado donde «negociar es claudicar». 
Cuando un comisionado más concluyó su periodo, el inai quedó sin quórum legal para 
sesionar (había cuatro y necesitaba cinco), con lo cual se paralizó la autoridad garante de 
dos derechos fundamentales: el acceso a la información pública y la protección de datos 
personales. Durante los casi cinco meses que estuvo inoperante, el inai dejó de resolver 
ocho mil recursos de revisión, y aunque el poder judicial concedió la suspensión a diver-
sos juicios de amparo, uno de ellos promovido por el propio Consejo Consultivo del inai 
(12 de mayo de 2023) para obligar al Senado a hacer los nombramientos faltantes, éste los 
desacató sin ninguna consecuencia por la violación. Finalmente, la scjn permitió que el 
inai sesionara con sólo cuatro comisionados mientras que el Senado no cumpliera con 
su mandato constitucional de hacer los nombramientos faltantes, lo cual nunca sucedió, y 
el desacato quedó impune.

El nombramiento de cuatro consejeros electorales del ine en abril de 2023 mostró 
también cómo la extremada polarización impidió que se pusieran de acuerdo el gobierno 
y la oposición para negociar la designación de perfiles idóneos para ocupar los cargos. Los 
diputados recurrieron al sorteo, previsto por la ley como última instancia, para designar 
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a los consejeros y la consejera presidenta, que al final resultó ser parte de una familia muy 
cercana a Morena. La apropiación del gobierno y su partido de la designación de los relevos 
en el Consejo General del ine, en un contexto polarizado de imposible mediación o nego-
ciación, significó el primer escalón en la vulneración a la autonomía del árbitro electoral.   

Una política de comunicación social enraizada en la marea de la hiperpolarización 
política encabezada por el ahora expresidente le permitió apropiarse de la agenda pú-
blica y desprestigiar a instituciones de contrapeso al poder. A través de las conferencias 
matutinas, persiguió a periodistas, comunicadores y organizaciones de la sociedad civil 
que difundían estudios bien fundamentados sobre sus políticas gubernamentales y sus 
efectos nocivos sobre la crítica y los contrapesos. Aunque algunos de los agredidos por el 
discurso presidencial ganaron amparos porque los ataques contenían discursos de odio 
(José Ramón Cossío, ministro en retiro) o violaban la libertad de expresión (Max Kaiser, 
miembro del Consejo Nacional de Litigio Estratégico), las sentencias sólo se cumplían 
parcialmente porque las menciones se retiraban de internet, pero los ataques continuaban 
en las mañaneras.  

Bajo la pretensión de ser espacios para informar a la población, las «mañaneras» se 
revelaron como instrumentos de propaganda gubernamental a través de los cuales se des-
plegaron campañas de descrédito contra funcionarios de organizaciones independientes 
y autónomas del poder político; de manera destacada, para desacreditar a los presidentes 
del ine y de la scjn.

Las embestidas sistemáticas desde la alta tribuna de Palacio Nacional contra Lorenzo 
Córdova y Norma Lucía Piña no sólo fueron verbales, también se tradujeron en moviliza-
ciones de grupos afines al gobierno y su partido para lanzar ataques ofensivos contra sus 
resoluciones y sentencias, así como en contra de sus personas y familiares en vías públicas 
e incluso fuera de sus domicilios. Sin pudor alguno, el expresidente los justificaba en su 
derecho a la libertad de expresión, olvidando que la utilización de su alta investidura y 
los recursos económicos invertidos en las mañaneras eran actos de abuso del poder, sin 
consecuencias ni costo político alguno para Morena y su dirigente histórico. Sólo organi-
zaciones de la sociedad civil realizaron un ejercicio de rendición de cuentas de las maña-
neras, que demostró su carácter de espacios de desinformación pública. 

La organización Artículo 19 investigó si 34 declaraciones del presidente respecto de 
varios temas: corrupción, economía, covid-19, organismos autónomos, programas socia-
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les y seguridad eran verídicos o no, con base en solicitudes de información. Sus hallazgos 
mostraron que en el 58.8% no fue posible realizar tal verificación, pero en el 26.5% las 
declaraciones fueron falsas, y sólo en el 5.6% tenían un respaldo en documentos públicos 
oficiales (Jiménez, 2023). De igual manera, Luis Estrada, director de spin, Taller de Co-
municación Política, presentó un balance del seguimiento de las mañaneras de amlo a 
mitad del sexenio, el cual demostró que el presidente había hecho 55 042 «afirmaciones 
no comprobables» y 66 868 «afirmaciones falsas, engañosas o no verdaderas» (Estrada, 
2022, p. 136). 

La política de comunicación social que dictó la Presidencia de la República invadió 
los medios públicos en radio y televisión, y los convirtió en declarados propagandistas del 
gobierno. Con ello incumplen su función social de informar sin sesgos políticos y estar 
abiertos a las diferentes corrientes de opinión para contribuir a crear una opinión pública 
libre e informada. Es cierto que las personas, sobre todo las más jóvenes, se informan cada 
vez menos en los medios convencionales y que todavía quedan espacios para el debate y 
la crítica informados de quienes se rehúsan al control monopólico de la información por 
parte del poder político. 

La desinformación, o información selectiva, difundida desde las mañaneras se poten-
cializó a través de las redes sociales, que son muy atractivas porque ofrecen información 
breve, simple, inmediata y que apela a las emociones, lo que permite reafirmar posiciones 
políticas particulares. Si bien las redes tienen un impacto positivo en la libre manifesta-
ción de ideas porque carecen de responsabilidades y están limitadas por las «cámaras de 
eco», desde la perspectiva del gobierno, alimentan fácilmente el respaldo a quien emite los 
mensajes, sobre todo si se trata de un presidente con amplios márgenes de popularidad. 

Como bien ha señalado la periodista inglesa Helen Lewis, las redes sociales ofrecen 
al gobierno transmitir la sensación de cercanía con la gente, de comunicación uno a uno, 
lo que favorece las respuestas rápidas, pero carentes de argumento y transparencia. Esto 
da pie a lo que llama una sociedad oral y visual, es decir, a «una cultura de la narrativa, 
sin verificación de datos, que favorece a líderes todopoderosos y a gobiernos punitivos» 
(Lewis, 2025). 

Al control de la agenda pública y el monopolio de la comunicación política se sumó 
la capacidad del expresidente amlo de disciplinar a los legisladores de su coalición de go-
bierno para que sus iniciativas de ley y de reformas constitucionales y sus decisiones sobre 
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los nombramientos se acataran sin moverles una coma, es decir, sin deliberación alguna. 
La subordinación del Poder Legislativo llevó a que se aprobaran iniciativas sin cumplir los 
requisitos mínimos de la misma técnica parlamentaria (existencia de quórum, sesiones 
en el recinto establecido, recuento probado). Un caso particularmente escandaloso fue la 
aprobación por Morena y sus aliados de 20 reformas legales en cinco horas el 28 de abril 
de 2023, sin discusión en comisiones y sin siquiera contar con el quórum legal necesario 
(García, 2023).

Amlo promovió iniciativas de ley que contravenían la Constitución, como la incor-
poración de la Guardia Nacional a la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), la refor-
ma a la ley eléctrica, recortes a las remuneraciones de los servidores públicos, aumento 
de las causales de la prisión preventiva oficiosa, reformas electorales para restringir la 
autonomía del ine, reducir la pluralidad del Congreso y el financiamiento público de los 
partidos. Todas ellas fueron impugnadas mediante amparos o acciones de inconstitucio-
nalidad y controversias constitucionales. La intervención de la scjn pudo frenarlas, ante 
el enojo abierto del expresidente. Fiel a esta misma ruta de impulsar políticas inconstitu-
cionales, amlo emitió un decreto el 22 noviembre de 2021 para que diversos proyectos 
gubernamentales se declararan de interés público y de seguridad nacional, a fin de asig-
narles presupuestos extraordinarios sin tener que cumplir con las normas de contratación 
o de transparencia. Dos años después, la scjn declaró inconstitucional dicho decreto 
porque pretendía que un acto administrativo estuviera por encima de la ley; sin embargo, 
ese mismo día amlo firmó un nuevo decreto para que sus obras favoritas (refinería de 
Dos Bocas, Tren Maya, aeropuertos del sureste) fueran declaradas de interés público y 
seguridad nacional para impedir que se transparentaran los recursos invertidos en ellas. 
El inai interpuso controversia constitucional en contra del decreto porque invadía su 
competencia exclusiva en materia de transparencia, pero ésta no la alcanzó a resolver la 
scjn que fue destituida por la reforma de 2024. 

Los últimos meses del gobierno de amlo ratificaron su desdén por la legalidad y su 
voluntad de dejar un legado preciso para su sucesora en caso de que, como se calculaba, 
obtuviera la mayoría calificada en el Congreso. Entre las famosas 20 iniciativas (18 de ellas 
constitucionales) que envió al Congreso el 5 de febrero de 2024 destacaban la reforma 
judicial, la desaparición de organismos constitucionales autónomos, la extensión de las 
causales de la prisión preventiva oficiosa y la reforma electoral.
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La reforma electoral, cuyo diseño se hizo depender de una comisión de la Presiden-
cia y no del Legislativo, como debía ser para incluir las diferentes corrientes políticas, sí 
oiría diferentes voces; pero su contenido no se abriría al debate porque, como dijo Pablo 
Gómez, presidente de dicha comisión, hoy existe «una nueva mayoría» que va a decidir 
por sí sola. 

Claudia Sheinbaum cumple puntualmente el guion de su antecesor 
y va más allá en restringir derechos
El resorte autoritario del legado de su antecesor y mentor ha encontrado en la presidenta 
un eco expansivo. La propuesta de reforma a la Ley de Amparo para achicar los márgenes 
de protección del ciudadano frente a abusos del poder, a través de reducir la figura de las 
suspensiones, e incluso aplicando la nueva ley retroactivamente, es una violación clara a la 
Constitución porque va en el mismo sentido de aumentar la concentración del poder polí-
tico a costa de un derecho esencial de las personas. Los intensos debates que se desataron 
sobre los alcances de la reforma y las diferencias que surgieron incluso entre integrantes 
de Morena sobre la retroactividad de la ley, al final la dejaron fuera. 

No ha sido la presión de las oposiciones, ni mucho menos la intervención de la 
cndh, sino el esfuerzo y la presión desplegada por la sociedad civil para dar a conocer 
a la población los efectos negativos de la reforma a la Ley de Amparo sobre sus derechos 
básicos de defenderse frente a abusos de las autoridades lo que ha convertido el tema en 
un asunto de agenda pública y no sólo de expertos.

Para cerrar esta presentación sobre la crisis de controles sobre el poder, la captura de 
instituciones y las resistencias ciudadanas, vale la pena rescatar una noticia reciente que 
parece haber implicado una vuelta de tuerca en el combate a la corrupción. El pasado 9 de 
septiembre de 2025, las autoridades federales encargadas de perseguir delitos, es decir, la 
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana (sspc) y la Fiscalía General de la Repú-
blica (fgr), con la colaboración de la Unidad de Inteligencia Financiera (uif), anuncia-
ron la existencia de megaoperaciones de huachicol fiscal y la detención de 14 personas que 
fueron remitidas al ministerio público. Cinco de ellas son altos mandos de la Secretaría 
de Marina: un vicealmirante y su hermano, que son sobrinos políticos del exsecretario de 
Marina del expresidente amlo, además de personal de alto nivel de aduanas de la fron-
tera norte y empresarios comercializadores del combustible. Se trata de un caso inédito 
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de intervención institucional que involucra el contrabando de millones de litros de diésel 
en barcos a los que se les permitía ingresar a puertos del país como Altamira y Tampico 
sin pagar impuestos, como si se tratara de aceites o lubricantes, para después entregarlos a 
gasolineras e incluso al crimen organizado. 

Lo más relevante de esta captura de delincuentes de las altas esferas del gobierno 
y del empresariado es que se evidenció que la corrupción implica una red de compli-
cidades y la participación de diferentes sectores de la sociedad, el gobierno e incluso el 
crimen organizado. En esta intersección de intereses, el involucramiento de persona-
jes de la Marina pone de relieve que la alianza de amlo con las fuerzas armadas para 
otorgarles grandes cantidades de dinero y funciones clave del Estado mexicano como 
aduanas, puertos, aeropuertos, bancos y obras públicas no ha servido para controlar 
la corrupción. Los militares fueron capaces de liderar la imbricación de intereses en 
el «huachicol fiscal» para desfalcar al erario por sumas multimillonarias y contribuir a 
corroer el sistema político.

Todo parece indicar que la acción del gobierno federal de dar a conocer este caso de 
corrupción estuvo vinculada a la presión del gobierno de Estados Unidos, dada la partici-
pación de empresas de aquel país; pero más allá del móvil que la provocó, hasta la fecha el 
gobierno mexicano afirma que el desfalco asciende a 16 000 millones de pesos, lo cual es 
falso. Estudios realizados por el Observatorio Ciudadano de Energía, que ha analizado la 
evolución del fenómeno, comparando datos de exportación de Estados Unidos a México 
y de importación en nuestro país, se calcula la pérdida del erario en alrededor de 123 000 
millones de pesos. Una vez más, es la participación de integrantes de la sociedad civil lo 
que permite demostrar la opacidad del gobierno en un caso que él mismo difundió (Bar-
nés de Castro, 2025).

En suma, la desaparición de instituciones autónomas que vigilaban al poder para 
empujarlo a rendir cuentas y la captura de las que tienen el cometido de proteger los de-
rechos de las personas frente a actos arbitrarios y abusivos del poder han sido actuaciones 
sostenidas de los gobiernos de Morena para avanzar en la concentración del poder. Es 
cierto que los grandes intereses económicos, tanto nacionales como internacionales, tie-
nen la posibilidad de ponerle diques a dicha captura institucional; pero la sociedad civil 
ha mostrado resistencia de manera firme y constante para defender nuestra incipiente 
democracia constitucional, que ha sido atropellada. 
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Participación ciudadana, innovaciones 
democráticas y sus límites
En el contexto contemporáneo de las de-
mocracias latinoamericanas, los mecanis-
mos de participación ciudadana se han 
multiplicado sin garantizar necesariamen-
te mejores resultados. Desde finales del si-
glo xx, muchos gobiernos emprendieron 
políticas participativas tanto en respuesta 
a demandas sociales como por estrategias 
de modernización administrativa. Entre 
los distintos mecanismos, como presu-
puestos participativos, consultas ciudada-
nas, contralorías sociales, entre otros, los 
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consejos ciudadanos (cc) se consolida-
ron como las figuras más recurrentes en 
los gobiernos locales debido a su escala y 
cercanía con la ciudadanía. En México, el 
60% de los 140 municipios con reglamen-
tación de participación ciudadana forma-
liza a los cc (p. 16), lo que refleja su arrai-
go institucional.

Sin embargo, los diagnósticos acadé-
micos suelen ser críticos: en la práctica, 
muchos consejos no funcionan, son cap-
turados por intereses dominantes o que-
dan reducidos a instancias de simulación. 
En este debate, Luis Téllez Arana presenta 
una propuesta que desafía los enfoques 
dominantes, centrados en el diseño insti-
tucional o en los atributos individuales de 
los actores. Su argumento central es que 
el éxito o fracaso de los consejos ciudada-
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nos depende de las relaciones sociales que 
se tejen entre quienes participan en ellos, 
es decir, propone un giro relacional en el 
análisis de las innovaciones democráticas.

El libro, acreditado mediante revisión 
por pares doble ciego, se inscribe en el de-
bate latinoamericano sobre las posibilida-
des reales de las innovaciones democráti-
cas. Como bien afirma Melissa Amezcua 
Yépiz en el prólogo, estas innovaciones 
son frecuentemente «archipiélagos demo-
cráticos»: experiencias inacabadas, ame-
nazadas por la captura o la simulación, 
cuyo estatus ambivalente exige nuevas he-
rramientas de análisis (p. 11). La obra de 
Téllez Arana busca precisamente proveer 
esas herramientas.

La sociología relacional como eje ordenador
La fortaleza más notable del libro reside 
en la solidez de su andamiaje teórico. El 
autor fundamenta su obra en la sociolo-
gía relacional, cuyo principio organizador 
consiste en desplazar el locus analítico de 
las unidades sociales individuales, ya sean 
personas o colectivos, hacia las relaciones 
sociales en proceso entre esas unidades. La 
referencia principal es Mustafa Emirbayer, 
cuyo manifiesto en pro de una sociología 
relacional (p. 18) es presentado como la 
piedra de toque del paradigma. A ese diá-
logo se suman las contribuciones de Pier-

Luis Téllez Arana (2025). Redes de relaciones 
detrás de la participación ciudadana. Propuesta 
de análisis para los consejos ciudadanos en Mé-
xico. Guadalajara: Universidad de Guadalaja-
ra-Centro Universitario de Tonalá. 

paolo Donati, Nick Crossley y François 
Dépelteau.

Téllez Arana opta por la versión del 
realismo crítico de Donati, que reconoce 
la existencia de elementos más allá de las 
instituciones formales que producen re-
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laciones y concede cierta agencia interna 
a los actores. Esta decisión teórica es pru-
dente para el estudio de los cc, espacios 
altamente institucionalizados donde el 
diseño normativo establece un marco que 
los actores no pueden ignorar, pero que 
tampoco determina por sí solo los resul-
tados. Así, el relacionalismo no elimina al 
neoinstitucionalismo del análisis, sino que 
lo complementa al mostrar que un mismo 
diseño legal puede arrojar resultados he-
terogéneos, según cómo se gestionen las 
relaciones internas y externas del consejo.

Otro aporte de este bloque es la refor-
mulación relacional de conceptos clásicos. 
El liderazgo, por ejemplo, deja de anali-
zarse como un atributo de la persona (sus 
actitudes, capacidades o carisma) para 
convertirse en una propiedad que emer-
ge de la red de relaciones que se configura 
en torno a ciertos actores. El análisis pasa 
del individuo al tejido de vínculos, lo cual 
abre posibilidades empíricas nuevas para 
entender cómo el liderazgo puede favore-
cer o entorpecer la acción colectiva dentro 
de un consejo.

La dinámica relacional: 
un concepto operativo
El concepto central de la obra es la diná-
mica relacional, definida como las dimen-
siones que asumen los arreglos relacio-

nales formados y estabilizados durante la 
gestión de propuestas ciudadanas. Téllez 
Arana identifica cuatro componentes con 
potencial explicativo.

Los objetivos no aluden únicamente 
a los fines formales del consejo, sino tam-
bién a la convergencia o divergencia en-
tre las concepciones individuales que los 
participantes tienen sobre las propuestas 
concretas. El involucramiento refiere a la 
intensidad del compromiso, que puede 
oscilar entre la mera recepción de infor-
mación y la colaboración activa. El lide-
razgo se observa como una estructura de 
coordinación de tareas que puede estar 
concentrada en un actor o distribuida en-
tre varios. Finalmente, la relación con el 
gobierno alude a la distancia y las cualida-
des de la interacción entre el consejo y las 
instituciones representativas: si es flexible 
o cerrada, de afinidad o de rechazo, de 
confianza o de desconfianza.

El autor agrupa estos componentes en 
dos configuraciones: la interaccional, que 
se refiere a las conexiones cara a cara que 
favorecen o dificultan la cohesión entre los 
participantes, y la estructural, que descri-
be las propiedades de la red que permiten 
o bloquean la distribución del poder nece-
saria para alcanzar los objetivos. El marco 
analítico resultante trasciende el caso estu-
diado y puede transferirse a otros procesos 
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de participación institucionalizada, lo que 
dota a la propuesta de una vocación com-
parativa de largo alcance.

El análisis de redes sociales 
como herramienta metodológica
La operacionalización de la propuesta teó-
rica mediante el análisis de redes sociales 
(ars) es otra aportación valiosa de esta 
obra. Téllez Arana construye un puente 
entre la sociología relacional como pa-
radigma ontológico y epistemológico y 
el ars como herramienta metodológica 
concreta, articulación poco frecuente en la 
literatura sobre participación ciudadana.

Para cada componente de la dinámi-
ca relacional se definen indicadores de-
rivados del ars: densidad de la red, gra-
do nodal, intermediación (betweenness), 
equivalencia estructural y centralización, 
entre otros. Estas medidas permiten tra-
ducir categorías teóricas en dimensiones 
empíricamente observables y compara-
bles, tales como la cohesión de los obje-
tivos o la concentración del liderazgo. La 
información se recolectó mediante trabajo 
de campo participante, entrevistas semies-
tructuradas, cuestionarios sociométricos y 
revisión documental. Los sociogramas de 
redes se procesaron con el software uci-
net, de acceso libre. 

La metodología adoptada es la del 

estudio de caso único integrado, lo que 
implica analizar subunidades dentro de 
un mismo caso para detectar variaciones 
internas. Esto permite, como el propio 
autor señala, «destapar la caja negra de la 
participación» (p. 23), o lo que algunos au-
tores denominan pasar del background al 
backstage del proceso participativo (p. 23).

El Comupac de Guadalajara: 
un caso ilustrativo y revelador
Para poner a prueba la propuesta, Téllez 
Arana analiza el Consejo Municipal de 
Participación Ciudadana (Comupac) del 
municipio de Guadalajara, Jalisco, durante 
el período 2015-2019. La elección se jus-
tifica ya que se trata de un cc con un di-
seño institucional formalmente abierto y 
con ambiciones democratizadoras, lo que 
permite controlar la variable del diseño 
normativo y concentrar la atención en la 
dinámica relacional.

El autor selecciona tres subprocesos 
del Comupac con resultados contrastan-
tes: el Presupuesto Participativo Ampliado 
(ppa), que fue implementado en la mayo-
ría de sus aspectos; la Evaluación de Ca-
pacidades a la Dirección de Participación 
Ciudadana (ecdpc), que logró una im-
plementación parcial, y la Transversaliza-
ción de la Participación Ciudadana (tpc), 
que no fue implementada. Esta variación 
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deliberada en la variable dependiente hace 
posible un diseño comparativo interno 
que es metodológicamente riguroso.

En el ppa, la dinámica relacional pre-
sentó objetivos convergentes, una estruc-
tura de liderazgo concentrada en un actor 
central (el presidente del Comupac, codi-
ficado como a9) con un estilo promotor, 
un involucramiento de alta intensidad que 
llegó hasta la colaboración efectiva, y una 
relación con el gobierno que, si bien no 
estuvo exenta de tensiones, resultó lo sufi-
cientemente flexible para que la propuesta 
prosperara. En contraste, el tpc exhibió 
objetivos divergentes, un liderazgo difuso 
sin actores centrales definidos, relaciones 
de involucramiento que no superaron el 
nivel de intercambio de información, y 
vínculos distantes y de rechazo con las de-
pendencias gubernamentales. La ecdpc 
ocupó una posición intermedia en todos 
estos componentes, lo que se corresponde 
con sus resultados parciales.

Un hallazgo que merece atención sur-
ge del análisis del liderazgo en el ppa. La 
red de relaciones del subproceso estuvo al-
tamente centralizada en el actor a9, quien 
monopolizaba los vínculos de coordina-
ción tanto en el interior del consejo como 
con los actores gubernamentales. Cuando 
este actor se retiró antes de concluir el 
proceso, la red quedó expuesta al riesgo de 

colapso: al ser un punto de corte dentro de 
la red, su salida debilitó el tejido relacional 
construido. Este hallazgo ilustra con cla-
ridad una de las cuestiones estructurales 
que el libro identifica: la centralización del 
liderazgo puede impulsar los procesos en 
el corto plazo, pero genera una vulnerabi-
lidad que compromete su sostenibilidad. 
La democracia local, sugiere el análisis, 
requiere liderazgos que distribuyan poder, 
no que lo concentren.

Alcances, limitaciones y 
pertinencia de la propuesta
La principal fortaleza del libro es la co-
herencia entre sus propuestas ontológica, 
epistemológica y metodológica. Se arti-
cula con precisión un paradigma teórico 
con una herramienta cuantitativa como 
el ars. La apuesta por el relacionalismo 
como eje ordenador le permite reformular 
categorías analíticas clásicas en términos 
procesuales y dinámicos, lo que enrique-
ce la mirada sobre fenómenos que suelen 
estudiarse de manera estática. La conclu-
sión general del trabajo es contundente: 
la dinámica relacional influye en los re-
sultados de los cc, y su variación dentro 
de una misma unidad social se traduce 
en desempeños diferenciados, aun con 
los mismos integrantes y el mismo diseño 
institucional.
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El autor es honesto respecto a sus li-
mitaciones. Reconoce que el estudio de 
caso único, aunque integrado en tres sub-
procesos, no permite hacer generalizacio-
nes empíricas robustas. Señala además que 
el análisis deja fuera otros factores contex-
tuales, como el ciclo político municipal, la 
cultura organizacional de la burocracia y 
el perfil socioeconómico de los consejeros, 
que podrían complementar la explicación 
(p. 153). Estas limitaciones no reducen el 
valor del trabajo, sino que delinean una 
agenda de investigación futura que el pro-
pio texto esboza con claridad y que invita a 
hacer estudios comparativos en otros mu-
nicipios y contextos.

En suma, Redes de relaciones detrás 
de la participación ciudadana es una obra 
que complementa los estudios sobre de-
mocracia participativa en México. Sus 
implicaciones prácticas son relevantes: 
quienes coordinan consejos ciudadanos o 

participan en ellos podrían prestar aten-
ción sistemática al tipo de relaciones que 
se forman en su interior y hacia el gobier-
no, con el fin de identificar configuracio-
nes desfavorables y corregirlas a tiempo. 
Esta apuesta por vincular la investigación 
académica con la mejora de las prácticas 
participativas refleja un potencial demo-
crático que va más allá del diagnóstico. El 
libro demuestra que una respuesta sobre 
por qué un consejo ciudadano funciona o 
fracasa no está en el reglamento, sino en 
las relaciones.

Referencia
Téllez-Arana, L. (2025). Redes de relaciones 

detrás de la participación ciudadana. 
Propuesta de análisis para los consejos 
ciudadanos en México. Universidad 
de Guadalajara-Centro Universitario 
de Tonalá.
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Enfoque y alcance
RC | RENDICIÓN DE CUENTAS es una revista 
impresa y digital de acceso abierto. Su pro-
pósito es articular e impulsar un espacio de 
resonancia nacional e internacional para la 
investigación sobre rendición de cuentas en 
castellano y con énfasis en los países de la 
región de América Latina. Asimismo, busca 
consolidar una red de cooperación académi-
ca en este campo de investigación.

La revista publica trabajos de inves-
tigación cuyo eje principal es la rendición 
de cuentas en los campos temáticos de la 
transparencia, fiscalización, combate a la co-
rrupción, responsabilidad pública y tópicos 
asociados. Publica dos volúmenes al año y se 
estructura en tres secciones: a) artículos; b) 
conferencias, y c) una sección de reseñas (de 
libros, datos y numeralias).

El público objetivo o destinatario es la 
comunidad de académicos, profesores, in-
vestigadores, estudiantes de posgrados de 
investigación en el área de ciencias sociales 
y todo el público interesado en los temas de 
la revista.

La periodicidad de la revista es semes-
tral. El tiraje será de 200 ejemplares impre-
sos y uno electrónico. El tiraje de la versión 

impresa está sujeto a cambios presupuestales 
que se pudieran presentar en versiones sub-
secuentes.

Pautas de publicación para autores
Redacción. La extensión máxima de los tra-
bajos —incluyendo notas al pie y referen-
cias— no deberá exceder las 10 000 palabras 
escritas en Times New Roman a 12 puntos 
con interlineado 1.5. 

Sobre los y las autoras. Al inicio del tex-
to se indicará el nombre del(os/as) autor(es/
as), la institución a la que pertenece(n) y la 
dirección postal y electrónica completas, 
para correspondencia. Además, adjuntar su 
cuenta orcid.org.

Resumen. Los autores deberán incluir 
un resumen de su manuscrito de entre 50 y 
100 palabras en español e inglés con cinco 
conceptos clave.

Formato. El formato de los artículos 
debe ser en Word, las citas y las referencias 
deberán elaborarse según el formato APA 
(autor, año, p./pp.). 
•	 Todos los títulos y subtítulos de sección 

deben ser claros y concisos. 
• 	 Cuando el artículo contenga citas tex-

tuales de hasta cinco líneas o hasta 40 



palabras, éstas deberán ir en el cuerpo 
del texto, entre comillas. Si la extensión 
es mayor, deben escribirse en párrafo 
aparte, con sangría a ambos lados, sin 
comillas y a espacio sencillo. Cuando la 
cita contenga agregados del autor, és-
tos deberán encerrarse entre corchetes. 
Toda cita que se haga en el texto debe 
ir acompañada de la referencia corres-
pondiente.

• 	 Para el uso de siglas o acrónimos, la 
primera vez que se mencionen deben 
escribirse entre paréntesis e ir antecedi-
dos del nombre completo.

• 	 Las notas al pie de página deberán con-
tener acotaciones que no puedan ir en 
el texto.

• 	 Las tablas, las figuras y los cuadros de-
ben tener títulos descriptivos y fuente. 
Además deben ser numeradas. 

• 	 Las notas de tablas, figuras, esquemas, 
etcétera, con sus fuentes deben estar 
inmediatamente debajo y antes de su 
fuente.

• 	 Si el texto contiene elementos visuales o 
gráficos, además se deberán entregar en 
archivo anexo, en el programa en que 
fueron originalmente elaborados (Excel 
u otros), a fin de poder modificarlos en 
caso necesario.
Referencias. Las referencias deben ser 

presentadas al final del trabajo, ordenadas 

alfabéticamente de acuerdo con sus autores 
y ajustarse al siguiente esquema: 
a.	 Libros: apellidos, iniciales de nombre, 

(año), título en cursivas, editorial. 
b.	 Capítulos en libros: apellidos, iniciales 

de nombre, (año), título en letra nor-
mal. En iniciales de nombres, apellidos 
del compilador (comp.) o editor (ed.), 
título del libro en cursivas, editorial. 
Dictaminación. La revista RC | RENDI-

CIÓN DE CUENTAS enviará los manuscritos 
originales a dictamen con especialistas en 
la materia, siguiendo el principio de doble 
ciego. Una vez recibidas las evaluaciones la 
revista tomará una decisión y la dará a cono-
cer a los autores, en lo posible en un plazo no 
mayor de tres meses. Sólo se considerarán 
para su publicación artículos que reciban 
dos dictámenes positivos.

Políticas editoriales
Políticas de evaluación de pares. Los manus-
critos de artículos que busquen ser publica-
dos en RC | RENDICIÓN DE CUENTAS debe-
rán seguir el siguiente procedimiento:
1.	 Los manuscritos originales serán some-

tidos a la evaluación de dos especialis-
tas en la materia.

2.	 Los/as dictaminadores/as deberán ser 
académicos/as de reconocido prestigio 
en el campo de estudio en cuestión, con 
adscripción a instituciones académicas, 



nacionales o extranjeras y de preferen-
cia miembros del Sistema Nacional de 
Investigadores.

3.	 Los nombres de los evaluadores/as 
permanecerán en el anonimato para el 
autor/a del manuscrito, de modo que el 
proceso de dictamen se realice median-
te un procedimiento de doble ciego.

4.	 Los/as dictaminadores/as evaluarán 
por escrito la calidad científica de los 
textos con base en su coherencia inter-
na, originalidad, contribución al avance 
del conocimiento de los temas y la uti-
lización apropiada y especializada de la 
bibliografía.

5.	 El dictamen por escrito deberá entre-
garse en el plazo máximo de tres mes. 
En dicho documento se realizará la 
evaluación general de publicación en 
alguno de los siguientes rubros: no pu-
blicable, publicable con modificaciones 
mayores, publicable con modificacio-
nes menores, o publicable sin modifica-
ciones. 

6.	 Una vez recibidas las evaluaciones, el 
coordinador editorial dará a conocer a 
los/las autores/as el resultado de la de-
cisión.

7.	 En caso de que únicamente uno de los 
dictámenes resulte positivo (publicable 
con modificaciones menores o publica-
ble sin modificaciones), el director de la 

revista, con el apoyo del Consejo Edito-
rial, podrá solicitar una tercera evalua-
ción, cuyo dictamen será considerado 
como definitiva.

8.	 En caso de que los/as dictaminadores/
as hayan solicitado modificaciones ma-
yores para la aprobación del manuscri-
to, el coordinador editorial enviará a 
revisión de los/as dictaminadores/as la 
nueva versión para que la evalúen nue-
vamente.

10.	 Sólo se considerarán para su publica-
ción artículos que reciban dos dictáme-
nes positivos al final del proceso.

Política de acceso abierto
La revista es de acceso abierto, es decir, todo 
su contenido está disponible de manera gra-
tuita, sin cargo alguno para el lector o las 
instituciones. Los usuarios pueden leer, des-
cargar, distribuir, imprimir y enlazar a los 
textos completos de los artículos, siempre 
y cuando sea sin fines de lucro y se cite la 
fuente.

Política antiplagio
Los autores de los manuscritos son entera-
mente responsables del contenido de sus 
colaboraciones, así como de garantizar que 
éstas sean originales e inéditas. Como polí-
tica para la prevención del plagio, la revista 
se reserva el derecho de revisar, mediante el 



uso del software antiplagio Ithenticate todos 
los manuscritos propuestos para su publica-
ción, utilizando los criterios habituales para 
detectar tales prácticas.

Si el autor de un artículo o reseña incu-
rre en plagio u otra práctica deshonesta, el 
material no será publicado.

Política de privacidad
Los nombres, afiliaciones institucionales, 
identificadores académicos (como Orcid) 
y direcciones de correo electrónico intro-
ducidos en esta revista serán utilizados 
exclusivamente para los fines editoriales 
propios del proceso de evaluación, edición 
y publicación académica.

En el caso de los artículos aceptados, 
la revista podrá compartir los metadatos 

académicos necesarios con sistemas de ind-
exación, repositorios, bases de datos y direc-
torios académicos nacionales e internacio-
nales con el único propósito de garantizar la 
visibilidad, identificación y correcta citación 
de los trabajos publicados.

La revista no venderá, cederá ni trans-
ferirá datos personales con fines comerciales 
ni para usos distintos a los estrictamente 
académicos y editoriales.

Política de atención a quejas
Las quejas, los desacuerdos o inconvenien-
tes que surjan entre quienes participan en 
el proceso editorial de la revista se resolve-
rán consultando los lineamientos de COPE. 
Favor de dirigir su comunicación al correo 
rc.rendiciondecuentas@cucea.udg.mx
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